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UNA SUMA DE ESFUERZOS

Editorial

El lector tiene en su disposición el número 5 

de nuestra revista digital que representa un 

conjunto de esfuerzos sumados, desde los 

autores que cada semestre le dan sentido a 

nuestro proyecto editorial compartiendo sus 

puntos de vista, opiniones e investigaciones 

en torno a la materia electoral, hasta el extraordinario trabajo de 

las distintas áreas de nuestra institución cuyas actividades se van 

registrando poco a poco. 

En este número por primera vez, incorporamos algunas entrevistas 

a consejeros electorales, quienes nos hablan de las funciones que 

se realizan desde las comisiones que presiden, con el objeto de 

que los ciudadanos conozcan el trabajo que se realiza cuando 

no hay proceso electoral. Presentamos también la entrevista a 

un destacado especialista electoral que con su experiencia y 

conocimiento enriquece y complementa nuestro proyecto.

Desde el Comité Editorial, agradecemos la colaboración de todos 

quienes hacen posible nuestro trabajo, tanto articulistas como 

funcionarios del Instituto. El reto, seguirnos posicionado como una 

institución que da impulso a la participación ciudadana, que es 

transparente, que rinde cuentas y que fortalece los procesos de 

democratización en Michoacán. 

Hoy más que nunca, debemos destacar que los institutos 

electorales estatales han fortalecido la democracia construyendo 

y aportando innovaciones desde lo local, generando estabilidad 

política y social, pero, sobre todo, garantizando que el voto libre y 

secreto de los ciudadanos refleje su voluntad en las urnas. Nuestro 

trabajo como instituto esta encaminado a construir confianza 

ciudadana y nuestro objetivo con este proyecto editorial, es 

difundir nuestro trabajo, difundir conocimiento y poner sobre la 

palestra, los temas que están debatiéndose en la actualidad.

¡Sigamos sumando esfuerzos!

Mtra. Araceli Gutiérrez Cortés

Consejera Electoral

Presidenta del Comité Editorial del IEM
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Funcionamiento y  
objetivos de las 
Comisiones y Comités 
del Instituto Electoral 
de Michoacán
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Comisión de 
Administración y 
Prerrogativas  
y Partidos Políticos

—¿Cuál es la relevancia de 
esta Comisión con relación a 
los partidos políticos?

—Los trabajos desarrollados 
por esta Comisión son de suma 
importancia para los partidos 
políticos; esto es así dado que, 
por mandato legal, dicho órgano 
colegiado se encarga de verificar 
que las áreas correspondientes 
lleven a cabo cabalmente los pro-
cedimientos en materia de finan-

Dra. Yurisha Andrade Morales
Presidenta de las Comisiones de Administración y Prerrogativas y Partidos Políticos y de Participación Ciudadana

Doctora en Derecho mención Sobresaliente Cum Laude por la Universidad Complutense de Madrid. Doctora en Derecho por el Centro 
de Investigación y Desarrollo del Estado de Michoacán. Maestra y Licenciada en Derecho por la Universidad Michoacana de San Nicolás 
de Hidalgo. Presidenta de las Comisiones de Participación Ciudadana y Administración, Prerrogativas y Partidos Políticos. Ha sido pre-
sidenta de las comisiones de Fiscalización, Derechos Humanos, Vinculación y Servicio Profesional Electoral, así como de Organización 

Electoral.

ciamiento público, apoyos ad-
ministrativos, registros y demás 
prerrogativas que les son otor-
gadas a los partidos políticos, de 
conformidad con el marco cons-
titucional, legal y reglamentario 
aplicable. Con tales acciones se 
busca que los partidos políticos 
acreditados ante el IEM gocen de 
los mismos derechos y prerroga-
tivas para que cuenten con igual-
dad de trato, así como de equidad 
en los procesos electorales en los 
que participen.

—¿Cómo define una bue-
na administración institu-
cional?

—¿Por qué son importantes las Comisiones y 
Comités del Instituto?

—Los trabajos realizados por las Comisiones 
y Comités del Instituto son de gran trascendencia 
para el logro de los fines constitucionales, dado que 
con estos órganos colegiados se busca dirigir y vigi-
lar de una manera específica y minuciosa cada una 
de las actividades que llevan a cabo las áreas que lo 
conforman, logrando la especialización de sus inte-
grantes en cada uno de los temas que desarrollan.

—¿Qué representa para usted ser 
Consejera del IEM?

—Ser consejera electoral del Instituto es un gran 
honor para mí, ya que orgullosamente formo parte 
de la máxima institución administrativa en materia 
electoral en el estado de Michoacán, la cual forma 
parte del andamiaje democrático a nivel local, en-
cargada de llevar a cabo la organización, vigilancia 
y desarrollo de los procesos electorales, así como 
de los mecanismos de participación ciudadana, ga-
rantizando a la ciudadanía el acceso a sus derechos 
político-electorales.

Además, es un logro personal y profesional, 
dado que creo firmemente en la democracia y en las 
instituciones del Estado, es por ello que participar 
en los procesos democráticos me llena de gran sa-
tisfacción, asumiendo las atribuciones que me son 
encomendadas.

—Una buena administración 
institucional se refiere a una ex-
celente gestión tanto de los re-
cursos como de las funciones que 
desempeña un ente público, si-
guiendo ciertos criterios como las 
medidas de austeridad, racionali-
dad y disciplina presupuestaria, 
así como la implementación de 
procedimientos de profesiona-
lización y certificación, siempre 
bajo la observancia de los meca-
nismos de rendición de cuentas 
como la transparencia y máxima 
publicidad.

Lo anterior, para efecto de 
contribuir al interés general, en 
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torno al estado social y democrá-
tico, que garantice a la sociedad 
que se está cumpliendo con los 
fines constitucionales y legales 
encomendados. Además, no se 
debe perder de vista que las ins-
tituciones del Estado siempre de-
berán observar el cumplimiento 
puntual de los ordenamientos, 
así como de los principios jurí-
dicos que rigen su actividad, sin 
distracciones políticas, morales 
y de cualquier otro tipo, que pu-
dieran desvirtuar el objeto para el 
cual fueron creadas. 

—¿Cuáles son las prin-
cipales tareas de esta Comi-
sión?

—Sobre todo, conocer y dar 
seguimiento a los trabajos de la 
Dirección Ejecutiva de Adminis-
tración, Prerrogativas y Partidos 
Políticos, para efecto de propo-
ner acciones, estudios, proyectos, 
así como presentar los informes, 
dictámenes o proyectos de reso-
lución, en todos los asuntos que 
le son encomendados. En lo par-
ticular, la Comisión lleva a cabo 
reuniones de trabajo y sesiones 
de manera mensual, en las cuales 
se aprueban acuerdos, informes 
y demás documentos legales que 
sirven para llevar a cabo todas 
y cada una de las actividades en 
materia de administración, pre-
rrogativas y partidos políticos.

Igualmente se encarga de diri-
gir las acciones relativas al regis-
tro y la pérdida de éste, respecto 
a los partidos y agrupaciones po-
líticos locales, así como el análisis 
sobre la acreditación y pérdida de 
esta, respecto a los partidos polí-
ticos nacionales.

Del mismo modo se encarga 
de vigilar el cumplimiento de la 
asignación de las prerrogativas 
otorgadas a los partidos políti-
cos por parte del Instituto, para 
el sostenimiento de actividades 

ordinarias permanentes, para la 
obtención del voto, así como para 
actividades específicas.

Asimismo, en materia de re-
gistros, verifica que fuera de pro-
ceso electoral se lleven a cabo 
las anotaciones derivadas de los 
ajustes a la estructura y a la repre-
sentación de los partidos políticos 
ante Consejo General y, además, 
en proceso electoral, de todos y 
cada uno de los registros de can-
didatos y representantes ante los 
órganos desconcentrados. 

Cabe señalar que además de 
las tareas propias de la Comisión 
se da seguimiento a los trabajos 
desempeñados por el Comité de 
Adquisiciones del Instituto a tra-
vés de la representación de una 
de las integrantes de la Comisión, 
para efecto de que los procedi-
mientos respectivos se lleven a 
cabo apegados a la legalidad. 

—Actualmente, ¿qué acti-
vidades se están realizando 
desde la Comisión?

—Actualmente damos segui-
miento a los programas y activi-
dades de la Dirección Ejecutiva 
de Administración, Prerrogativas 
y Partidos Políticos, así como ve-
rificamos los registros contables 

y financieros del ejercicio presu-
puestal; vigilamos que el pago de 
prerrogativas a partidos políticos 
se lleve a cabo de conformidad al 
calendario de prerrogativas apro-
bado el 24 de enero del año en 
curso; estamos al tanto del cobro 
de las sanciones económicas a los 
sujetos obligados, así como remi-
tir las mismas a la Secretaría de 
Finanzas del Gobierno del Esta-
do; y damos seguimiento a la ad-
ministración de recursos huma-
nos y materiales para el adecuado 
funcionamiento del Instituto, de 
conformidad con el Programa 
Operativo Anual.

—¿Qué retos nuevos im-
plica esta Comisión?

—Creo que el principal reto es 
transparentar los recursos otor-
gados a este Instituto, así como 
los procedimientos relaciona-
dos con su aplicación, no sólo en 
cuanto al gasto operativo o a las 
determinaciones tomadas por el 
Comité de Adquisiciones, sino 
también en cuanto a las prerroga-
tivas de financiamiento público 
otorgado a los partidos políticos. 
Es decir, que la ciudadanía esté 
enterada en qué se gasta cada 
peso del presupuesto que ha sido 
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otorgado anualmente, esto con la 
finalidad de cumplir con los prin-
cipios rectores de la función elec-
toral, entre ellos, la legalidad, la 
certeza y la máxima publicidad.

Comisión de Participación 
Ciudadana

—¿Por qué es importante la 
participación ciudadana en 
la época actual?

—Si bien es cierto, el concep-
to de participación ciudadana es 
un término de antaño, que tiene 
sus orígenes en la antigua Gre-
cia, ha ido evolucionando al paso 
del tiempo al igual que las socie-
dades modernas; sin embargo, 
podemos afirmar que su esencia 
radica en ser el medio a través 
del cual los ciudadanos pueden 
hacerse presentes en la toma de 
decisiones políticas de forma di-
recta e indirecta.

Es decir, para participar en 
los procesos democráticos de una 
comunidad no necesariamente 
se tendría que hacer a través de 
los representantes populares que 
han sido electos en las contiendas 
electorales (indirecta), sino que 
las personas interesadas pueden 
aportar su opinión directamente 
sobre los asuntos de su interés 
particular en la vida pública.

Con relación a la participación 
directa de la ciudadanía, actual-
mente en Michoacán contamos 
con un catálogo de mecanismos 
de participación ciudadana con los 
que se garantiza la participación 
directa de la ciudadanía en la toma 
de decisiones, sobre diversos te-
mas de interés público. Entre éstos 
contamos con la iniciativa ciuda-
dana, el referéndum, el plebiscito, 
la consulta ciudadana, los observa-
torios ciudadanos, el presupuesto 
participativo e, inclusive, la con-
sulta a las comunidades indígenas.

En este sentido, es importante 
resaltar que la ciudadanía no solo 
tiene el poder de elegir a sus go-
bernantes o representantes legis-
lativos, sino que realmente puede 
vigilarlos directamente; en este 
caso, al formar parte de un obser-
vatorio ciudadano o influir direc-
tamente en las acciones que éstos 
lleven a cabo, a efecto de cubrir 
las necesidades sociales, ya sea 
iniciando el trámite o emitiendo 
su opinión al respecto, como es el 
caso de las consultas ciudadanas, 
indígenas, el referéndum, el ple-
biscito o el presupuesto partici-
pativo, e inclusive, proponiendo 
la aprobación de alguna norma 
en particular, como es el caso de 
la iniciativa ciudadana.

Con esto, se deja de lado el 
monopolio que prevalecía en que 
sólo los representantes populares 
tenían el mando para decidir qué 
obras llevar a cabo o qué leyes 
aprobar, dándole realmente una 
fuerza vinculante a la ciudadanía 
en general, lo cual se debe cele-
brar para lograr una democracia 
consolidada en que la voz del 
pueblo ha recobrado el valor que 
hacía ya décadas había perdido.

—¿Cuáles son las prin-
cipales tareas de esta Comi-

sión?
—La Comisión tiene como 

atribución, conocer y dar segui-
miento a los trabajos del IEM en 
materia de mecanismos de parti-
cipación ciudadana, a través de 
las actividades que lleven a cabo 
la Secretaría Ejecutiva y la Direc-
ción Ejecutiva de Educación Cí-
vica y Participación Ciudadana, 
para proponer acciones, estudios, 
proyectos, así como presentar los 
informes, dictámenes o proyectos 
de resolución, en todos los asun-
tos que le son encomendados.

Asimismo, entre otros, esta 
Comisión celebra reuniones de 
trabajo y sesiones, en las que 
aprueba acuerdos y demás docu-
mentación relativa a los mecanis-
mos de participación ciudadana.

—¿Cuál es la relevancia 
de esta Comisión en este 
organismo autónomo?

—Los trabajos de la Comisión 
de Participación Ciudadana son 
sustanciales, dado que es el órga-
no colegiado especializado en la 
materia, encargado de promover 
la participación de la ciudadanía 
en los asuntos públicos, lo cual 
contribuye a la consolidación de 
una democracia sana, lo que se 
refleja en un mayor bienestar po-
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lítico y social.
Asimismo, garantiza que se 

cumplan las disposiciones legales 
y reglamentarias en materia de 
mecanismos de participación ciu-
dadana, para garantizar los dere-
chos humanos de la ciudadanía 
en general, relacionados con la 
participación directa en los asun-
tos públicos de su comunidad, 
siempre y cuando se cumpla con 
los requisitos que la ley establece. 

—¿A qué tarea se enfoca 
actualmente la Comisión?

—Entre las actividades que 
desarrolla actualmente esta Co-
misión es darle seguimiento a 
la emisión y publicación de las 
convocatorias para la conforma-
ción de los observatorios ciuda-
danos de los ayuntamientos, así 
como verificar el trámite que se 
esté dando a las solicitudes para 
integrar los observatorios ciuda-
danos. De igual manera, llevamos 
a cabo, en acompañamiento con 
la Dirección Ejecutiva de Educa-
ción Cívica y Participación Ciu-
dadana, los programas de difu-
sión y capacitaciones en materia 
de mecanismos de participación 
ciudadana; y también aprobamos 
los dictámenes respecto a la con-
formación de los observatorios 
ciudadanos, la aprobación de sus 
estatutos y sobre la rendición de 

los informes.
—¿Qué retos nuevos im-

plica esta Comisión?
—El principal reto es darle una 

mayor difusión a los mecanismos 
de participación ciudadana, que 
la ciudadanía esté enterada que 
puede influir directamente en la 
vida pública de su comunidad y 
que conozca cuáles son estos ins-
trumentos, para que así, puedan 
solicitar que se lleven a cabo y 
participar en ellos.

Asimismo, creo que es impor-
tante concientizar a los órganos 
del Estado involucrados en la 
tramitación y ejecución de estos 
mecanismos para que cumplan 

a cabalidad con lo mandatado 
en la legislación atinente, ya sea 
emitiendo las convocatorias res-
pectivas, llevando a cabo su difu-
sión o, de ser el caso, tramitarlos 
directamente.

De igual forma, aprovecho 
la oportunidad para invitar a la 
ciudadanía en general que se 
acerque al IEM para solicitar in-
formación o, en su caso, capacita-
ciones en materia de mecanismos 
de participación ciudadana, para 
que conozca cuáles son y cuál es 
el procedimiento para llevarlos 
a cabo, y así pueda utilizar estos 
instrumentos tan trascendenta-
les para la democracia moderna.



13

Comisión de Organización 
Electoral

—¿Cómo define a la organi-
zación electoral?

—Como la serie de procedi-
mientos, requisitos, formas y 
pasos que se deben llevar a cabo 
para lograr los objetivos de cada 
una de las etapas del proceso 
electoral y así garantizar el dere-
cho al voto

—¿Cuáles son las prin-
cipales tareas de esta 
Comisión?

—Darle seguimiento a cada 
una de las etapas del proceso 
electoral y fijar principios para el 
debido cumplimiento de las ac-
ciones de la Dirección Ejecutiva 
de Organización Electoral.

—¿Cuál es la relevancia 
de esta Comisión durante un 
proceso electoral?

—Darle seguimiento a cada 

Dr. Humberto Urquiza Martínez
Presidente de la Comisión de Organización Electoral y del Comité de Transparencia

Doctor en Derecho, Maestro en Derecho Constitucional y Licenciado en Derecho. Conferencista y ensayista en diversas publicaciones 
de Derecho, nacionales e internacionales. Analista en CB Televisión y en Metapolítica. Investigador de ANFADE. Catedrático. Secretario 
particular del Presidente del IEM (2001-2006), Director de Asuntos Jurídicos y Servicios Legales de la Consejería del Ejecutivo de 
Michoacán. Actualmente es consejero electoral del IEM. Preside la Comisión de Organización Electoral y el Comité de Transparencia.

una de las etapas y procedimien-
tos que conforman el proceso 
electoral. En particular, garanti-
zar la impresión de boletas, pro-
ducción de material y funciona-
miento de los Comités y el PREP.

—Actualmente, ¿qué acti-
vidades se realizan desde la 
Comisión?

—Revisamos las actividades 
de la Dirección de Organización 
Electoral, relativas a la revisión 
del material electoral usado en el 
proceso electoral pasado, a efecto 
de determinar su posible reúso. 
De igual forma se trabaja en un 
proyecto de un Programa de Re-
sultados Electorales Prelimina-
res (PREP) propio, así como en la 
identificación de las actividades 
dentro del voto de los michoaca-
nos en el extranjero.

—¿Qué retos nuevos im-
plica esta Comisión?

—Como dije antes, la Comi-

sión se asume como una comi-
sión estratégica en el proceso 
electoral, y nos permite vigilar y 
supervisar cada etapa del proce-
so comicial; por tanto, los retos 
tienen que ver con planificar de 
forma más precisa las activida-
des del Instituto para el proxi-
mo proceso electoral, a partir de 
la presupuestación del siguiente 
año, por ejemplo. También nos 
permite generar procedimien-
tos innovadores aplicables al 
siguiente proceso electoral que 
permitan ahorros y garantizar los 
principios rectores de la función 
electoral, así como reencauzar las 
actividades de la Dirección para 
mejorar los procedimientos elec-
torales.

Comité de Transparencia

—¿Por qué es importante el 
concepto de transparencia 

¿Por qué son importantes las Comisiones y 
Comités del Instituto?

—Permiten el seguimiento, por parte de las y los 
consejeros, de las actividades ejecutivas del Institu-
to, así como aportar nuevos elementos para el cum-
plimiento de la funciones sustantivas.

—¿Qué representa para usted ser Con-
sejero del Instituto Electoral de Michoacán?

—La oportunidad de aportar al desarrollo de la 
democracia electoral, y permitir la legitimidad, a 
partir de garantizar el derecho a votar y el cumpli-
miento de los diversos mecanismos de participación 
ciudadana. De igual forma, me permite ser partícipe 
en el desarrollo de la cultura política.
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en la época actual?
—La democracia requiere no 

solamente de gobernantes legiti-
mados por la sociedad mediante 
el voton, sino tambiém cubriendo 
expectativas de apertura de los 
procesos electorales.

—¿Cuáles son las princi-
pales tareas de este Comité?

—Dar seguimiento a las ac-
tividades de la Coordinación de 
Transparencia. Con ello, definir 
algunos criterios relativos a la 
materia, así como vigilar el cum-
plimiento de las normas relativas 
a la transparencia, protección de 
datos y acceso a la información 
del IEM.

—¿Cuál es la relevancia de 
este Comité en un organismo 
autónomo?

—Es relevante porque nos 
permite dar seguimiento a las 
normas mínimas relativas a la 
transparencia, así como al cum-
plimiento de los derechos de ac-
ceso a la información y protec-
ción de datos por parte del IEM. 
Además, permite ampliar los 
márgenes de transparencia para 
lograr la legitimidad social del 
órgano autónomo.

—¿A qué tarea se enfoca 
actualmente el Comité?

—Al seguimiento en las tareas 

que señala la norma de transpa-
rencia, acceso a la información y 
la protección de datos. Además 
desarrrolla actividades nuevas 
relativas a la transparencia en te-
mas de comunidades indígenas, 
partidos políticos y observatorios 
ciudadanos.

—¿Qué retos nuevos im-
plica este Comité?

—Abrir la transparencia, acce-
so a la información y protección 
de datos de nuevos sujetos obli-
gados, en los que el IEM asume 
un papel de enlace. Además, ge-

nerar nuevos criterios para am-
pliar la transparencia por parte 
de las actividades del IEM. Que-
remos ampliar la cultura de la 
transparencia al interior del IEM, 
así como ampliar los procedi-
mientos para lograrlo en el tiem-
po en que se lleve a cabo un pro-
ceso electoral. Las actividades del 
Comité pretenden dirigir al IEM 
hacia nuevos estadios de trans-
parencia y lograr que la legitimi-
dad de nuevos sujetos obligados 
se sustente en la transparencia y 
rendición de cuentas.



15

Comisión de Vinculación 
y Servicio Profesional 
Electoral

—¿Por qué es importante la 
vinculación con el INE?

—Derivado de la reforma po-
lítica-electoral de 2014 se creó 
un sistema electoral nacional. 
En atención a ello la coordina-
ción y vinculación del Instituto 
Nacional Electoral (INE) con los 
Organismos Públicos Locales 
Electorales (OPLE) es una de las 
tareas de vital importancia en la 
ejecución y atención de la fun-
ción electoral, tanto en el ámbito 

Lic. Viridiana Villaseñor Aguirre
Presidenta de las Comisiones de Vinculación y Servicio Profesional Electoral, de Fiscalización, así como del Comité de 

Seguimiento para Casos de Hostigamiento y Acoso Sexual o Laboral del Instituto Electoral de Michoacán
Licenciada en Derecho por la Universidad Latina de América. Cursó la Maestría en Derecho Constitucional en la referida institución, 
cuenta con especialidad en justicia electoral por el TEPJF; ha cursado diversos diplomados en Derecho Electoral, Negociación Política y 
Cabildeo, así como Derecho a la Información Pública en México. Tiene más de quince años de experiencia en la materia electoral, tanto 
en el ámbito administrativo como jurisdiccional. Fue presidenta de la Comisión de Administración, Prerrogativas y Partidos políticos 

del Instituto Electoral de Michoacán (IEM).

—¿Por qué son importantes las Comisiones y 
Comités del Instituto?

—Son importantes porque es una forma de es-
pecializar el estudio de los asuntos que son res-
ponsabilidad del Consejo General, de tal forma que 
cada consejero o consejera integra cierto número de 
Comisiones en las que recibe información directa 
de las actividades realizadas por el área ejecutiva 
correspondiente, les da seguimiento y, en su caso, 
ofrecen recomendaciones o directrices para un me-
jor desempeño en el cumplimiento de sus atribucio-
nes, para que una vez que sea aprobado en Comisión 
sea sometido a la consideración del Consejo General 
en aquellos asuntos que así lo ameriten.

—¿Qué representa para usted ser conse-
jera del Instituto Electoral de Michoacán?

—Es para mí un privilegio y una responsabilidad 
muy importante. Las actividades desempeñadas por 
el IEM son una herramienta fundamental para que 
la ciudadanía michoacana pueda decidir libremente 
a las autoridades que habrán de representarlos en 
los poderes ejecutivo y legislativo de nuestro estado. 

Al ser consejera puedo trabajar en todas las etapas 
que conlleva la organización de las elecciones, vi-
gilando que se cumplan los principios constitucio-
nales de certeza, legalidad, imparcialidad, máxima 
publicidad, objetividad, independencia, equidad y 
profesionalismo

federal como local, la cual tiene 
por objeto estandarizar con altos 
niveles de calidad la organización 
de los procesos electorales fede-
rales y locales.

—¿Cuáles son las princi-
pales tareas de esta Comi-
sión?

—Es la encargada de dar se-
guimiento al cumplimiento de las 
atribuciones de la Dirección Eje-
cutiva de Vinculación y Servicio 
Profesional Electoral del IEM, la 
cual tiene como tarea fundamen-
tal promover la coordinación en-
tre el INE y este Instituto, para el 
desarrollo de la función electoral; 

además, como su nombre lo in-
dica, es la encargada de revisar 
todo lo relativo a las acciones 
relacionadas con la selección, in-
greso, capacitación, promoción, 
evaluación, rotación, permanen-
cia y disciplina de los servidores 
públicos, en especial los perte-
necientes al Servicio Profesional 
Electoral (SPEN). 

—¿Cuál es la relevancia de 
esta Comisión para el IEM y 
sus funcionarios?

—De su correcto funciona-
miento depende el cumplimien-
to de muchas de las atribuciones 
constitucionales y legales, que 
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implican la coordinación en va-
rias actividades con el INE, por lo 
que su trabajo puntual se refleja 
en que todas las áreas del Insti-
tuto puedan atender la petición 
de informes o los lineamientos 
para el desarrollo de sus activida-
des conforme a lo señalado por el 
INE; además, del trabajo de esta 
Comisión también depende el se-
guimiento a la realización de las 
metas individuales y colectivas 
de los miembros del SPEN, así 
como su evaluación en los perio-
dos que para tal efecto se señalen.

—¿Cuáles son los logros 
relativos al SPEN?

—Muy importantes, porque 
acaban de ser entregados los 
resultados de la evaluación del 
desempeño de los miembros del 
SPEN nacional del sistema OPLE 
del periodo septiembre de 2017 
a agosto de 2018, en la cual los 
quince miembros que forman 
parte del SPEN –que se encuen-
tran en las áreas de Educación 
Cívica, Contencioso Electoral, 
Organización Electoral, Partici-
pación Ciudadana, Prerrogativas 
y Partidos Políticos y Vincula-
ción– obtuvieron grado de sobre-
saliente; es decir, su calificación 
final fue superior a 9, esto habla 
de un trabajo claro de cada uno 
de los miembros que en conjunto 
ha sido acompañado por la Direc-
ción y la Comisión de Vinculación 
y SPEN al dar un seguimiento en 
el desarrollo de sus metas.

—¿Qué retos nuevos im-
plica esta Comisión?

Tres de los mayores retos son 
los siguientes: el primer es el pun-
tual seguimiento de todas y cada 
una de las actividades en las que 
intervienen y debe existir coor-
dinación entre ambos Institutos, 
para lo cual el IEM construye una 
plataforma denominada Sistema 
de Control, Seguimiento Docu-

mental y Archivo Digital, para re-
ducir el tiempo de atención de la 
documentación recibida y lograr 
un mejor desempeño en el cumpli-
miento de los plazos establecidos.

El segundo reto de suma im-
portancia es el seguimiento al 
cumplimiento de las actividades 
pactadas en el Convenio de Coor-
dinación con el INE del pasado 
proceso electoral, para lo cual 
durante este año se realiza un 
diagnóstico-evaluación, lo que 
permitirá establecer líneas de ac-

ción en los próximos comicios.
Finalmente, se encuentra la 

implementación de cursos de ac-
tualización y profesionalización 
para el personal del SPEN y de 
la rama administrativa del Insti-
tuto, que permita brindar herra-
mientas y faciliten la realización 
de las actividades encomendadas, 
además de hacer un análisis de 
cargos y puestos, para en su caso 
incrementar el número de plazas 
que pertenecen al Servicio Profe-
sional Electoral.
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Comisión de Fiscalización

—¿Cuáles son las principales 
tareas de esta Comisión?

—Es la encargada de dar se-
guimiento a las actividades rea-
lizadas por la Coordinación de 
Fiscalización, la cual a partir de 
la reforma constitucional de 2014 
es encargada de fiscalizar los in-
gresos y gastos de los partidos 
políticos locales, a los observa-
dores electorales y a las asocia-
ciones constituidas para postular 
candidaturas independientes, así 
como fiscalizar –en caso de que 
se realice– un mecanismo de par-
ticipación ciudadana como el re-
feréndum y plebiscito.

—¿A qué tarea se enfoca 
actualmente la Comisión?

—Estamos revisando el cum-
plimiento del plan de trabajo 
relativo a la liquidación de las 
asociaciones civiles constituidas 
para postular candidaturas inde-
pendientes en el pasado proceso 
electoral 2017-2018, siendo un 
total de 74 asociaciones. Dicha 
actividad implica que la titular de 
la Coordinación, en su calidad de 
interventora, reciba los informes, 
emita los 74 avisos de liquida-
ción, elabore –en su caso– las so-
licitudes de información respecto 
del total de las mismas a dife-
rentes instancias como el INE, la 
Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores, así como al Servicio de 
Administración Tributaria; para 
después de analizarla pueda rea-
lizar un informe final del balance 
de bienes y recursos materiales, 
para proceder a la correcta liqui-
dación de las mismas.

—¿Qué retos nuevos im-
plica la Comisión?

—Un nuevo reto es la revisión 
de las actividades hechas por la 
Coordinación respecto a la fisca-

lización de los sujetos obligados, 
en caso de realizarse un referén-
dum o plebiscito en los términos 
que señala la Ley de Mecanismos 
de Participación Ciudadana del 
Estado. Por ser un tema de re-
ciente aplicación implicará un 
reto novedoso y de muy impor-
tante resolución.

Comité de Seguimiento 
para Casos de 
Hostigamiento y Acoso 
Sexual o Laboral

—¿Para qué fue creado este 
Comité?

—Fue creado con la finalidad 
de mantener relaciones laborales 
dignas y adecuadas que propicien 
un ambiente laboral sano, que 
favorezca el cumplimiento de la 
función electoral bajo los princi-
pios generales de no discrimina-
ción, transparencia, rendición de 
cuentas, equidad laboral, igual-
dad de género, cultura democráti-
ca y respeto a los derechos huma-
nos, así como el establecimiento 
de medidas y procedimientos que 
permitan asegurar un espacio de 
trabajo libre de conductas rela-
cionadas con el hostigamiento y 

acoso sexual o laboral.
—¿Cuáles son las activi-

dades más importantes por 
realizar?

—Además de que será el en-
cargado de vigilar la aplicación 
del Protocolo para Prevenir, 
Atender y Sancionar el Hostiga-
miento y Acoso Sexual o Laboral 
en el IEM, dar seguimiento a las 
denuncias que con este motivo 
se presenten al interior del Ins-
tituto, y generar información 
estadística sobre dichos casos, 
así como aprobar las acciones 
preventivas en materia de vio-
lencia laboral. Este Comité fue 
instalado en sesión el 26 de fe-
brero del presente año, fecha en 
que se aprobó el plan de trabajo 
con base en el cual iniciarán las 
gestiones y acciones para la im-
plementación en el Instituto de 
la norma mexicana NMX-5-025-
SCFI-2015 en igualdad laboral y 
no discriminación, cuyo objetivo 
es fijar las base para el recono-
cimiento público de los centros 
de trabajo que demuestren la 
adopción y el cumplimiento de 
procesos y práctica en favor de 
la igualdad laboral y no discrimi-
nación.
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Resumen

Del presente artículo se destacará la im-
portancia de la participación por parte 
de diversas fuerzas políticas, por lo que 
abordarán temas como lo referente al 
derecho parlamento, en el que no se li-
mita únicamente al parlamento, refirién-
dose a otras figuras sujetas a este dere-
cho, asimismo la figura de los partidos 
de oposición, y su función limitadora y 
de control para los partidos dominan-
tes, tema que dio origen para la crea-
ción de nuevos partidos políticos, y así 
poder generar contrapesos al momento 
de elegir nuevamente a los dirigentes en 
las elecciones de nuestro país, y dentro 
de un análisis ver cuál es el papel que 
estos partidos de oposición desempeñan 
en estos procesos electorales, como lo es 
el brindar nuevas opciones al electorado 
para los cargos de elección popular.

Palabras clave: Parlamento, democra-
cia, representación popular, partidos po-

líticos, función legislativa.

1. Concepto de derecho parlamentario

Se ha definido al derecho parlamen-
tario como el conjunto de normas 
que regulan la organización y fun-

cionamiento de las cámaras como ór-
ganos que asumen la representación 
popular en un Estado constitucional y 
democrático de derecho, y no es suficien-
te que se le denomine “parlamento”, sino 
que lo esencial es que dicha institución 
encarne libre y democráticamente la 
voluntad popular; es decir, que cuando 
nos referimos al derecho parlamentario 
se trate también de un congreso, de una 
asamblea, etcétera, y no sólo de un par-
lamento.

En ese mismo sentido, José Antonio 
Alonso señala que el derecho parlamen-
tario es aquella parte del derecho cons-
titucional que se ocupa del análisis de 
lo referente al parlamento, definición 
simple pero que nos ayuda a definir el 

El tema electoral

La importancia de la 
participación de las 
diversas fuerzas políticas
en la función legislativa  
y en la representación popular
Por Salvador Alejandro Pérez Contreras



22

ámbito de la materia; por su parte, Jorge Gentile se-
ñala que es la parte del derecho constitucional que 
estudia la organización, la constitución, el funciona-
miento, los procedimientos y las competencias del 
congreso y las prerrogativas de sus integrantes.

Francisco Berlín Valenzuela, quien ha sido el 
pionero en esta materia a nivel nacional, señala que 
el derecho parlamentario, en sentido estricto, puede 
ser definido como el conjunto de normas con que 
son regidas las actividades internas de las asam-
bleas legislativas de los Estados, en lo referente a 
su organización, funcionamiento, facultades, de-
beres, privilegios para sus miembros y relaciones 
entre otros grupos políticos que lo integran. Este 
concepto corresponde con el parlamento en el que 
las tareas legislativas son las más importantes (Va-
lenzuela, 2000).

Por su parte, Silvano Tosi señala que el derecho 
parlamentario en sentido restringido es el estudio 
del conjunto de relaciones político-jurídicas que se 
desarrollan al interior de las asambleas y, más pre-
cisamente, como aquella parte del derecho consti-
tucional que se refiere a la organización interna y al 
funcionamiento del parlamento.

Ahora bien, en principio debemos tener presente 
que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (México, 2014), en sus artículos 39 y 41, 
establece entre otras cosas que la soberanía nacio-
nal reside esencial y originariamente en el pueblo, 
quien a su vez ejerce su soberanía por medio de los 
Poderes de la Unión, para lo cual la renovación de 
los poderes legislativo y ejecutivo se realizará me-
diante elecciones libres, auténticas y periódicas. 

Es decir, ante la imposibilidad de que todos los 
ciudadanos mexicanos se reúnan para elaborar 
leyes que afecten a toda la población o tomen de-
cisiones para conducir los asuntos públicos, la re-
presentación popular recae en los integrantes de los 
poderes ejecutivo y legislativo.

Así pues, el ciclo representativo en la actualidad 
se forma en virtud del derecho que tienen los parti-
dos políticos y los ciudadanos de manera indepen-
diente de solicitar el registro de candidatos ante la 
autoridad electoral.

Ahora bien, los partidos políticos como sujetos 
políticos son entes de interés público cuyas funcio-
nes son las de promover la participación del pueblo 
en la vida democrática, contribuir a la integración 
de la representación nacional y de organizaciones 
de ciudadanos, así como hacer posible el acceso de 
éstos al ejercicio del poder público.

Por lo tanto, en el pensamiento filosófico de la 
antigüedad Sócrates y Platón planteaban que la 
democracia resultaría una forma de gobierno en-
cantador, puesto que éste implicaría que todos los 
hombres y mujeres fueran libres e iguales, además 
de que el poder estaría en manos de los pobres y no 
de los ricos.

Concepto de “partido de oposición”

El termino oposición se refiere al disenso, con un 
movimiento contrario a un poder establecido o 
institucionalizado, de tal manera que la oposición 
cumple funciones de control, limitación y, even-
tualmente, sustitución de los poderes constituidos 
de una sociedad, principalmente dentro del marco 
de las asambleas legislativas (Fierro, La Oposición 
Política en México, 1991). 

Así mismo, hay quienes señalan que la oposición 
política se define como alternativa y como fuerza 
contraria al proyecto dominante (otros, 1994), de tal 
modo que en la oposición –al estar en desacuerdo 
con el proyecto dominante– se plantea propuestas 
y actos en términos de una fuerza cuyo antagonis-
mo se expresa en contra de las políticas del régimen 
y de la institucionalización en forma de partidos, y 
llega incluso a la actividad subversiva.

Por otra parte, también se conoce como oposición 
a los partidos, cuerpos legislativos o cuerpos delibe-
rantes que habitualmente impugnan las actuaciones 
del gobierno. La oposición, por lo tanto, es el sector 
adverso al poder establecido o dominante.

Conforme a lo anterior podemos señalar que un 
partido de oposición es aquel grupo político me-
diante el cual se ejerce control, limitación o que bien 
implica una alternativa o fuerza contraria al partido 
o fuerza política dominante.

Origen de los partidos de oposición en México

Al respecto, Héctor Fix Fierro refiere que la oposi-
ción en nuestro país ha significado, por la historia y 
naturaleza del sistema político, estar en contra del 
gobierno.

Así pues, los partidos de oposición en México 
surgen a raíz de la disconformidad política, la cual 
se vincula directa o indirectamente, y cada vez en 
mayor grado al naciente sistema de partidos.

Por lo que un momento histórico es cuando por 
voluntad del régimen se da oportunidad de partici-
pación a otros grupos políticos, de tal manera que 
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hay pluralidad de partidos, los que tienen participa-
ción en la toma de decisiones dentro del gobierno.

Participación de los partidos de oposición 
en las elecciones electorales del país

El papel que juegan los partidos de oposición en los 
procesos electorales del país radica principalmente 
en buscar el voto de los electores a su favor, de tal 
modo que resulten ser una alternativa para los ciu-
dadanos.

Así las cosas, ante el desprestigio social de que 
gozan los partidos, una de las principales funciones 
de los partidos de oposición, en época de elecciones, 
es buscar la identificación con las grandes franjas 
de electores. Lo anterior tiene como propósito la de-
fensa del voto, como respuesta al descontento que 
tienen los ciudadanos con el partido dominante.

De tal manera que algunos partidos de oposición 
han utilizado como opción la unión con otros par-
tidos políticos, con el fin de defender el voto o para 
postular candidatos comunes, lo que no garantiza la 
suma o multiplicación de los votos, puesto que los 
ciudadanos lo ven como la pérdida del perfil ideo-
lógico.

De igual manera, los partidos de oposición du-
rante los periodos electorales luchan por igualdad 
de oportunidades en la competencia, puesto que 
consideran que se les trata en condiciones de des-
igualdad, puesto que no se les otorga financiamien-
to de manera equitativa, o el acceso a los medios de 
comunicación para dar a conocer sus propuestas es 
desproporcional.

Papel que juegan los partidos de oposición 
en los órganos de representación popular

Con el transcurso de los años se ha logrado mayor 
presencia de los partidos de oposición en los ór-
ganos de representación popular; lo anterior pue-
de afirmarse debido a que desde las elecciones de 
1991 se pudo constatar un proceso con presencia y 
participación de la oposición, por lo que ha habido 
disminución de las llamadas elecciones sin opción. 

De igual modo, en una asamblea legislativa la 
oposición se logra con la existencia de los grupos 
parlamentarios, los que pueden hacer gestiones con 
otros grupos de menor, igual o mayor fuerza política 
para impugnar las actuaciones del gobierno o frenar 
propuestas de otros grupos parlamentarios, lo cual 
implica una ventaja con la que cuentan los partidos 

políticos como oposición.
Conforme a lo anterior podemos concluir que 

los partidos de oposición ya tienen mayor presencia 
en los órganos de representación popular, pues en 
el gobierno ya se da la alternancia e integración de 
órganos con diversos grupos o fracciones políticas.

Características de los grupos de oposición 
que pueden considerarse como ventajas en 
su participación dentro del ejercicio democrático

Recordemos que cuando hablamos de oposición nos 
referimos a aquel movimiento contrario al poder es-
tablecido o institucionalizado (Fierro, La Oposición 
Política en México, 1991); o bien, a la alternativa 
o fuerza contraria al proyecto dominante (otros, 
1994).

Ahora bien, la oposición se vincula directa o in-
directamente al sistema de partidos.

De tal manera que los partidos de oposición tie-
nen presencia en la vida democrática de un país, con 
el fin de poder acceder a los órganos de representa-
ción popular y en especial en las asambleas legisla-
tivas, con el objeto de ejercer una especie de control 
del partido dominante, así como para lograr gestio-
nes con otros grupos de menor, igual o mayor fuerza 
política para impugnar las actuaciones del gobierno 
o frenar propuestas de otros grupos parlamentarios.

Cabe señalar que desde que surgió el sistema 
de partidos éstos son considerados como un grupo 
organizado de personas con intereses, fines y opi-
niones políticas similares, y que buscan que sus 
candidatos resulten electos para ocupar los diversos 
cargos públicos por los que se compite; ello, con el 
fin de poder influir en la toma de decisiones de la 
política pública.

De igual manera, los partidos políticos han sido 
por décadas el vínculo por medio del cual el pueblo 
y el gobierno se han comunicado.

Ahora bien, en México se ha optado por una de-
mocracia representativa, por lo que en la búsqueda 
por garantizar un sistema de representación eficien-
te y democrática los partidos políticos y los candida-
tos son los actores que con el apoyo de los electores 
han desempeñado dicha función.

En este orden de ideas, al interior de las asam-
bleas legislativas del Estado mexicano se forman 
los grupos parlamentarios, los que en su carácter de 
oposición pueden hacer gestiones con otros grupos 
de menor, igual o mayor fuerza política para impug-
nar las actuaciones del gobierno o frenar propuestas 
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de otros grupos parlamentarios, ejerciendo enton-
ces su función de control como oposición.

Sin embargo, considero que si se lograra un ór-
gano legislativo sin grupos parlamentarios podría-
mos hablar de una institución que represente real-
mente los intereses de la ciudadanía y con lo cual 
se ejercería una función de control imparcial, o se 
lograría un consenso por mayoría en beneficio del 
pueblo y no de las ideologías políticas, hablando así 
de una oposición real y a los partidos políticos y a 
los candidatos independientes como alternativas u 
opciones para que los ciudadanos elijan al que con-
sideren que mejor los representará.

2. Disciplina parlamentaria

Abordar el tema de “disciplina parlamentaria” im-
plica referirse a diversos factores y conceptos que 
convergen para poder determinar el comporta-
miento individual y colectivo de los miembros de 
los partidos políticos que integran una asamblea 
parlamentaria. Entre dichos conceptos podemos 
encontrar los siguientes: cohesión, disciplina, uni-
dad, lealtad y coherencia.

Conforme a lo anterior, hay quienes señalan 
que hay una fuerte interrelación entre los concep-
tos “disciplina”, “cohesión” y “unidad”, puesto que 
son interdependientes, ya que la unidad es el resul-
tado de la cohesión y disciplina que mantienen los 
grupos parlamentarios; así pues, la cohesión es re-
sultado de los intereses comunes, y la disciplina es 
producto del control ejercido por los líderes sobre 
sus miembros.

Por su parte, la lealtad se refiere a un comporta-
miento que depende de las preferencias del indivi-
duo, y la coherencia, a diferencia de la lealtad, abor-
da el tema de las ideas compartidas y la postura de 
los miembros de un partido frente a ciertos temas o 
al programa de su partido.

En este sentido, existen diversas semejanzas y 
diferencias relacionadas con la disciplina parlamen-
taria que adoptan los grupos parlamentarios que in-
tegran la Cámara de Diputados del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, las cuales se 
establecen en los reglamentos de los distintos gru-
pos parlamentarios que conforman dicha asamblea.

En esta tesitura, de los reglamentos de cada uno 
de los grupos parlamentarios que conforman el 
Congreso de la Unión y, en específico, de la Cámara 
de Diputados, se puede observar que en principio 
se establece a quienes podrán integrar cada uno 

de los grupos parlamentarios, para lo cual se esta-
blece que sean integrantes de los mismos, además 
de los diputados afiliados a sus partidos políticos, 
los diputados que así lo soliciten aun cuando per-
tenecieran a otro partido; lo anterior da apertura a 
la relación entre distintos grupos parlamentarios; 
sin embargo, dichos grupos parlamentarios a fin de 
establecer ciertos factores de disciplina señalan que 
quienes integren el grupo deberán regirse con base 
en los documentos básicos, principios, plataforma 
electoral, reglamentos y lineamientos del grupo del 
cual formen parte.

Otro aspecto que resulta interesante es la orga-
nización en su funcionamiento, en la que su estruc-
tura se basa en los integrantes del grupo parlamen-
tario, y su dirigente, al que denominan coordinador 
del grupo parlamentario, los vicecoordinadores, así 
como sus órganos de administración.

Por otra parte, el Partido Verde Ecologista de Mé-
xico, en cuanto a su estructura, define de manera es-
pecífica cuáles serán las atribuciones de cada órgano 
integrante de su estructura como grupo parlamen-
tario, pues al igual que el Partido Encuentro Social, 
además de los integrantes del grupo parlamentario, 
del coordinador parlamentario y vicecoordinadores, 
cuenta con una coordinación y grupo de asesores, así 
como una coordinación de la sesión.

Ahora bien, en cuanto a los derechos y obligacio-
nes de los integrantes de los grupos parlamentarios 
de los dos partidos políticos en estudio, en los re-
glamentos de cada uno de los dos grupos parlamen-
tarios se establece, entre otras cosas, el que deben 
de cumplir con sus funciones como integrantes del 
pleno de la Legislatura, para lo cual tendrán dere-
cho de voz y voto.

Para el Partido Encuentro Social todos sus inte-
grantes participan en condiciones de igualdad, pero 
en caso de empate el coordinador parlamentario 
tendrá voto de calidad que definirá el sentido de la 
votación. Por su parte, el reglamento del grupo par-
lamentario del Partido Verde Ecologista de México 
prohíbe que algún integrante del grupo se exprese 
en nombre de éste a excepción del coordinador; lo 
anterior denota la importancia del liderazgo de par-
tido, como elemento de los factores partidistas de la 
disciplina parlamentaria, en tanto en uno como en 
otro grupo parlamentario se manifiesta la capacidad 
de control.

En esta tesitura tenemos que otro factor par-
tidista en la disciplina parlamentaria es el de la 
afinidad ideológica, de tal manera que los grupos 
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parlamentarios del Partido Encuentro Social y del 
Partido Verde Ecologista de México establecen en 
sus reglamentos de manera clara que sus integran-
tes deben garantizar que el ejercicio de las funciones 
y decisiones de las diputadas y diputados esté ape-
gado a los postulados, principios y plataforma elec-
toral que sostiene cada uno de los partidos políticos 
en comento.

De igual manera expresan que los integrantes de 
sus grupos parlamentarios deben servir, represen-
tar y defender con fidelidad, diligencia, imparciali-
dad, constancia y honradez los intereses tanto de la 
ciudadanía, de la nación y del partido político del 
cual forman parte.

Finalmente, en cuanto a los mecanismos de con-
trol de los integrantes de los grupos parlamentarios 
se tiene que, el Partido Verde Ecologista de México 
establece una serie de lineamientos para determi-
nar la actuación de los legisladores de dicho partido 
y los principios éticos demandados por la sociedad 
a un representante popular.

Así, ante el incumplimiento de alguna de las nor-
mas establecidas por el reglamento del grupo par-
lamentario en referencia y que implique faltas que 
atenten contra el prestigio y la autoridad del grupo 
parlamentario y, por ende, del propio diputado, se 
podrán imponer sanciones tales como: amonesta-
ción, extrañamiento, advertencia, sanción económi-
ca o hasta expulsión.

Por su parte, el Partido Encuentro Social cuenta 
con una Comisión de Vigilancia de la Administra-
ción y Transparencia, además de algunas medidas 
disciplinarias.

3. Conclusiones

Conforme a lo anterior podemos concluir que la dis-
ciplina parlamentaria debe estar encaminada hacia 
el comportamiento de los integrantes de los grupos 

parlamentarios, tanto en lo individual como en lo 
colectivo, de tal manera que confluyan los factores 
de la disciplina parlamentaria, los cuales como se 
señala en el capítulo primero del libro La discipli-
na parlamentaria en México, elaborado por la LVII 
Legislatura de la Cámara de Diputados y editado 
por la Universidad Nacional Autónoma de México, 
pueden versar sobre tres aspectos fundamentales: 
el primero se identifica con los factores estructura-
les compartidos por las instancias y actores políti-
cos que participan en el juego electoral; es decir, las 
reglas electorales y sus diferentes combinaciones, 
las reglas internas del Congreso y la capacidad de 
los liderazgos para prevenir las deficiencias electo-
rales; el segundo se refiere a las preferencias de los 
partidos con relación a su afinidad ideológica, con 
los lazos geográficos y clientelares, y con el liderazgo 
del partido en función de su nivel de recompensa y 
sanción para con sus legisladores.

Y el tercer aspecto se relaciona con la gobernabi-
lidad, en la que al tener multiplicidad de actores se 
requiere de un instrumento disciplinario que hagan 
posible las coaliciones, gestiones y/o negociaciones 
entre los distintos grupos parlamentarios existen-
tes, a fin de evitar gobiernos divididos.
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El tema electoral

Participación política de  
las mujeres en Michoacán 
durante el Proceso Electoral  
Ordinario Local 2017-2018
Por Araceli Gutiérrez Cortés

Resumen

La participación política de las mujeres 
se ha convertido en un tema de gran re-
levancia y se han maximizado los esfuer-
zos para lograrla a partir de la reforma 
de 2014. En Michoacán no se ha logra-
do la paridad, a pesar de la implemen-
tación precisa de los lineamientos que 
nos hemos dado para tal efecto. Pero el 
problema no son los registros paritarios 
en las elecciones estatales y municipales, 
el problema es que los partidos políticos 
no registran suficientes liderazgos feme-
ninos bien fortalecidos y empoderados, 
siguen registrando candidatas improvi-
sadas, lo que se refleja como resultado 
de la elección; todo lo anterior, aunado al 
contexto social y se inseguridad que pre-
valece en muchos municipios del Estado. 
Por cuanto ve a la participación de las 
mujeres indígenas, el panorama es aun 
mas desolador, ya que las autoridades 
electorales aun siguen en la disyuntiva 
de hasta donde exigir paridad sin trasto-
car el derecho a la libre determinación. 

Palabras clave: Mujer, indígenas, parti-
cipación, candidaturas, partidos políticos.

1. Introducción

En este modesto documento rea-
lizamos un análisis de los núme-
ros de participación política de 

las mujeres en el estado de Michoacán 
durante el Proceso Electoral Local Or-
dinario 2017-2018, en el cual vemos los 
registros de candidaturas de partidos po-
líticos, la participación de candidatas y 
candidatos independientes, así como de 
las candidaturas que se registraron para 
la reelección; de igual forma, se analizan 
los resultados de las elecciones, en cada 
uno de los rubros. 

Aunado a lo anterior, se analiza la 
participación política de las mujeres in-
dígenas en cinco consultas realizadas en 
distintos pueblos y comunidades indí-
genas de nuestro estado durante el año 
2018 y a partir de ello se realizan algunas 
reflexiones.

El objetivo fundamental de estas re-
flexiones es ubicar en la actualidad la si-
tuación político electoral de las mujeres 
indígenas y no indígenas a fin de actuar 
en consecuencia.

* Maestra en 
Gobierno y Asuntos 
Públicos; Maestra 
en Derecho Procesal 
Constitucional. 
Consejera 
Electoral del 
Instituto Electoral 
de Michoacán, 
donde funge como 
Presidenta de la 
Comisión Electoral 
para la Atención a 
Pueblos Indígenas y 
del Comité Editorial



28

2. Registro y resultados de participación de 
candidaturas postuladas por partidos políticos

2.1. Registro de candidaturas

Durante el Proceso Electoral Local Ordinario 2017-
2018 los partidos políticos tuvieron que acatar el 
cumplimiento irrestricto de los Lineamientos para 
el cumplimiento de la paridad de género aproba-
dos por el Consejo General del Instituto Electoral 
de Michoacán (IEM), en cumplimiento a lo dis-
puesto por el artículo 41 de la Constitución federal, 
por lo que se garantizó un registro de candidaturas 
paritario de 50 por ciento hombres y 50 por ciento 
mujeres, garantizándose así la paridad horizontal, 
vertical y transversal. En el caso que nos ocupa, tu-
vimos un registro de 269 candidatas encabezando 
planillas a presidencias municipales y 270 candida-
tos también encabezando planillas a presidencias 
municipales. 

Si nos damos cuenta, se trata de 539 candidatu-
ras, es decir, un número non; para tales casos, nues-
tros lineamientos establecen que preferentemente 
se favorezca a la mujer, esto significa que no es obli-
gatorio que sea mujer la que encabece los números 
nones, por lo que durante el análisis del preferen-
temente quedó un hombre, no obstante, podemos 
hablar de registro paritario (ver Gráfica 1).

En los registros de candidatos para diputados 
por partidos políticos en mayoría relativa fueron 
140 hombres y 150 mujeres, mientras que en repre-
sentación proporcional fueron 131 hombres y 133 
mujeres. En este caso sí hubo un registro mayor de 

mujeres que de hombres, como lo podemos ver en 
las gráficas 2 y 3.

2.2. Resultados de las elecciones

En cuanto al resultado de las elecciones, de 112 
ayuntamientos (son 113, pero Cherán se elige por 
usos y costumbres) ganaron 84 planillas encabeza-
das por hombres y sólo 24 por mujeres. Aquí resulta 
relevante hacer una primera reflexión: si habiendo 
garantizado candidatas registradas en los 112 ayun-
tamientos, y solamente ganaron 24, esto de inicio 
nos indica que no eran candidatas bien posiciona-
das, quizá por múltiples factores como bajo presu-
puesto, campañas deficientes, quizá algunas candi-
daturas improvisadas, entre otros. No obstante lo 
anterior, el avance fue importante con relación al 
Proceso Electoral de 2015, en el que solamente ga-
naron cuatro presidentas municipales de 112 ayun-
tamientos (ver Gráfica 4).

Ahora, en el Congreso del Estado, que se integra 
por 40 diputados, quedaron 24 hombres y 16 mu-
jeres; esto es, una mujer menos que el proceso de 
2015. Nosotros garantizamos registros paritarios, 
pero después de las elecciones no obtuvimos pari-
dad. Aunque hay que destacar que nos hizo falta im-
plementar alguna medida afirmativa, por ejemplo: 
el hecho de que las listas de representación propor-
cional fueran encabezadas por mujeres; de haberlo 
hecho así, hubiésemos tenido paridad en el Congre-
so del Estado (de todos los partidos solamente uno 
puso a la cabeza de sus listas de representación pro-
porcional a una mujer y no quedó). Ver la gráfica 5. 

Gráfica 1. Registro de planillas de partidos políticos  
encabezadas por mujeres y por hombres

Fuente: Elaboración propia.
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Gráfica 2. Registro de diputados de mayoría relativa registrados  
por partidos políticos encabezados por mujeres y por hombres

Gráfica 3. Registro de diputados de representación proporcional registrados  
por partidos políticos encabezados por mujeres y por hombres

Gráfica 4. Presidentes y presidentas que obtuvieron el triunfo en las elecciones  

Fuente: Elaboración propia.

Fuente: Elaboración propia.

Fuente: Elaboración propia.
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Gráfica 5. Diputados y diputadas que resultaron electos y electas   

3. Registro y resultados de participación  
de candidaturas independientes

3.1. Registro de candidaturas

Las candidaturas independientes solamente asumen 
la paridad vertical. De inicio recibimos 85 solicitu-
des de aspirantes a candidatos independientes, 56 
para ayuntamientos, de las cuales solamente cuatro 
eran de mujeres; y, recibimos 29 para diputados, de 
las cuales cinco eran de mujeres. Y este dato resulta 
interesante porque de 85 aspirantes a candidatos in-
dependientes sólo nueve eran de mujeres. 

Los lineamientos de paridad tienen como obje-
tivo la inclusión de la mujer porque, hasta antes de 
los lineamientos, los partidos políticos casi no in-
cluían mujeres, pero en las candidaturas indepen-
dientes la participación es libre; es decir, no están 

sujetas a ser reconocidas o aceptadas por un partido 
político o un grupo de poder, entonces este dato, 
aunado al resultado de la elección en el que de 112 
presidencias solamente 24 fueron ganadas por mu-
jeres, nos deja claro que aún prevalecen las condi-
ciones que generaron la obligación de la paridad, la 
participación de las mujeres no sólo tiene que ver 
con que los partidos las incluyan o no, sino con todo 
un contexto social, político, de oportunidades y de 
empoderamiento que definitivamente no se supera 
con la creación de una ley. 

Al final, de 85 aspirantes a presidencias munici-
pales 54 participaron en la jornada electoral para la 
integración de ayuntamientos, y de éstos solamente 
cuatro eran mujeres. En el caso de diputados que-
daron registrados 24 hombres y 2 mujeres. La vista 
de esta gráfica resulta verdaderamente lamentable 
(ver Gráficas 6 y 7).

Gráfica 6. Registro de candidaturas independientes para ayuntamiento

4

52

Fuente: Elaboración propia.

Fuente: Elaboración propia.
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Gráfica 8. Candidatos independientes electos encabezando planillas de ayuntamientos 

Gráfica 7. Registro de candidaturas independientes para diputados

3.2. Resultado de las elecciones 

Las candidaturas independientes ganaron tres 
ayuntamientos y ningún diputado. De los ayunta-

mientos ganados, uno es encabezado por una mujer 
(Peribán), que por cierto es una mujer de 28 años; 
tenía 27 cuando ganó la presidencia municipal (Ver 
la gráfica 8).

4. Registro y resultados de participación  
de candidaturas en busca de la reelección

En cuanto a los candidatos que se registraron para 
la reelección tuvimos un total de 44 aspirantes; 
concretamente fueron 27 candidatos a presiden-

cias municipales buscando reelección, de los cuales 
ninguno era mujer y 17 candidatos a reelección por 
regidurías, de los cuales cuatro eran mujeres. En 
las elecciones fueron reelectos 19 presidentes mu-
nicipales, dos regidores hombres y cuatro regidoras 
mujeres (ver Gráficas 9, 10 y 11).

Fuente: Elaboración propia.

Fuente: Elaboración propia.
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Gráfica 9. Candidatos registrados y electos para reelección  
encabezando planillas de ayuntamientos

Gráfica 10. Candidatos hombres registrados y electos para reelección en regidurías

Grafica 11. Candidatas mujeres registradas y electos para reelección en regidurías

Fuente: Elaboración propia.

Fuente: Elaboración propia.

Fuente: Elaboración propia.
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En el caso de diputados hubo ocho candidatos 
registrados para reelección, tres por representación 
proporcional y 5 por mayoría relativa; de este total 
fueron seis mujeres y dos hombres. En el resultado 

de la elección se reeligieron los tres diputados por 
mayoría relativa, y fueron dos hombres y una mujer 
(ver Gráficas 12 y 13). 

Grafica 12. Candidaturas registradas para reelegirse en diputaciones

Grafica 13. Diputaciones reelectas por mayoría relativa

En Michoacán no se alcanzó la paridad, ni en la 
integración del Congreso ni en el número de alcal-
días encabezadas por mujeres; tampoco hubo pari-
dad en candidaturas independientes; esto nos lleva 
a un gran reto para el próximo proceso electoral. Sin 
duda, debemos implementar acciones afirmativas 
que nos permitan garantizar un mayor posiciona-
miento de las mujeres.

5. Participación de las mujeres indígenas durante 
las consultas de 2018

En Michoacán tenemos un municipio que se rige por 
usos y costumbres, y ocho localidades que se rigen 

por este sistema y que administran sus recursos de 
manera directa. Derivado de ello, el IEM participa en 
tres tipos de consultas: para cambio de sistema nor-
mativo, para renovación de autoridades tradicionales 
y para determinar elementos cualitativos y cuantita-
tivos de la transferencia de recursos públicos y econó-
micos que corresponden a las comunidades. 

Durante 2018 tuvimos cinco consultas en Mi-
choacán, en Cherán, Santa Cruz Tanaco, Nahuat-
zen, Santa María Sevina y Arantepacua. En el caso 
de las dos consultas que se tuvieron para la renova-
ción de autoridades tuvimos mesas de trabajo con 
las comunidades y se les recomendó incluir por lo 
menos el 50 por ciento de mujeres en la composi-

Fuente: Elaboración propia.

Fuente: Elaboración propia.
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ción de sus Consejos Ciudadanos (que es la obliga-
ción del principio de paridad a que están sujetos los 
partidos políticos); la respuesta fue en sentido ne-
gativo, y es que cuando se habla de la exigencia de 
inclusión de las mujeres en la composición de auto-
ridades tradicionales en las comunidades indígenas 
es visto como una violación a los derechos de libre 
determinación y autonomía.

En ambos casos no fuimos insistentes porque 
ese tema evidentemente nos iba a llevar a romper 
el diálogo; sin embargo, sí se aclaró que si no se in-
cluían mujeres existía el riesgo de que la consulta 
fuera anulada.

Veamos ahora los resultados de estas consultas:

a) Cherán

En la elección de Cherán hubo una votación total 
de 3,017 ciudadanos, y participaron 1,614 mujeres 
y 1,403 hombres; es decir, votaron más mujeres 
que hombres. En contraste, en la composición del 
Consejo, de 12 integrantes, quedaron nueve hom-
bres y tres mujeres (ni siquiera eligieron una mujer 
por barrio, porque son cuatro barrios); el Consejo 
quedó igual que en la consulta de 2015 (9-3), y en 
la de 2012 eran 11 hombres y una mujer. Resulta 
interesante destacar que votaron más mujeres que 
hombres y resultaron electos más hombres que 
mujeres.

Participación en la consulta de Cherán Integración del  Consejo de Cherán

Fuente: Elaboración propia. Fuente: Elaboración propia.
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b) Santa Cruz Tanaco

En la tenencia de Santa Cruz Tanaco, pertenecien-
te al municipio de Cherán, de 505 participantes 257 
eran mujeres y 248 eran hombres; es decir, hubo más 

participación de las mujeres que de los hombres, y 
en la composición del Consejo, de 16 integrantes 12 
eran hombres y cuatro mujeres. Y aquí se repite el 
patrón, otra vez votan más mujeres que hombres y 
resultan electos más hombres que mujeres. 

Participación en la consulta  
de Santa Cruz Tanaco

Integración del Consejo  
de Santa Cruz Tanaco

c) Santa María Sevina

En Santa María Sevina se realizó una consulta a 
toda la comunidad para determinar si querían 
administrar sus recursos libremente, y de 1,268 

participantes 658 eran mujeres y 610 eran hom-
bres; es decir, nuevamente votan más mujeres que 
hombres. En Sevina actualmente hay un Consejo 
Comunal de 16 ciudadanos, todos hombres, no hay 
ninguna mujer.

Participación en la consulta  
de Santa María Sevina

Integración del Consejo  
de Santa María Sevina

Fuente: Elaboración propia. Fuente: Elaboración propia.

Fuente: Elaboración propia. Fuente: Elaboración propia.
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d) Arantepacua

En Arantepacua se llevó a cabo una consulta para 
definir los elementos cualitativos y cuantitativos 

para la transferencia de recursos públicos que co-
rresponden a la comunidad. Esta consulta se realizó 
únicamente al Consejo Comunal, integrado por 11 
ciudadanos, de los cuales sólo dos eran mujeres. 

Integración del Consejo Comunal de Arantepacua

e) Cabecera municipal de Nahuatzen

La última consulta que tuvimos fue en la cabecera 
municipal de Nahuatzen, donde los comuneros defi-

nieron si querían realizar un cambio de sistema nor-
mativo. De 2,511 participantes 1,357 eran mujeres y 
1,154 eran hombres; se repite la constante de que las 
mujeres participan más que los hombres.

Participación de hombres y mujeres en la consulta de la cabecera de Nahuatzen

Fuente: Elaboración propia.

Fuente: Elaboración propia.
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6. A manera de conclusión

El hecho de que haya una mayor participación de 
mujeres que de hombres no sólo se da en las comu-
nidades indígenas. Según datos oficiales publicados 
por el Instituto Nacional Electoral (INE), la parti-
cipación de las mujeres ha sido de alrededor ocho 
puntos porcentuales por encima de los hombres, en 
una tendencia que se mantiene desde 1994 en todas 
las elecciones federales1.

No conozco en Michoacán un caso de una mujer 
indígena que haya presentado un juicio ciudadano 
o algún medio de impugnación para exigir paridad 
en la integración de sus autoridades tradicionales. 
Casi todas las consultas se han impugnado y se han 
ido hasta la Sala Superior, y todas han sido confir-
madas, en ningún caso se ha analizado el tema de la 
paridad o la participación de la mujer indígena. El 
IEM ha tratado de dar impulso a la participación de 
las mujeres, pero al ser comunidades indígenas no 
podemos imponer criterios ni lineamientos.

Y es que las autoridades electorales seguimos en 
la disyuntiva de hasta dónde podemos presionar a 

1 Informe País sobre la Calidad de la Ciudadanía en México, 
Instituto Nacional Electoral y Colegio de México, segunda reim-
presión 2015, México, D.F., disponible en https://portalanterior.
ine.mx/archivos2/s/DECEYEC/EducacionCivica/Documento_
Principal_23Nov.pdf

las comunidades indígenas para cumplir con las exi-
gencias de nuestro sistema jurídico. 

De manera general, la participación de las muje-
res es más alta que la de los hombres, pero el acceso 
a los cargos es menor. Sin lugar a duda tendremos 
que implementar estrategias para capacitar a hom-
bres y mujeres, así como para empoderar a las mu-
jeres, para que puedan tener una participación mas 
plena, menos forzada. 

Fuentes de información

Acuerdo CG-45/2017 del Consejo General del Instituto 
Electoral de Michoacán, por el que se aprueban los 
Lineamientos para el cumplimiento del principio de 
paridad en la postulación de candidaturas de las 
fórmulas de diputados y de las planillas de ayunta-
mientos en el estado de Michoacán, para el Proceso 
Electoral Ordinario Local 2017-2018 y, en su caso, 
las elecciones extraordinarias que se deriven (26 de 
septiembre de 2017).

Archivos del Proceso Electoral 2017-2018 del Instituto 
Electoral de Michoacán, disponibles en http://www.
iem.org.mx/, consultados el 06 de abril de 2019

Informe País sobre la Calidad de la Ciudadanía en 
México, Instituto Nacional Electoral y Colegio 
de México, segunda reimpresión 2015, México, 
D.F., disponible enhttps://portalanterior.ine.mx/
archivos2/s/DECEYEC/EducacionCivica/Documen-
to_Principal_23Nov.pdf
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El tema electoral

Constitución y registro de  
los partidos políticos locales

Resumen

Diversos instrumentos internacionales 
y nacionales reconocen como derecho 
político el derecho de asociación, dentro 
del cual los ciudadanos pueden confor-
mar partidos políticos, ya sea en el ám-
bito nacional o en el ámbito local, para 
lo cual deben dar aviso de su intención 
al Instituto Nacional Electoral (INE) o 
a los Organismos Públicos Locales Elec-
torales (OPLE), según sea el caso y, de 
cumplir con los requisitos necesarios, 
puedan constituirse como una nueva 
fuerza política; asimismo, se tendrán en 
cuenta a aquellos partidos políticos que 
han perdido su registro como entes po-
líticos nacionales y buscan registrarse a 
nivel local para efecto de seguir contan-
do con una representación política.

Palabras clave: Democracia, Partidos 
políticos, Derechos políticos, Derecho de 
asociación, Aviso de intención.

1. Introducción

En México los institutos políticos 
que no obtengan el tres por cien-
to de la votación perderán su re-

gistro, pero cada seis años las organiza-
ciones ciudadanas pueden constituirse 
como partidos documentando que cuen-

tan con el 0.26 por ciento de afiliados 
respecto al padrón electoral, así como 
acreditando la celebración de sus asam-
bleas distritales en las que se determi-
narán sus estatutos y reglas internas de 
acuerdo con su ideología.

2. Democracia 

Es importante señalar que no existe una 
definición aceptada totalmente de “de-
mocracia”, esto es así ya que su definición 
depende del contexto temporal, socio-
económico y en atención a las prácticas 
políticas de cada comunidad, lo que oca-
siona que sea un poco complejo tener un 
solo criterio al respecto, pero se puede 
afirmar que la democracia moderna o re-
presentativa posee una serie de elemen-
tos mínimos para ser considerada como 
tal, el primero de ellos es el fomento al 
pluralismo, el segundo se relaciona con 
la competencia y el tercero tiene que ver 
con la selección de los gobernantes me-
diante elecciones respetando el principio 
de mayoría1. 

De acuerdo con Schmitter y Karl exis-
ten varias normas específicas para que 
la democracia prospere: la toma deci-

1 Schmitter, Philippe y Karl Terry, ¿Qué es qué 
y no es la democracia?, “Journal of Democracy”, 
vol. 2, núm. 3, 1991, pp. 75-88.
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siones vinculantes al conjunto de la sociedad está 
legalmente conferida a los cargos públicos elegidos; 
los cargos públicos elegidos lo son en elecciones en 
las que a partir de una determinada edad todos los 
miembros de la sociedad tienen derecho a votar y a 
concurrir como candidatos, excepto quienes concu-
rran en alguna causa probada de ilegibilidad; los ciu-
dadanos tienen derecho a expresarse políticamente 
sin riesgo a ser penalizados por ello; los ciudadanos 
tienen derecho a buscar fuentes alternativas de in-
formación; y, los ciudadanos tienen derecho a for-
mar asociaciones u organizaciones políticas.2

En ese contexto se tiene que los ciudadanos tie-
nen derecho a formar asociaciones u organizacio-
nes, incluidos partidos políticos y grupos de interés 
en atención a sus intereses particulares o generales 
que se persigan; en ese sentido hay que considerar 
que los elementos mínimos con los que debe contar 
una democracia son el respeto a los derechos po-
líticos, control de decisiones, elecciones periódicas, 
libertad, igualdad, independencia, imparcialidad y 
certeza, derecho a la información y expresión, así 
como el derecho al voto activo y pasivo.

Es así como, para que una democracia pueda 
desarrollarse plenamente y ofrecer a las perso-
nas garantías para el ejercicio de sus derechos de 
autodeterminación, se necesita la igualdad formal, 
en el entendido de que todas las personas son jurí-
dicamente iguales. Sin embargo, también existe la 
igualdad sustantiva, que se refiere a la obligación de 
un gobierno democrático de implementar medidas 
para que las necesidades básicas de un ciudadano 
sean satisfechas, cuando menos en la medida en 
que su satisfacción es necesaria para que los ciuda-
danos entiendan y puedan ejercer fructíferamente 
esos derechos y esas libertades (fundamentales)3.

Por ello la democracia debe proteger y promover 
los derechos individuales, para garantizar la igual-
dad sustantiva.

Asimismo, la representación política es un requi-
sito indispensable de las democracias modernas, en 
las que se busca construir una ciudadanía incluyen-
te, para garantizar el desarrollo y participación polí-
tica de todos en condiciones de igualdad.

La representación política es fundamental en las 
democracias modernas y un Estado democrático 
debe garantizar que las elecciones sean libres, au-

2 Ídem.

3 Rawls, John, El liberalismo político, p. 1.

ténticas, periódicas, competitivas, plurales y univer-
sales.

3. Derechos políticos

En el contexto de la democracia, la cual permite el 
desarrollo de elecciones para efecto de elegir a los 
representantes populares, así como para llevar a 
cabo la toma de decisiones, es muy importante la 
protección de los derechos políticos, que permiten 
la auténtica participación de las personas en una 
comunidad política.

Los derechos del ciudadano surgieron para limi-
tar el poder político, para contrarrestar los abusos, 
arbitrariedades y el despotismo de los gobernantes 
y así permitir a los ciudadanos participar en la vida 
política de un país afianzando la voluntad popular; 
desde 1948 los han reconocido la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos, la Declaración Ame-
ricana de los Derechos y Deberes del Hombre, el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
y la Convención Americana de Derechos Humanos.

Entre los derechos políticos encontramos el 
derecho a la libertad de expresión, de reunión, de 
organización y el derecho a votar y a ser votado, te-
niendo al sufragio como el principio básico de un 
Estado democrático, de ahí que el voto tenga como 
principal función la de ser el medio por el que se 
hace efectiva la representación política.4 

Es así como el sufragio se divide en dos concep-
tos interrelacionados: el voto activo, que es el de-
recho a elegir, y el voto pasivo, que es el derecho a 
postularse en una elección y a ser elegido.5

Sin embargo, hay que resaltar que los partidos 
no deben ser los únicos instrumentos de participa-
ción política de los ciudadanos, ya que el monopolio 
de los partidos para la presentación de candidatu-
ras supone una gran limitación del derecho de su-
fragio pasivo para los ciudadanos, y así se fractura 
por completo el principio de igualdad. De ahí que la 
figura de las candidaturas independientes permite 
que los ciudadanos ejerzan el derecho humano a ser 
votado de manera más completa, maximizando los 
derechos políticos de los ciudadanos, por lo que de 
no existir éstas se estaría limitando indebidamente 

4 Aragón, Manuel, Democracia y representación. Dimensiones 
subjetiva y objetiva del derecho al sufragio, p. 8.

5 Hernández Olmos, Mariana, La importancia de las candidatu-
ras independientes, p. 18.
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el derecho al sufragio pasivo.

4. Marco normativo

Respecto a la regulación supranacional, nacional y 
local de los derechos políticos, entre ellos el dere-
cho de asociarse con el fin de conformar un nuevo 
partido político, podemos destacar los siguientes 
cuerpos normativos: Convención Americana sobre 
Derechos Humanos; Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre; Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos; Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; Ley General 
de Partidos Políticos; Constitución Política del Esta-
do Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, así 
como el Código Electoral del Estado de Michoacán.

Es así como a fin de atender puntualmente cada 
uno de los preceptos convencionales, constitucio-
nales y legales, aplicables al presente caso, resulta 
preciso establecer el marco normativo que lo rigen: 
los diversos preceptos convencionales, constitu-
cionales y legales reconocen la igualdad y no dis-
criminación de todos los ciudadanos, así como el 
derecho de asociación, a participar en la dirección 
de los asuntos públicos, directamente o por medio 
de representantes libremente elegidos; a votar y ser 
elegidos en elecciones periódicas, auténticas, reali-
zadas por sufragio universal e igual y por voto secre-
to que garantice la libre expresión de la voluntad de 
los electores; y, a tener acceso, en condiciones gene-
rales de igualdad a las funciones públicas de su país.

5. Registro de un partido político a nivel local

La Ley General de Partidos Políticos es el dispositi-
vo legal que se encarga de regular el procedimiento 
para la constitución y registro de un partido político 
local. En ese mismo sentido señala que la organi-
zación de ciudadanos que pretenda constituirse en 
partido político local para obtener su registro ante 
el OPLE deberá informar tal propósito a la autori-
dad que corresponda en el mes de enero del año si-
guiente al de la elección de gobernador; actualmen-
te dicho plazo feneció en el mes de enero de 2016, 
toda vez que la jornada electoral pasada en la que 
se eligió al gobernador del estado de Michoacán se 
llevó a cabo el 7 de junio del 2015. 

En los casos en que un partido político haya per-
dido su registro a nivel nacional y realice la solicitud 
para constituirse como partido político local deberá 
cumplir con lo establecido en el artículo 95, párrafo 

5, de la Ley de Partidos Políticos y 5 de los Linea-
mientos para el Ejercicio del Derecho que Tienen 
los Otrora Partidos Políticos Nacionales para Optar 
por el Registro como Partido Político Local, respec-
to a postular candidatos propios en al menos el 50 
por ciento de los distritos electorales y municipios 
de la entidad federativa de que se trate, así como 
obtener al menos el tres por ciento de la votación 
válida emitida en la elección de ayuntamientos o de 
diputados en el último proceso electoral.

Las organizaciones que pretendan constituirse 
como instituto político local deberán reunir diver-
sos requisitos como celebrar, por lo menos en dos 
terceras partes de los distritos electorales locales, o 
bien, de los municipios, una asamblea con la pre-
sencia de al menos el 0.26% del padrón electoral 
del distrito, municipio o demarcación; celebrar una 
asamblea local constitutiva donde sus delegados 
aprueben la declaración de principios, programa de 
acción y estatutos, tal como lo contemplan los artí-
culos 13 y 14 de la Ley General de Partidos Políticos.

Una vez realizadas dichas asambleas, en el mes 
de enero del año anterior al de la siguiente elección 
deberá presentar ante el OPLE la solicitud de regis-
tro como partido político local, acompañándola de 
la declaración de principios, el programa de acción 
y los estatutos aprobados por sus afiliados; las lis-
tas nominales de afiliados por distritos electorales o 
municipios; y, las actas de las asambleas celebradas 
en los distritos electorales o municipales, y de la de 
su asamblea local constitutiva.

Finalmente, el OPLE conocerá de la solicitud de 
los ciudadanos interesados en conformar un nuevo 
partido político local, examinará los documentos 
de la solicitud de registro con el fin de verificar los 
requisitos con relación al procedimiento de cons-
titución, debiendo notificar al INE, para que dicha 
instancia nacional lleve a cabo la verificación del 
número de afiliados y la autenticidad de las afilia-
ciones.

Es muy importante señalar que ante cualquier 
solicitud de constitución y registro de un nuevo par-
tido político local, respecto al derecho de asociación 
que tienen los ciudadanos, los órganos electorales 
se deben apegar a las disposiciones constitucionales 
y convencionales aplicables a la materia, así como 
a las disposiciones legales y reglamentarias aplica-
bles, atendiendo al principio de legalidad y sin de-
jarse influenciar por ningún ente ajeno al procedi-
miento de constitución y registro respectivo.
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6. Avisos de intención de constituir nuevos 
partidos políticos locales presentadas ante el 
Instituto Electoral de Michoacán en el 2019

Durante el mes de enero de la presente anualidad, el 
Instituto Electoral de Michoacán (IEM) recibió tres 
avisos de intención para conformar un nuevo parti-
do político local, a saber:

1.	 El 28 de enero de la presente anualidad los 
actores presentaron, ante el IEM, un escrito a 
través del cual manifestaron su intención de 
obtener el registro para constituir el partido 
político Movimiento Michoacano.

2.	 El 31 de enero de 2019 se presentó ante el 
IEM el escrito a través del cual dieron aviso 
formal de su intención de constituir un parti-
do político estatal.

3.	 El 31 de enero del año en curso se recibió en 
el IEM el escrito mediante el cual manifestó 
la intención de registrar al Partido Encuentro 
Social como ente local.

Al analizar los avisos de intención y la documen-
tación respectiva, el IEM determinó que dichas so-
licitudes resultaban improcedentes,6 en el caso de 
las solicitudes señaladas con los numerales 1 y 2 
que anteceden, debido a que, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 11, numeral 1, de la Ley 
General de Partidos Políticos, el plazo en que los in-
teresados deben informar al OPLE la intención de 
constituir un partido político local feneció en el mes 
de enero de 2016, o bien, a futuro podrían presentar 
dicha solicitud en el mes de enero de 2022, anuali-
dad en que se llevaran a cabo los comicios en los que 
se renovará el Poder Ejecutivo Estatal.

Es decir, se incumplió el requisito del plazo en 
que debe informarse al IEM la intención de cons-
tituir un partido político local, de conformidad con 
el artículo 11 de la Ley General de Partidos Políti-
cos, toda vez que la misma deberá presentarse en el 
año siguiente al de la elección de gobernador, esto 
es, cada seis años, situación que no se actualiza en 
el presente caso, dado que en el 2018 únicamente 
se celebraron elecciones intermedias, es decir, para 
elegir diputados e integrantes de los ayuntamientos, 
por lo que no podría ser aceptado dicho aviso de in-
tención por el organismo electoral del estado.

6 Acuerdos IEM-CG-11/2019 e IEM-CG-12/2019, respectiva-
mente.

Por lo que ve al aviso de intención referido con 
el número tres que antecede, también se tuvo por 
improcedente7 al haber sido presentado fuera del 
plazo legal, de conformidad con el precepto referido 
en el párrafo que antecede, dado que para el caso de 
los partidos políticos que pierden su registro nacio-
nal y pretenden registrarse como ente político local 
deben observar, además, los citados lineamientos 
para el ejercicio del derecho que tienen los otrora 
partidos políticos nacionales para optar por el re-
gistro como partido político local, los cuales en su 
artículo 5, con relación al artículo 95, párrafo 5, de 
la Ley General de Partidos Políticos, establecen que 
la solicitud de registro respectiva deberá presentar-
se dentro del plazo de diez días contados a partir 
de que quede firme la declaratoria de pérdida de 
registro emitida por el Consejo General del IEM.

Estas circunstancias no se actualizaron en el re-
ferido asunto, ya que al momento de que el IEM re-
solvió sobre la referida solicitud aún se encontraba 
en trámite del medio de impugnación presentado en 
contra del dictamen INE/CG1302/2018 por el que 
se emitió la declaratoria respectiva, es decir, aún no 
recaía sentencia al recurso presentado ante el Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
por lo que no se estaba en el momento oportuno 
para que le fuera concedido el registro solicitado.

7. Impugnación contra los acuerdos por los que 
se determinó la improcedencia de los avisos 
de intención presentados

Inconformes con la determinación emitida por el 
IEM, mediante los acuerdos IEM-CG-11/2019 e 
IEM-CG-12/2019, respectivamente, se presentaron 
juicios para la protección de los derechos políticos 
del ciudadano ante el Tribunal Electoral del Estado 
de Michoacán (TEEM), los cuales fueron radicados 
por dicho órgano jurisdiccional con clave TEEM-
JDC-016/2019 y TEEM-JDC-018/2019, respectiva-
mente.

El 3 de mayo de 2019 el referido órgano juris-
diccional local resolvió los medios de impugnación 
en el sentido de confirmar los acuerdos emitidos 
por el IEM, dado que lo establecido en el artículo 11, 
numeral 1, de la Ley General de Partidos Políticos, 
se considera como una medida razonable, legítima, 
objetiva y que no constituye una carga extraordi-

7 Acuerdo IEM-CG-13/2019.
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naria el que deba presentarse el aviso en el mes de 
enero del año siguiente a la elección de gobernador, 
en analogía a lo establecido por la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción en la sentencia SUP-JDC-5/2019.

8. Solicitud del registro del Partido Encuentro 
Social como ente local

El INE emitió el dictamen INE/CG1302/2018 por el 
que se determinó la declaratoria de la pérdida del re-
gistro del Partido Encuentro Social a nivel nacional; 
inconforme con dicha resolución, el partido político 
presentó medio de impugnación ante el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, mis-
mo que fue radicado con clave SUP-RAP-383/2018 
y resuelto por la Sala Superior de dicho órgano ju-
risdiccional el 20 de marzo de 2019 en el sentido de 
confirmar el referido dictamen.

A partir del 20 de marzo fue que quedó firme el 
dictamen emitido por el INE, lo que dio inicio al 

término para que el otrora Partido Encuentro So-
cial presentara su solicitud para registrarse a nivel 
local, de conformidad con el artículo 5 de los Linea-
mientos para el Ejercicio del Derecho que Tienen 
los Otrora Partidos Políticos Nacionales para Optar 
por el Registro como Partido Político Local, con re-
lación al artículo 95, párrafo 5, de la Ley General de 
Partidos Políticos, que establecen que la solicitud 
de registro respectiva deberá presentarse dentro del 
plazo de diez días contados a partir de que quede 
firme la declaratoria de pérdida de registro emitida 
por el Consejo General del INE.

El 3 de abril del año en curso se presentó en el 
IEM el escrito mediante el cual el coordinador jurí-
dico del Comité Directivo Nacional y el presidente 
estatal del otrora partido político nacional Encuen-
tro Social solicitaron el registro como partido polí-
tico local.

Dicha solicitud fue presentada en el momen-
to legal oportuno; no obstante, para efecto de que 
procediera se tenía que verificar el cumplimiento de 
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los demás supuestos establecidos en los preceptos 
previamente citados, que refieren que para poder 
ser registrados como partidos políticos locales de-
bieron haber postulado candidatos propios en al 
menos el 50 por ciento de los distritos electorales 
y municipios de la entidad federativa de que se tra-
te, así como el haber obtenido al menos el tres por 
ciento de la votación válida emitida en la elección 
de ayuntamientos o de diputados en el último pro-
ceso electoral.

Esta situación no aconteció en el caso en concre-
to, ya que como se estableció en el acuerdo IEM-
CG-17/2019 emitido por el Consejo General dicha 
solicitud resultó improcedente, ya que si bien es 
cierto que dicho partido político cumplió con el 
porcentaje mínimo de votación válida emitida en 
la elección de ayuntamientos, así como en la pos-
tulación de candidatos propios en la elección de di-
putados, donde postuló candidatos en 22 de los 24 
distritos (91.66 por ciento), no fue así en la postula-
ción de candidatos propios en la elección de ayunta-
mientos, debido a que postuló 27 de 112 municipios 
(24.10 por ciento). 

Tal criterio fue tomado en concordancia con 
lo establecido por la Sala Monterrey del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, en las 
sentencias SM-JRC-4/2019 y SM-JRC-5/2019, en 
las que se determinó la obligación de postular un 
número determinado de candidaturas propias tanto 
para el caso de diputaciones como de ayuntamien-
tos, y en la que se advirtió que la postulación de un 
número de candidaturas es un requisito que debe 
observarse de forma conjunta, no opcional, esto al 
estar unidos por la conjunción copulativa “y”; es de-
cir, no se podría hacer una valoración sobre la pos-
tulación de candidaturas para un solo tipo de cargos, 
ya que de ser así, contrariamente, el legislador hu-
biere dado dicha opción a través de la conjunción 
disyuntiva “o”, el cual de conformidad a su sentido 
gramatical denota la posibilidad de elegir alguna de 
las opción posibles. 

9. Conclusión 

En el caso de que un partido político que haya per-
dido su registro a nivel nacional y realice la solicitud 
para constituirse como partido político local debe 
cumplir con lo establecido en el artículo 95, párrafo 
5 de la Ley de Partidos Políticos y 5 de los Linea-
mientos para el Ejercicio del Derecho que Tienen 

los Otrora Partidos Políticos Nacionales para Optar 
por el Registro como Partido Político Local, res-
pecto a haber postulado candidatos propios en al 
menos el 50 por ciento de los distritos electorales 
y municipios, así como el haber obtenido al menos 
el tres por ciento de la votación válida emitida en 
la elección de ayuntamientos o de diputados en el 
último proceso electoral.

Este esquema da pauta a la pluralidad, ya que 
incentiva la libertad de organización en aras de ejer-
cer los derechos políticos desde la perspectiva social.

A través de la representación política se han creado 
las democracias modernas, donde existe una ciuda-
danía incluyente, con participación política en igual-
dad donde se garantizan elecciones libres, auténticas, 
periódicas, competitivas, plurales y universales.
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Resumen

Cada vez se han tomado diversas me-
didas por parte de las autoridades, así 
como de la sociedad, para hacer más ac-
cesible a la ciudadanía el ejercicio de sus 
derechos político-electorales, colocando 
a la mujer en un plano de igualdad en el 
contexto de conocer sus derechos, ejerci-
tarlos y protegerlos. Existen disposicio-
nes y normativas que permiten y exigen 
a la ciudadanía garantizar los derechos 
de las mujeres en los procesos internos 
de los partidos políticos para la postula-
ción de las candidaturas, en las renova-
ciones de los órganos de dirección y en el 
ejercicio pleno de sus funciones cuando 
han sido electas, por citar solo algunos 
ejemplos.

Sin embargo, no podemos soslayar 
que en el tema punitivo o sancionador 
nos hemos quedado retrasados. La dis-
tancia es muy grande entre las acciones 
afirmativas y protectoras de los derechos 
político-electorales de las mujeres y las 
medidas punitivas y sancionadoras, y 
aun en contra de los actos que perjudi-
can a las mujeres y limitan el ejercicio 
de sus prerrogativas. Es precisamente en 
este rubro que el presente ensayo busca 

reflexionar, para incorporar en nuestro 
derecho mexicano las medidas necesa-
rias que garanticen los logros obtenidos 
en el campo de las mujeres, así como se 
sancione de manera puntual a quienes 
infringen la norma. 

Palabras clave. Derechos político-
electorales de la mujer, medidas de pre-
vención, sanciones y reforma electoral.

1. Introducción

A partir de las recientes reformas 
en materia político electoral1 en 
México es posible advertir que se 

han tomado diversas medidas por parte 
de las autoridades –en conjunto con la 
sociedad– para hacer más accesible a la 
ciudadanía el ejercicio de sus derechos 

1 Reforma constitucional publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014. 
Derivado de ello con fundamento en los artículos 
73 y segundo transitorio se establecieron, diversas 
modificaciones y adiciones a las leyes generales, 
mismas que fueron adicionadas y publicadas el 23 
de mayo de 2014 con los siguientes nombres: Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales; Ley General de Partidos Políticos; y, Ley 
General en Materia de Delitos Electorales.
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político-electorales. Estos avances van desde am-
pliar la gama de los propios derechos hasta darles 
mayor difusión y generar fórmulas para su protec-
ción.

En este sentido, las prerrogativas para las mu-
jeres no son la excepción. Se ha avanzado a pasos 
gigantescos para colocar a la mujer en un plano de 
igualdad en el contexto de conocer sus derechos, 
ejercitarlos y protegerlos. Así, existen disposiciones 
y normativas que permiten y exigen a la ciudada-
nía –principalmente a los hombres– garantizar los 
derechos de las mujeres en los procesos internos 
de los partidos políticos para la postulación de las 
candidaturas, en las renovaciones de los órganos 
de dirección y en el ejercicio pleno de sus funcio-
nes cuando han sido electas, por citar solo algunos 
ejemplos.

El viaje emprendido sobre la creación y la pro-
tección de los derechos político-electorales de la 
mujer es una ruta que no tiene retorno; por el con-
trario, va dirigida a que cada día la brecha que se-
para sus derechos con los de los hombres se acorte 
cada vez más. No podemos ignorar que se han lo-
grado varias conquistas: obligar a que las mujeres 
sean postuladas en igualdad de circunstancias y al 
mismo número de espacios que los varones; que es-
tas postulaciones se hagan en los territorios gana-
dores, medios y perdedores por igual, y que ejerzan 
a plenitud las prerrogativas económicas en radio, 
televisión y demás que por derecho les corresponde. 
De este modo, cada vez las mujeres ocupan más es-
pacios públicos y se van incrustando poco a poco en 
los espacios que por tradición han sido reservados 
para los hombres en la toma de decisiones.

Sin embargo, no podemos soslayar que en el 
tema punitivo o sancionador nos hemos quedado 
retrasados. Si bien han surgido nuevos métodos 
para que las mujeres puedan ejercer a plenitud sus 
derechos, no se puede decir lo mismo respecto a las 
sanciones que se imponen a quienes infringen esos 
derechos y, mucho menos, sobre los responsables 
que por omisión, acción o consentimiento violan de 
manera sistemática e impiden el acceso pleno de las 
mujeres a estos derechos.

La distancia entre las acciones afirmativas y pro-
tectoras de los derechos político-electorales de las 
mujeres es muy grande frente a las medidas puniti-
vas y sancionadoras y aun en contra de los actos que 
perjudican a las mujeres y limitan el ejercicio de sus 
prerrogativas.

Es precisamente en este rubro que el presente 

ensayo busca reflexionar, para incorporar en nues-
tro Derecho mexicano las medidas necesarias que 
garanticen los logros obtenidos en el campo de las 
mujeres, así como se sancione de manera puntual a 
quienes infringen la norma. La idea que queremos 
plasmar en este trabajo es incorporar algunas ideas 
protectoras garanticen el equilibrio y armonicen el 
ejercicio de los derechos tanto de la mujer como del 
hombre en este terreno.

2. Propuesta en el sistema de nulidades

Dentro del tema de nulidades es importante men-
cionar que se deben tomar medidas claras y fuer-
tes para que una de las causales de invalidar una 
elección sea la acreditación de violaciones graves 
en perjuicio de los derechos político-electorales co-
metidos en contra de las mujeres, como se verá a 
continuación.

Dentro de dichas causales debemos considerar 
incorporar las siguientes:

•	 Cantidades iguales de espacios publi-
citarios en precampaña y campaña de 
mujeres y hombres. En los contenidos de 
precampañas y campañas es posible adver-
tir una desigualdad en cuanto a la cantidad y 
circunstancias propuestas de precandidatas y 
candidatas, privilegiando con ello las campa-
ñas de los hombres2. Es importante que dentro 
de las políticas de medición de los contenidos 
de las precampañas y campañas los órganos 
electorales puedan realizar un análisis acucio-
so al respecto, y de advertirse una violación 
grave se proceda en contra de la candidatura 
de que se trate y a la nulidad ante un eventual 
triunfo de un partido político o candidato.

•	 Contenido de precampaña y campaña 
igual respecto de temas sobre las muje-
res y los hombres. No es suficiente que se 
vigile la existencia de cantidades iguales res-

2 En el estado de Jalisco para el Proceso Electoral Local 2017-
2018 de la cobertura total en radio y televisión para la elección 
del Gobierno del Estado el 93% fue asignada al género masculi-
no y el 7% le fue asignada al género femenino; para la elección 
municipal, el 82% de la cobertura fue asignada al género mascu-
lino y el 18% al género femenino; por su parte, para la elección 
legislativa, el 54% de la cobertura total fue asignada al género 
masculino y el 46% al género femenino. 
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pecto a las pautas en precampaña y campaña 
para las candidatas y los candidatos; es impor-
tante verificar su contenido, derivado de que 
podemos enfrentarnos a que se dé el mismo 
acceso a los diferentes medios y prerrogati-
vas tanto a féminas como a varones; sin em-
bargo, se puede encontrar que los contenidos 
de esos espacios, pautas o derechos son no-
toriamente tendentes a invisibilizar a la mu-
jer3; es decir, que solo contengan propuestas 
masculinas, aun cuando se trate en espacios 
reservados para promover los derechos de las 
mujeres o evidenciar alguna propuesta en su 
beneficio. De ahí que otra propuesta necesa-
ria es que una causal de nulidad de la elección 
se dé cuando el contenido de los espacios de 
posicionamiento de la opinión pública a que 
tienen derecho las precandidatas y candidatas 
tenga un contenido menor al de los hombres, 
o que invisibilicen a la mujer.

•	 Elección que sea declarada nula y haya 
sido ganada por mujeres o ante la au-
sencia definitiva del ejercicio del cargo 

3 El estudio “Violencia política contra las mujeres y tratamiento 
de igualdad de género en los spots para los procesos electora-
les locales 2015-2016” analizó la estructura de 2,961 spots para 
identificar la presencia de lenguaje sexista y/o violencia política, 
o mensajes que reforzaran estereotipos de género. Los resultados 
arrojaron que 2.3% de los spots (69 spots) revelaron estereotipos 
de género posicionando a las mujeres en roles tradicionales. Es 
decir, como amas de casa, responsables del cuidado de las demás 
personas o víctimas que requieren de ayuda dada su situación de 
vulnerabilidad.

derivado de una elección. Uno de los as-
pectos más importantes por medio del cual no 
existe una verdadera paridad en el ejercicio del 
cargo entre mujeres y hombres se da porque 
en una elección declarada nula por parte de 
las autoridades jurisdiccionales, en la que se 
haya electo a una mujer, no se tiene el cuidado 
–por parte de la propia autoridad– de obligar 
a quienes compiten a que sean mujeres postu-
ladas para obtener el cargo, garantizando con 
ello la permanencia de una mujer en el ejerci-
cio del cargo público. En este sentido nuestra 
norma y el criterio jurisdiccional se quedan 
cortos, toda vez que sí obliga a quienes partici-
pan en la elección a sustituir candidatas o can-
didatos, respetando al mismo sexo en que fue-
ron postulados, pero en materia de nulidades 
tanto de los procesos de selección interna de 
candidatos o en las elecciones no se respeta el 
espacio que corresponde precisamente a una 
mujer. Un ejemplo claro lo tenemos en la elec-
ción de gobernador del estado de Puebla, en la 
que una mujer obtuvo el triunfo en la elección; 
sin embargo, ante su ausencia definitiva –una 
vez que tomó posesión del cargo– en la elec-
ción extraordinaria se postularon por parte de 
quienes participan en la misma a hombres4, 
generándose así condiciones desiguales y poco 
propicias para patentizar y garantizar que una 

4 Por parte de la Candidatura Común PAN-PRD-MC el can-
didato es Enrique Cárdenas Sánchez; por parte de la Coalición 
MORENA-PT-PVEM, el candidato el Luis Miguel Gerónimo 
Barbosa Huerta; y por el PRI el candidato es Alberto Jiménez 
Merino.
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mujer fuera quien continuara al frente del 
ejecutivo de dicha entidad. Este hecho queda 
más evidenciado cuando las autoridades juris-
diccionales declaran la nulidad de un proceso 
interno de partido político para elegir a can-
didatas y candidatos y no se tiene cuidado de 
ordenar en las sentencias que se respete el gé-
nero de la persona que haya obtenido el triun-
fo, o bien que se hagan los reacomodos en los 
bloques que permitan garantizar la paridad en 
las postulaciones, tanto de manera horizontal 
como vertical5.

3. Propuesta en el sistema de imposición 
de sanciones derivadas de faltas cometidas 
en perjuicio de la mujer que atentan a la 
potencialización de los derechos políticos 
electorales

En este caso es primordial advertir también que las 
autoridades tienen la obligación de que al imponer 
sanciones estas vayan dirigidas efectivamente a cas-
tigar de manera ejemplar las conductas que menos-

5 El artículo 41 Constitucional establece que los partidos polí-
ticos deberán postular paritariamente sus candidaturas para los 
Congresos Federales y locales. Por su parte en el Código Electo-
ral del Estado de Michoacán el artículo 87, inciso q), establece la 
obligación de los partidos políticos de garantizar la equidad y la 
paridad de los géneros en las candidaturas a cargos de elección 
popular. Además, los Lineamientos para el cumplimiento del 
principio de paridad de género, emitido por el Consejo General 
del Instituto Electoral de Michoacán, mediante Acuerdo no. CG-
45/2017, en su artículo 5 se establece que en todos los registros 
de candidaturas se observará la paridad horizontal, vertical y 
transversal. 

caben y limiten el ejercicio pleno de los derechos 
político-electorales. Lo anterior, con la finalidad de 
que la falta no solo sancione la infracción, sino que 
prevenga a la sociedad para que no se vea afectada 
ante la eventual intención del infractor por partici-
par en un ejercicio para obtener un cargo público y 
que ponga en peligro inminente a la ciudadanía.

Debemos resaltar que se debe dotar a las autori-
dades la posibilidad de imponer que las sanciones 
que señalen en sus resoluciones tengan efectos de-
clarativos, también en cuanto al impedimento de 
contender por un cargo público, cuando de la comi-
sión de la falta quede evidenciada alguna violación 
en perjuicio de la mujer que –ante la eventualidad 
de ocupar un cargo público– se advierta un riesgo 
inminente de potenciar más la transgresión a los 
derechos de las mujeres.

Uno de los principales problemas que enfrentan 
las autoridades electorales es que tienen que otor-
gar el registro a candidatas o candidatos aun cuan-
do quede demostrado que perjudicaron de distintas 
maneras los derechos de las mujeres, al existir sen-
tencia por parte de autoridad, pero existiendo omi-
sión declarativa de la resolución al respecto.

Por ello, hacemos las siguientes consideraciones:

•	 Prohibición de participar en dos proce-
sos electorales a las personas que hayan 
sido condenadas por delitos que se rela-
cionen con violencia de género. Esto es: 
que las personas que hayan sido condenadas 
mediante sentencia por haber cometido algún 
delito que violente a la mujer o a la familia les 
sea impuesta como sanción la prohibición de 
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participar en, por lo menos, dos procesos elec-
torales, y que esta prohibición pueda escalar 
más conforme la gravedad de la falta.

•	 Prohibición a las personas que hayan 
sido condenadas por la comisión de 
una falta en la que haya quedado evi-
denciada la transgresión del ejercicio 
de los derechos político-electorales de 
la mujer6. Esto es: cuando haya sido sancio-
nada de manera administrativa una persona 
por la comisión de alguna falta que haya me-
noscabado o limitado el pleno ejercicio de los 
derechos político-electorales de una mujer, la 
sanción que se le imponga sea también la pro-
hibición de participar en dos o más procesos 
electorales, según la gravedad de la falta.

4. Conclusiones

El notable incremento de las mujeres en los cargos 
de elección en el último lustro fue producto de la 
adopción del principio de paridad constitucional 
aprobada en la reforma del 2014, así como de las ac-
ciones llevadas a cabo por las instituciones en el ám-
bito de su competencia. Una de ellas –por parte de 
los Organismos Públicos Locales Electorales– fue la 
emisión de los lineamientos para el cumplimiento 
del principio de paridad de género en la postulación 
de las candidaturas.

Sin embargo, con el fin de obtener mejores resul-
tados de igualdad entre mujeres y hombres, tenien-
do en cuenta las propuestas plasmadas en el presente 
ensayo, las autoridades en el ámbito de su compe-
tencia pueden aumentar esfuerzos para implementar 
medidas de prevención, protección y castigo cuando 
sea necesario, tales como anular una elección o, en su 
caso, prohibir el registro contra la persona que come-
te violencia política de género, además de reforzar las 
estrategias existentes para combatir todas las formas 
de violencia política contra las mujeres, garantizando 

6 Existe un precedente en el estado de Oaxaca, el Recurso de 
Reconsideración SUP-REC-531/2018, en el que se establece que 
para la reelección inmediata cuando se acredite que el funciona-
rio público incurrió en actos reprochables que vulneran los de-
rechos humanos -como es la violencia política de género- y no 
ha realizado actos tendentes a corregir su conducta, persistiendo 
en su actuar, el requisito de elegibilidad consistente en tener un 
modo honesto de vivir se desvirtúa, por ende no se puede regis-
trar como candidato.

los derechos políticos-electorales.
Por tanto, para la reforma electoral que viene se 

propone como nulidad de una elección incorporar, 
en caso de violencia política en contra de la mujer, 
algunos de los siguientes aspectos:

1.	 Cuando quede demostrado que no tuvo ac-
ceso a prerrogativas partidistas en igualdad 
de circunstancias.

2.	 Cuando haya sido objeto de violencia por 
parte de algún compañero militante o sim-
patizante.

3.	 Cuando se ponga en peligro su vida e integri-
dad física, psicológica o moral.

4.	 Cuando del contenido de los spots publici-
tarios en precampaña y campaña no hayan 
accedido en igualdad de circunstancias que 
los hombres.

5.	 En su caso, la negativa de registro cuando de 
la plataforma electoral y del contenido de la 
compaña no se incorporen políticas públicas 
para combatir la discriminación en contra 
de la mujer.
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Los derechos políticos  
de las mujeres:
Avances y retos para  
la igualdad sustantiva

Por Evelin Ledesma Cruz

Resumen

El presente escrito intentará recorrer al-
gunos de los elementos claves para com-
prender el avance en la igualdad entre 
hombres y mujeres en el ámbito político 
y económico, así como puntualizar sobre 
algunas de las medidas y procedimientos 
que han permitido dicho avance: mar-
co normativo, medidas afirmativas y el 
principio de paridad. Al final del texto se 
establece un apartado acerca de los retos 
que aún subsisten en la materia.

Palabras clave: Igualdad sustantiva, 
Cuotas de género, Principio de paridad, 
Derechos políticos de las mujeres, Femi-
nismo.

Introducción

En la última década México ha 
dado pasos importantes en mate-
ria de igualdad entre hombres y 

mujeres. Sin duda alguna nos dirigimos 
hacia un destino en el que los principios 
de igualdad sean una realidad en cada 
ámbito de la sociedad: educativo, labo-
ral, político, público y privado. Sin em-

bargo, aún existen retos importantes que 
es necesario analizar a fin de dirigir los 
esfuerzos hacia la igualdad sustantiva1.

En primer lugar, es importante saber 
de qué hablamos cuando decimos “dere-
chos políticos de las mujeres”. El cuader-
no de trabajo Los derechos políticos de 
las mujeres y cómo defenderlos, efectua-
do por la ONU y la iniciativa SUMA, con-
sidera que “los derechos políticos permi-
ten a las personas participar en la vida 
política, constituir una relación entre las 
personas y el Estado, así como participar 
de manera activa en la exigencia por la 
rendición de cuentas” (ONU, 2015:9). 

De acuerdo con dicho estudio los 
derechos políticos son básicamente los 
siguientes: 1) Derecho a votar; 2) dere-
cho a ser electa o votada; 3) derecho a 
participar en la formulación de las po-
líticas gubernamentales, ejercer cargos 

1 Para más información acerca del término igual-
dad sustantiva se recomienda revisar el texto de 
Facio Alda. La igualdad substantiva, un para-
digma emergente en la ciencia jurídica, en http://
revsexologiaysociedad.sld.cu/index.php/sexolo-
giaysociedad/article/view/354/407 Consultado el 
17 de marzo de 2019.
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y funciones de gobierno; y 4) derecho a la petición 
política a las instituciones públicas o autoridades, 
así como a la obligación que tienen éstas de dar res-
puesta.

Como parte del andamiaje jurídico que el Estado 
mexicano está obligado a respetar, encontramos un 
amplio repertorio de tratados y convenciones inter-
nacionales que establecen el respeto a la igualdad de 
derechos políticos y sociales entre hombres y mujeres. 

Desde el Sistema Universal de Derechos Huma-
nos de la ONU existen diversos mecanismos que 
promulgan la igualdad entre hombres y mujeres y 
denuncian la violencia y discriminación que se ejer-
ce contra ellas en los ámbitos laborales políticos y 
sociales. El más relevante de ellos es la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación contra la Mujer (CEDAW)2, además está 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (PIDESC), y los Convenios 100 
y 111 de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT)3.

A nivel regional la Organización de los Estados 
Americanos (OEA) creó en 1994 la Convención In-
teramericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia Contra la Mujer “Convención De Belem 
Do Para”, reconocido como el primer tratado in-
ternacional dedicado exclusivamente al tema de la 
violencia contra las mujeres. Dicho acuerdo es un 
parteaguas en el rubro al reconocer todas las formas 
de violencia contra la mujer como una violación a 
los derechos humanos, sea del ámbito público como 
del privado.

Resulta indispensable conocer este andamiaje 
jurídico, en cuanto a los derechos políticos de las 
mujeres se refiere, pues si los Estados no cumplen 
con su función de garantizar los derechos humanos 
en su territorio estos mecanismos se constituyen en 

2 La Convención compromete a los Estados que la ratifican a 
adoptar una serie de medidas, por ejemplo, incorporar el prin-
cipio de igualdad de hombres y mujeres en su sistema legal, 
abolir todas las leyes discriminatorias, establecer tribunales y 
otras instituciones públicas para asegurar la efectiva protección 
de las mujeres y asegurar la eliminación de todos los actos de 
discriminación contra sus derechos. https://www.ohchr.org/SP/
HRBodies/CEDAW/pages/cedawindex.aspx

3 Convenio 100, relativo a la igualdad de remuneración entre 
la mano de obra masculina y la mano de obra femenina por un 
trabajo de igual valor. Arts. 1 y 2. Ratificado por México el 23 de 
agosto de 1952. Convenio 11 de la OIT, vinculo al documento: 
http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100
:0::NO::P12100_Ilo_Code:C111

herramientas para la defensa de sus derechos. 

Las cuotas de género y la paridad de género

Si bien ha quedado claro que existe una igualdad 
formal plasmada en la Constitución4 y en los tra-
tados internacionales, dicha formalidad resulta in-
suficiente para contrarrestar los actos de discrimi-
nación y de violencia hacia las mujeres en todos sus 
ámbitos, incluido el político. 

Por ello, la CEDAW en su el artículo 4 señala la 
obligación de los Estados de llevar a cabo medidas 
especiales de carácter temporal dirigidas a acelerar 
la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres. En 
el mismo sentido el artículo 5 establece que los Es-
tados deben llevar a cabo acciones que modifiquen 
los patrones socioculturales y estereotipos de géne-
ro que colocan a las mujeres en condiciones de infe-
rioridad frente a los hombres5. 

Las acciones afirmativas son entendidas como 
“las acciones o estrategias de carácter temporal que 
buscan, mediante un trato diferenciado, compen-
sar y corregir prácticas históricas de discriminación 
contra sectores de la población” (ONU, 2015:15). La 
acción afirmativa más recurrente en los países que 
buscan aumentar la participación de las mujeres en 
el ámbito político son las cuotas electorales o cuotas 
de género. Su objetivo, como su nombre lo indica, 
es asegurar una mínima inclusión de mujeres en la 
candidatura y/o elección de puestos públicos. 

En México, en el ámbito federal las acciones afir-
mativas tuvieron primero un carácter enunciativo 
en 1993; en segundo lugar contaron con un carácter 
indicativo en 1996 y, finalmente, se establecieron 
como una medida obligatoria a partir de 2002. 

Desde aquel año se solicitó a los partidos polí-
ticos un 30 por ciento de candidaturas de mujeres. 
Posteriormente, en el 2008 esta medida aumen-
tó a un 40 por ciento, y finalmente, ya en 2014, se 

4 La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM) en los artículos 1, 4 y 123 reconoce por igual los de-
rechos humanos de todas las personas, garantiza su protección 
más amplia y obliga a las autoridades a promoverlos, respetar-
los, protegerlos y garantizarlos; protege la igualdad de mujeres y 
hombres ante la ley, y determina que a trabajo igual debe corres-
ponder salario igual, independientemente del sexo de quien lo 
realiza. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

5 Convención sobre la eliminación de todas las formas de discri-
minación contra la mujer, Consultado el 23 de marzo de 2019. 
https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CEDAW.
aspx
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estableció el principio de paridad de género que 
coadyuvó a que por primera vez en la historia de 
nuestro país se haya alcanzado el 1 de julio de 2018 
un total de 63 senadoras y 65 senadores, y 241 dipu-
tadas y 258 diputados: 

En ese sentido, es muy importante señalar que la 
reciente reforma constitucional de 2014 para garantizar 
la paridad de género en las listas a candidaturas al 
Poder Legislativo Federal y local constituyó un paso 
sólido y fundamental para garantizar igualdad en el 
ejercicio de estos derechos políticos. A diferencia de 
la cuota, la paridad es una medida permanente para 
la garantía de los derechos políticos y la mejora de la 
calidad de la democracia (ONU Mujeres, 2015:4).

La paridad en el poder legislativo resulta alen-
tadora por varios motivos. Primero por el hecho de 
que las mujeres tendrán un lugar en la mesa en la 
que se toman las decisiones políticas de la nación. 
En segundo lugar, debido a que por primera vez la 
población mexicana está representada en su justa 
medida, al menos en el poder legislativo. 

Ellas habrán de insertar en la polis una visión 
renovada de la política, pues al haber transitado por 
una experiencia de vida diferente a la de sus pares 
varones, las legisladoras, conscientes de las limi-
taciones que la estructura social impone, han de 
fungir como artífices de nuevas políticas públicas y 
legislaciones que favorezcan la agenda feminista y 
garanticen el camino hacia la igualdad sustantiva.

Sin embargo, como inquiere Grecia Cordero, si 
bien es importante celebrar un incremento histórico 
en el Congreso de la Unión, es igualmente justo pre-
guntarse si con el simple hecho de incorporar a mu-
jeres a los gobiernos se garantiza la incorporación 
de una agenda feminista. Cordero rechaza esta tesis 
y afirma que el hecho el que haya más mujeres en el 
poder legislativo no es garantía para dicho avance:

Más mujeres en el Congreso no garantizan, por 
sí mismas, mejores condiciones de vida para ellas. Si 
el feminismo es un medio de representación para las 
mujeres, ha de sostenerse que la perspectiva de género 
incorporada por los gobiernos triunfa, mientras la 
agenda feminista queda en cuestión. Invocar a las 
mujeres en la lógica político-discursiva implica una 
oportunidad que, sin el peso de la responsabilidad, es 
oportunismo (Cordero, 2018: 87).

Pareciera que, desde la perspectiva de la autora, 

el feminismo corre el riesgo de confundir oportu-
nidad con oportunismo, pues cuando se integran 
mujeres en la vida pública por el simple hecho de 
serlo se corre el riesgo de atentar contra el movi-
miento feminista y sus objetivos. Para contrarres-
tar esta acción negativa para las mujeres ha de ser 
necesario crear “un feminismo político vigilante lo 
suficientemente capaz para articular su trabajo con 
los órganos internacionales y con el gobierno, a fin 
de evitar ser una herramienta de legitimación para 
una política que sirve a propósitos antifeministas” 
(Cordero, 2018: 88).

Sin embargo, la crítica de la autora respecto a 
la nula correlación entre el número de mujeres y la 
construcción de una agenda feminista no se sostiene 
empíricamente. A través del estudio Elementos con-
ceptuales básicos para un debate informado y ac-
tualizado sobre la igualdad de género6, elaborado 
por Martha Patricia Patiño Fierro y César Alejandro 
Giles Navarro, se observa que durante la presente 
legislatura, de septiembre a abril de 2019, se han 
presentado 95 iniciativas en materia de igualdad de 
género en ambas Cámaras del Congreso, triplican-
do el número de iniciativas en este rubro durante 
el mismo periodo del sexenio anterior, en el cual se 
registraron solamente 29 proyectos.

Es importante resaltar que el 81 por ciento de las 
95 iniciativas fueron presentadas por diputadas y 
senadoras, lo cual constata que para asegurar una 
representación política de las mujeres es indispen-
sable su presencia en los espacios de toma de deci-
siones.

Dicho de otra manera, que haya más mujeres 
en los espacios públicos importa, y mucho. Geeta 
Desai, presidenta del Graduate Women Internatio-
nal7, afirma que las mujeres deben ser incluidas en 

6 Patiño Fierro, Martha Patricia; Giles Navarro, César Alejan-
dro; Elementos conceptuales básicos para un debate informado 
y actualizado sobre la igualdad de género; Instituto Belisario 
Domínguez, Senado de la República, México, 2019. Documen-
to en línea: http://bibliodigitalibd.senado.gob.mx/bitstream/
handle/123456789/4449/CuadernoDeInvestigaci%C3%B3n_1.
pdf?sequence=3&isAllowed=y

7 La Graduate Women International (Federación Internacional 
de Mujeres Universitarias) es una organización internacional 
para mujeres con un título universitario fundada después de la 
primera guerra mundial por estudiantes y trabajadoras universi-
tarias británicas y estadounidenses con el objetivo de contribuir a 
establecer relaciones entre mujeres de diferentes nacionalidades 
y a mejorar la educación general de las mujeres y niñas a través 
de la cooperación internacional, la amistad, la paz y el respeto de 
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la toma de decisiones, puesto que dichos procesos 
“no son neutrales respecto al género. Es importante 
quién toma la decisión, porque ésta se basa en las 
experiencias de vida de la persona que la toma. Los 
hombres experimentan la vida de manera muy dife-
rente a las mujeres; y las decisiones tomadas por los 
hombres reflejan la suma total de sus vidas.” (Desai, 
2018: 27) 

Además, considera que las mujeres no deben 
complacerse solamente con participar en los proce-
sos políticos, sino que deben ser parte de los pues-
tos clave en cada una de las esferas de la vida social 
porque de ello dependerá el establecimiento de una 
agenda realmente feminista:

En puestos de elección, las mujeres deben ocupar 
puestos donde elaboren iniciativas que respalden 
la equidad de género, así como legislación y leyes 
que favorezcan por igual a hombres y mujeres. En 
el gobierno, los puestos clave son aquellos donde las 
mujeres sean quienes diseñen políticas y programas 
que apoyen a mujeres en lugar de abandonarlas. En 
educación, los puestos clave son aquellos en los que 
las mujeres son responsables de elegir el plan de 
estudios y no solo de impartirlo (Desai, 2018: 27).

Desde el punto de vista de Desai, la simple pre-
sencia de las mujeres resulta en un cambio de re-
sultados. Por lo tanto, los esfuerzos por incorporar 
a las mujeres en espacios que todavía están domi-
nados por una presencia masculina no deben cesar. 
Un ejemplo de ello son los medios de comunicación. 
Resulta inquietante escuchar y observar una pre-
sencia limitada de mujeres al frente de las empresas 
de medios de comunicación, más allá de presenta-
doras de noticias (sin pretender menoscabar su tra-
bajo), se requiere de mujeres productoras, guionis-
tas, investigadoras, periodistas, que incorporen su 
experiencia de vida en su labor:

En todos los sectores, los puestos clave son 
aquellos donde no sólo se asesora, sino que se tiene 
el control sobre las decisiones finales. Necesitamos 
mujeres en estos puestos, en todos los niveles de toma 

los derechos humanos para todos, sin distinción de género, edad, 
raza, nacionalidad, religión, opiniones políticas, orientación se-
xual y de género o cualquier otro aspecto, así como abogar por el 
avance de la situación social de mujeres y niñas. https://gradua-
tewomen.org/who-we-are/our-story/ Consultado el 2 de febrero 
de 2019.

de decisiones: a nivel comunitario, estatal, nacional, 
regional y global (Dessai, 2008:27).

Obstáculos para la igualdad sustantiva de las 
mujeres

Constantemente se habla de la educación como el 
mayor obstáculo de las mujeres para lograr una 
igualdad de oportunidades. Sin embargo, la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos publi-
có en 2015 y en 2017 dos estudios controversiales 
respecto al tema de la situación laboral y salarial 
de las mujeres en la Administración Pública Fede-
ral (APF). De acuerdo con los resultados obtenidos 
en su primer estudio, las mujeres que laboran en la 
APF están tanto o más educadas que los hombres; 
sin embargo, siguen siendo relegadas a los puestos 
de menor jerarquía y ganan un salario más bajo que 
el de sus pares varones. 

Al no ser la educación el principal obstáculo para 
el desarrollo óptimo y equitativo de las mujeres en 
el ámbito laboral conviene preguntarse ¿cuáles son 
entonces aquellos obstáculos que le impiden a las 
mujeres escalar hacia las altas posiciones laborales? 
El análisis es claro al indicar que los obstáculos es-
tán constituidos por los estereotipos de género:

El estudio que nos ocupa no puede pasar por 
alto la cuestión de los roles estereotipados (…) el 
ejercicio de desigualdad del derecho al trabajo de 
las mujeres tiene su origen en esa distribución 
excluyente y estereotipada de papeles [según la 
cual] les corresponden socialmente las tareas de 
cuidados y reproducción de la fuerza de trabajo, y 
quedan excluidas de las tareas productivas, o bien son 
incluidas en ellas de manera desventajosa. Esto es lo 
que se ha llamado la división sexual del trabajo8.

En consecuencia, se puede afirmar que, para 
consolidar la igualdad de la mujer en el ámbito pro-
ductivo, así como en otras esferas como la política, 
será necesario conseguir primero una igualdad en 
las relaciones familiares que redistribuya el trabajo 
no remunerado. Dicho de otra manera, “el ejercicio 
del derecho al trabajo pasa también por el logro de 
la democratización de la vida familiar: su liberación 

8 Ver más a este respecto en: Trabajos: empleo, cuidados y divi-
sión sexual del trabajo; guía didáctica de la ciudadanía. http://
www.fuhem.es/proyecto_igualdad/pdf/cap_3.pdf
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de la violencia, que resta energías y capacidades a 
las mujeres que la sufren; y la distribución iguali-
taria del poder y la de las cargas del cuidado de la 
familia, el hogar y los hijos.” (CNDH 2015:18).

Para ello será indispensable un papel activo del 
Estado en la revalorización del trabajo doméstico, 
la transformación de la esfera laboral que garanti-
ce a mujeres y hombres como corresponsables de la 
vida familiar y del cuidado de los hijos. Las políticas 
públicas, las campañas de educación y la sanción de 
cualquier forma de violencia hacia la mujer han de 
ser los estandartes de la nueva transformación a la 
que el país le ha apostado, con sus mujeres y sus 
hombres prestos para descubrir nuevas masculini-
dades en la ruta de la igualdad sustantiva. 	
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El tema electoral

La defensa adecuada
en procedimientos administrativos 
sancionadores electorales
Por Dayana Dávalos Botello*

Resumen

La defensa adecuada es analizada en el 
contexto de los procedimientos sancio-
nadores electorales, para ello se citan 
criterios y se hace especial énfasis en la 
necesidad de buscar mecanismos que la 
garanticen dentro del derecho adminis-
trativo sancionador electoral. 

Palabras clave: Derechos humanos, 
Debido proceso, Defensa adecuada y 
Procedimientos. 

Introducción

El juicio del siglo1 demostró a 
México las consecuencias de no 
prevalecer el estado de derecho; 

el proceso penal contra Florence Ma-
rie Louise Cassez Crépin2 concluyó ab-
solviéndola y dejó dolida a parte de la 
sociedad, encabezada por quienes aún 
se sienten víctimas directas e indirectas, 
y por una persona de la que algunos, 

1 Tomado de la revista  El mundo del aboga-
do. Núm. 183. Julio de 2014, p. 19-22.

2 Ciudadana francesa, detenida en 2005, condena-
da en 2008 por secuestro, delincuencia organizada 
y posesión ilegal de arma de fuego y en 2013 ab-
suelta por violaciones a sus derechos humanos.

siempre, creerán culpable. La autoridad 
jurisdiccional no pudo pronunciarse re-
specto a la responsabilidad o no de esta 
mujer, debido a que el Estado no respetó 
el debido proceso (del que forma parte la 
adecuada defensa). De ahí la importan-
cia en el sistema jurídico mexicano de la 
defensa adecuada, y cuya inaplicación 
crea culpables o los libera, causa daño 
moral a víctimas y procesados, denota la 
corrupción del Estado y evidencia la im-
punidad.

El debido proceso y sus alcances

Para gozar del debido proceso la apli-
cación de los derechos de las personas 
es fundamental, pues es en la esfera de 
este donde cualquier gobernado y la au-
toridad deben ser conscientes de que es 
el Estado quien tiene una posición pre-
dilecta, al detentar el poder punitivo, y 
sólo aplicando el debido proceso se po-
drá hablar de un estado de derecho.

El concepto de “debido proceso”, de 
acuerdo con la doctrina mexicana3, es el 
conjunto de condiciones y requisitos de 
carácter jurídico y procesal necesarios 

3 Fix-Zamudio, Héctor, Voz: Debido proceso 
legal, Diccionario Jurídico Mexicano, México, 
Porrúa-UNAM, 1987, pp.820-822.
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para poder afectar legalmente los derechos de los 
gobernados, en tanto que para la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos4 es el derecho de de-
fensa procesal y abarca las “condiciones que deben 
cumplirse para asegurar la adecuada defensa de 
aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo 
consideración judicial”, a efecto de “que las perso-
nas estén en condiciones de defender adecuada-
mente sus derechos ante cualquier tipo de acto del 
Estado que pueda afectarlos”, constituyendo un lí-
mite infranqueable a la discrecionalidad del poder 
público, en cualquier materia.5

Por tanto, el “debido proceso” es un conjunto de 
reglas, que si bien son mínimas, deben observarse 
en las instancias procesales, a efecto de que las per-
sonas estén en condiciones de defender adecuada-
mente sus derechos ante cualquier acto del Estado 
que pudiera afectarlos.6

Ahora bien, el artículo 8 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, “Pacto de San 
José”7, precisa lo siguiente respecto a las garantías 
judiciales:

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, 
por un juez o tribunal competente, independiente 
e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la determinación de sus 

4 En lo sucesivo, Corte IDH.

5 Así, Loayza Tamayo, C., El Debido Proceso en la 
Jurisprudencia de la Corte Interamericana, consult-
able en http://www.google.co.cr/url?sa=t&rct=j&q=&
esrc=s&source=web&cd=10&ved=0CFYQFjAJ&url
=http%3A%2F%2Fblog.pucp.edu.pe%2Fmedia%2F1
111%2F20090706DEBIDO_PROCESO_JURISPRU-
DENCIA_CORTEIDH1.doc&ei=ibWiUJmYF5Ga8
gSp0YCAAQ&usg=AFQjCNE4d4yM-8v1pplWby-
c4a8jNGd4Yg, última consulta: 13 noviembre 2012, 
15:10. Citando Caso Genie Lacayo. párr. 74;  Caso Las 
Palmeras. párr. 58; Caso Durand  y Ugarte.  párr. 128; 
Caso Blake. párr. 96; OC-9/87 “Garantías Judiciales 
en Estados de Emergencia. párr. 28; Caso Baena Ri-
cardo. párr. 124 y Caso Las Palmeras. Voto razonado 
de los Jueces Cancado y Pacheco. párr. 16.
6 Cf. Corte IDH, Opinión Consultiva No. 18/03 Condición Ju-
rídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, del 17 de 
septiembre de 2003, párr. 123.

7 En adelante Convención.

derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 
de cualquier otro carácter.

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a 
que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, 
toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas:

(…)
derecho del inculpado de defenderse 

personalmente o de ser asistido por un defensor de su 
elección y de comunicarse libre y privadamente con 
su defensor;

derecho irrenunciable de ser asistido por un 
defensor proporcionado por el Estado, remunerado o 
no según la legislación interna, si el inculpado no se 
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro 
del plazo establecido por la ley;

(…)

Del precepto aludido se obtienen las garantías 
judiciales de las personas sujetas a un procedimien-
to; en tanto que el 8.1 es preciso en cuanto a que 
esas garantías judiciales se deben aplicar en cual-
quier actuación de órganos estatales.

Al respecto, la Corte IDH en el “Caso Baena Ri-
cardo y otros vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C 
No. 72, párrafos 124 a 127, fijó:

“Si bien el artículo 8 de la Convención Ameri-
cana se titula «Garantías judiciales», su aplicación 
no se limita a los recursos judiciales en sentido es-
tricto, «sino [al] conjunto de requisitos que deben 
observarse en las instancias procesales» a efecto de 
que las personas estén en condiciones de defender 
adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de 
acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir, cual-
quier actuación de órganos estatales en un proceso, 
administrativo sancionador o jurisdiccional, debe 
respetar el debido proceso legal.”

En ese mismo sentido, la Sala Regional Espe-
cializada del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación respecto al debido proceso –en 
el Acuerdo de Sala dictado en el expediente SRE-
CA-48/2015– señaló las jurisprudencias sustenta-
das por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
identificadas con la clave 1a./J. 11/2014 (10a.) de ru-
bro: DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU CON-
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TENIDO8 y P./J. 47/95 (9ª) de rubro: FORMALI-
DADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. 
SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y 
OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVA-
TIVO.9 

La Corte IDH señaló: “Los órganos con funcio-
nes materialmente jurisdiccionales, penales o no, 
tienen el deber de adoptar decisiones justas basadas 
en el respeto pleno de garantías del debido proceso 
establecidas en la Convención.”10 Criterio rei-
terado en los casos Paniagua Morales y otro,11 
Tribunal Constitucional,12 Broenstein,13 Baena14 y 
López Mendoza.15 

Posteriormente, amplificó el derecho humano 
del debido proceso al indicar que su aplicación re-
sulta imperativa no sólo en todos los procesos de 
determinación de derechos, sino también en todas 
sus instancias,16 lo que inicia en el procedimiento 
previo.17

8 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I, pág. 396.

9 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo II, diciembre de 1995, página 133.

10 1 Cf. Corte IDH, Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Se-
rie C No. 74, párr. 104, y Caso del Tribunal Constitucional Vs. 
Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero 
de 2001. Serie C No. 71, párr. 71; Cf. Corte IDH, Caso López 
Mendoza Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas, Senten-
cia del 1 de septiembre de 2011, párr. 111.

11 Cf. Corte IDH, Caso Paniagua Morales y otros, sentencia del 
8 de marzo de 1998, párr. 149.

12 Cf. Corte IDH, Caso Tribunal Constitucional (Aguirre Roca, 
Rey Ferry y Revoredo Marsano Vs. Perú), sentencia del 31 de 
enero de 2001, párr. 70.

13 Cf. Corte IDH, Caso Baruch Ivcher Bronstein Vs. Perú, del 6 
de febrero de 2001, párr. 103.

14 Cf. Corte IDH Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá, del 2 
de febrero de 2001, párr. 125.

15 Cf. Corte IDH, Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo, 
Reparaciones y Costas, Sentencia del 1 de septiembre de 2011, 
párr. 111.

16 Cf. Corte IDH, Opinión Consultiva OC-18/03, de 17 de sep-
tiembre de 2003, “Condición Jurídica y Derechos de los Migran-
tes Indocumentados”, párr. 123-124.

17 Cf. Corte IDH, Caso Loayza Tamayo Vs. Perú, del 17 de sep-
tiembre de 1997, Serie C No. 33; Caso Maritza Urrutia Vs. Gua-
temala, del 27 de noviembre de 2003, Serie C No. 103, párr. 120; 
Cf. Cf. Corte IDH. Caso Radilla Pacheco Vs. México. Excepcio-
nes Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 
23 de noviembre de 2009; Caso Fernández Ortega y otros Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Por tanto, el debido proceso se aplica en los pro-
cesos jurisdiccionales y actividades estatales, es 
obligatorio e incluye a los tres poderes, alcanza a la 
función administrativa y sus procedimientos donde 
se debaten derechos y obligaciones de ciudadanos y, 
en su caso, se fijan sanciones, al ser una expresión 
del poder punitivo del Estado, tal como lo estableció 
la Corte IDH en el caso Claude Reyes.18

Con lo antes referido, el respeto a los derechos 
humanos19 en cualquier materia no está a pruden-
cia de la autoridad, ya que el sistema mexicano no 
puede permitir que alguna de estas dicte sanciones 
sin otorgar el debido proceso, con el que se alcanzan 
decisiones justas.

Entonces, el debido proceso es un conjunto de 
derechos humanos aplicables a todo procedimiento 
que procure ser justo y legítimo, sin importar la ma-
teria de que se trate, dado que la arbitrariedad, los 
errores y las omisiones durante la administración 
de justicia pueden presentarse en cualquier tipo de 
litigio,20 así como que, a todo órgano del Estado y 
en ejercicio de toda función, le es exigible el debido 
proceso, el cual dotará de validez ese procedimiento.

El derecho de defensa adecuada

Si una persona se siente vulnerada en su esfera per-
sonal reaccionará a manera de protección y defensa. 
Esa lógica permite comprender que ante la acción 
punitiva del Estado el ser humano tiene derecho a 
defenderse en igualdad de condiciones en cualquier 
tipo de procedimiento.

Es así como el artículo 20 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos,21 en lo que 
interesa cita:

 
B. De los derechos de toda persona imputada:
(…)
VIII. Tendrá derecho a una defensa adecuada 

Sentencia del 30 de agosto de 2010; y Caso Rosendo Cantú y 
otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia del 31 de agosto de 2010.

18 Cf. Corte IDH, Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile, del de 
19 de septiembre de 2006.

19 En adelante, DDHH

20 Quispe Remon, Florabel, “El debido proceso en el derecho 
internacional y en el sistema interamericano”, p. 439, Tirant Lo 
Blanch, Valencia, 2010.

21 En adelante Constitución Federal.
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por abogado, al cual elegirá libremente incluso 
desde el momento de su detención. Si no quiere o 
no puede nombrar un abogado, después de haber 
sido requerido para hacerlo, el juez le designará un 
defensor público. También tendrá derecho a que su 
defensor comparezca en todos los actos del proceso y 
éste tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se le 
requiera, y 

(…)

Como se advierte, el citado artículo hace refer-
encia a la defensa adecuada, lo cual se traduce en 
que la persona sujeta a un procedimiento debe es-
tar asistida de un abogado, aun cuando se pretenda 
defender por sí misma; ello para garantizar una 
defensa efectiva, y en caso de que se evidencie su 
impericia se cambiara o asignara al defensor gra-
tuito; es así como el debido proceso no acepta un 
procedimiento que pretenda imponer una sanción 
y que sea únicamente el sujeto a proceso quien se 
defienda personalmente. 

En ese sentido, la Convención y la jurispruden-
cia de la Corte IDH sostienen que el derecho de 
defensa se encuentra ligado al debido proceso; en 
concreto, la Convención señala en el artículo 8.2 in-
cisos d) y e) el derecho de las personas a defenderse 
personalmente y de ser asistidas por un defensor de 
su elección, con el matiz de que ese derecho es ir-
renunciable, por lo que el Estado debe contar con 
defensores gratuitos. Al igual, la Corte IDH señaló 
la importancia de contar con la defensa técnica con 
el fin de poder ejercer eficientemente los recursos 
judiciales disponibles en el ordenamiento jurídico 
interno,22 y así conseguir el trato de “sujeto del pro-
ceso” y no como “objeto”.23 

22 Cf. Corte IDH, Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros 
Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 21 de junio de 2002, párr. 152.b.

23 Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Prelimi-
nar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 1 de julio de 
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Al respecto, sí se permite al sujeto del proceso 
defenderse personalmente, lo que se traduce en que 
esa persona lleve su defensa, sea o no conceder del 
derecho, pues no se impide expresarse en juicio, ya 
que lo que está en juego son los derechos person-
ales, pero siempre acompañado de defensor eficaz, 
quien gestionará independientemente de la defensa 
material.

En este sentido, el derecho de tener un abogado 
es indispensable para enfrentar al Estado en cual-
quier procedimiento administrativo sancionador; 
de no hacerlo probablemente no se está en capaci-
dad de señalar que se respetaron las formalidades 
del procedimiento, es decir, el debido proceso.

No pasa inadvertido que ni la Convención ni la 
Corte IDH utilizan la expresión “adecuada”, aludi-
da en la Constitución Federal; sin embargo, sí está 
inmersa en su texto al citar que es irrenunciable el 
derecho a contar con defensor, de ahí que tal circun-
stancia se considere necesaria también en el desar-
rollo de los procedimientos sancionadores.

La Corte IDH no se ha pronunciado con relación 
a si la figura de defensor gratuito compete sólo a pro-
cedimientos penales; hay precedentes de países de 
la región24 y del sistema europeo25 en los que la de-
fensa jurídica gratuita compete a todo procedimien-
to en los que se juzga la restricción de derechos, 
motivos que merecen el análisis del legislador local 
a efecto de establecer en los procedimientos admin-
istrativo-electorales la defensa adecuada.

Procedimientos sancionadores electorales, 
especial y ordinario

El procedimiento especial sancionador26 es el pro-
cedimiento sumario que el legislador estableció en 
el Código Electoral de Michoacán27, a través del que 
cualquier persona (artículo 240 del Código Electo-

2011, párr. 121.

24 En la Ciudad de Buenos Aires, el Ministerio Público de la 
Defensa, patrocina a personas de escasos recursos, tanto en la 
defensa de acciones del Gobierno de la Ciudad en su contra 
(ejecuciones fiscales, cesantías, etc.), como así también, en la 
promoción de acciones judiciales que procurar la satisfacciones 
de diversos derechos sociales vulnerados (salud, vivienda, ali-
mentos, educación, etc.).

25 TEDH. Caso Airey Vs. Reino Unido. Sentencia del 9 de oc-
tubre de 1979, párr. 26.

26  En adelante, PES

27 En lo sucesivo, Código Electoral.

ral) hace del conocimiento del Instituto Electoral 
de Michoacán (IEM)28 alguna infracción dentro del 
proceso electoral (artículo 254 del Código Electoral) 
que contravengan las normas sobre propaganda po-
lítica o electoral, constituyan actos anticipados de 
precampaña o campaña o violenten el ejercicio del 
derecho de réplica.

En tanto, el procedimiento ordinario sancio-
nador29 es al que cualquier persona puede recurrir 
cuando advierta presuntas violaciones a la normati-
vidad electoral ante los órganos centrales o descon-
centrados del IEM (artículo 246 tercer párrafo del 
Código Electoral).

Ahora, en el capítulo del PES que prevé el Có-
digo Electoral no hay disposición que cite el derecho 
de defensa adecuada; luego, en el capítulo del POS, 
precisamente en el numeral 250, segundo párrafo, 
del Código Electoral, se lee que el denunciado debe 
acreditar la personería al momento de contestar 
la denuncia; lo que, si bien no es claro, es fácil in-
terpretar que el denunciante comparezca a juicio 
a través de abogado. En tal contexto es preciso de-
stacar que no existe artículo o señalamiento que 
aborde el tema de la defensa adecuada en el Código 
Electoral.

De lo que antecede se puede advertir que el leg-
islador no introdujo al Código Electoral el derecho 
humano de defensa adecuada, pese a que como –ya 
se indicó previamente– la Constitución sí lo señala, 
motivo suficiente para que la autoridad electoral 
aplique la defensa adecuada, más cuando la Corte 
IDH y Convención han establecido las garantías 
mínimas del debido proceso (involucra la defensa 
técnica), aplicables en los procedimientos sanciona-
dores, con lo que se obliga la defensa adecuada en 
todo procedimiento.

Además, de acuerdo con el Código Electoral, el 
quejoso tiene la posibilidad de activar el sistema 
sancionador electoral a través de un representante 
legal; por tanto, al denunciado no se le debe dis-
minuir el mismo derecho; cierto es que la práctica 
lo permite, al dejar a su libre elección, pero eso, en 
un estado de derecho, no es razonable, ya que Con-
stitucionalmente es una obligación del Estado, de 
ahí que en la legislación electoral se debe garantizar 
ese derecho.

28 Cuando se refiera a esta se hará como Instituto.

29 A partir de la siguiente mención se identificará como POS
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Reflexiones finales

La facultad que tiene el Estado de imponer sancio-
nes y penas se establecen en el derecho penal y en el 
administrativo sancionador, al segundo de los men-
cionados se aplican de forma matizada los princi-
pios del primero, pero en la realidad la defensa ade-
cuada sí se ve privilegiada en el derecho penal, no 
así en el derecho administrativo sancionador.

Bajo este contexto, México merece un mejor 
sistema de justicia, el que se obtiene prevaleciendo 
el debido proceso, del cual forma parte medular la 
defensa adecuada, pues de no hacerlo se estaría fr-
ente a un procedimiento ilegal con una decisión in-
válida, sin la posibilidad de subsanar violaciones, lo 
que se traduciría en impunidad.

El debido proceso radica en el deber estatal de 
garantizar a las partes un procedimiento justo; 
trastocar a las personas sus derechos solo debe 
ocurrir cuando el procedimiento que lo ventile per-
mita a esa persona defenderse plenamente, tal como 
lo citó Morello: “Los derechos no cuentan si no hay 
garantías; y por más que se los declare o enuncie en 
solemnes documentos, no valen nada si no se res-
peta el proceso justo.”30

Antes de concluir es preciso destacar que. ante la 
ausencia en la legislación electoral local de exigir la 
defensa adecuada en procedimientos sancionadores 
electorales, es necesario se establezca en sede legis-
lativa, y así estar acorde con el texto constitucional 
e interamericano; pero mientras eso pase, conforme 
al artículo 1 constitucional, en la autoridad local 
debe prevalecer la defensa adecuada para garanti-
zar el goce de ese derecho humano.

Finalmente, quizá sea necesaria la creación de 
una dirección de defensoría electoral que otorgue la 
asesoría legal a quien carezca de ella, administrada 
por el IEM. 
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El tema electoral

Democracia interna
El mecanismo para solucionar  
la crisis de los partidos políticos 

Por Abraham Hernández Navarrete*

Resumen

Hoy en día, los partidos políticos viven 
una de las peores crisis de representa-
ción y legitimación desde su consolida-
ción a mediados del Siglo XX. En el caso 
de México, el descontento hacia los par-
tidos políticos se acentuó en el pasado 
Proceso Electoral 2017-2018. Una de las 
principales razones para la existencia de 
esta crisis es la falta de democracia inter-
na, la cual consiste, principalmente, en 
la elección de los dirigentes partidistas, 
la selección de candidatos a cargos de 
elección popular, la conformación de la 
voluntad colectiva y el respeto a los de-
rechos de los militantes. La democracia 
interna representa el mecanismo idóneo 
para reivindicar a los partidos políticos, 
como parte esencial de la vida democrá-
tica del país, ante el electorado.  Un par-
tido que pone en práctica la democracia 
al interior, estará más fortalecido para 
competir en el exterior y así poder cum-
plir con su finalidad de acceder al ejerci-
cio del poder público.

Palabras clave: Democracia, Demo-
cracia interna, Partido político, Repre-
sentación, Sistema electoral.
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Introducción

Actualmente, los partidos políticos 
enfrentan una de las peores crisis 
de credibilidad y de representa-

ción desde su consolidación a mediados 
del siglo XX. En el caso de México, la 
última Encuesta Nacional sobre Cultura 
Política y Practicas Ciudadanas, realiza-
da por el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía (INEGI) y la Secretaría 
de Gobernación1, revela que, si bien más 
del 71 por ciento de la población cree que 
los partidos políticos influyen mucho en 
la vida política del país, más del 67 por 
ciento les da una calificación reproba-
toria. Por su parte, el Informe 2017 de 
Latinobarómetro2 indica que menos del 
10 por ciento de los mexicanos confía en 
los partidos políticos. En gran parte, esta 
falta de legitimidad de la que padecen 
los partidos políticos se debe a la falta de 
democracia interna, o democracia intra-
partidista. 

Con base en el artículo 41 de la Cons-

1 SEGOB: http://encup.gob.mx/work/models/
Encup/Resource/69/1/images/Resultados-Quinta-
ENCUP-2012.pdf

2 Corporación Latino barómetro. Informe 2017, 
de Latino barómetro sitio web. Octubre 2018: 
https://www.latinobarometro.org/
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titución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM), al deber ser promotores de la participa-
ción de los ciudadanos en la vida democrática del 
país los partidos políticos deben garantizar dicha 
participación, no solamente al exterior sino tam-
bién al interior. Es ahí donde empieza la demo-
cracia. Tal y como dice Francisco Rodríguez3: “La 
importante función que desempeñan los partidos 
políticos en las democracias representativas exige al 
mismo tiempo que se extreme la obligación de que 
su estructura y funcionamiento interno sean demo-
cráticos”.

1. Concepto de democracia interna en el marco 
de los partidos políticos

Según Martin Moscoso4 la democracia interna se 
debe definir en un sentido formal y en un sentido 
sustancial. Respecto al primero, la democracia in-
terna se refiere a “un estilo de vida dentro de un 
partido político, en el que todos sus integrantes se 
consideran vistos como iguales en derechos y obli-
gaciones, sin conceder privilegios o imponer restric-
ciones en atención a su posición económica, social 
ni de ninguna otra índole”. En su sentido formal, 
la democracia interna hace referencia a “las reglas 
del juego que establecen quien está autorizado para 
tomar las decisiones colectivas y bajo qué procedi-
mientos, mismos que permiten que el poder dentro 
de un partido político sea distribuido efectivamen-
te entre y por consenso de la mayoría de sus inte-
grantes, sin olvidarse de las minorías”. Tomando en 
cuenta estas definiciones el concepto de democracia 
interna se puede resumir en lo siguiente: el conjun-
to de reglas que rigen los asuntos internos de los 
partidos políticos dentro de un marco de respeto a 
los principios constitucionales.

3 Rodríguez, F.; Mendivil, C. (2017). La democracia interna 
de los partidos políticos en México. Recuperado de Revista de 
Investigación sin Frontera, sitio web. Diciembre 2018: http://re-
vistainvestigacionacademicasinfrontera.com/sistema/index.php/
RDIASF/issue/view/14

4 Moscoso, Martin. La democracia interna de los partidos po-
líticos mexicanos: Una obligación constitucional. Recuperado 
de Gobierno MX, sitio web. Diciembre de 2018: http://www.or-
denjuridico.gob.mx/Congreso/2doCongresoNac/pdf/Moscoso.
pdf   p. 5

2. Breves antecedentes de la normatividad de la 
democracia interna en México

El tema de democracia interna se ha dejado a un 
lado, dado que los partidos políticos concentran sus 
esfuerzos en la competencia electoral que se da al 
exterior, frente a sus opositores. En el caso de Méxi-
co se acentúa desde hace menos de veinte años que 
se logró la transición democrática con la alternancia 
después de la estancia en el poder de un partido he-
gemónico, el Partido Revolucionario Institucional 
(PRI), durante más de setenta años, por lo que la 
normatividad de los asuntos internos de los parti-
dos políticos en el país es relativamente reciente. 
Por mucho tiempo la única norma respecto al tema 
era el Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales (COFIPE), que en su artículo 
27 establecía que las elecciones de los dirigentes in-
ternos y candidatos se dieran mediante un proceso 
democrático, pero dicha norma era muy ambigua 
al no establecer los criterios para determinar qué 
constituía un proceso democrático interno.

Fue a través de una tesis de jurisprudencia del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción (TEPJF) que se fue desarrollando la regulación 
de la vida interna de los partidos políticos para dejar 
claro en qué debía consistir la democracia interna. 
De las tesis más importantes se encuentran la del 
año 20005, en la que el Tribunal consideró que el 
registro de candidaturas era impugnable sobre la 
base de que los candidatos no fueron electos con-
forme a los estatutos del partido. Posteriormente, 
en 20026 estableció que era una obligación de los 
partidos políticos tener estatutos que cumplieran 
con los elementos mínimos para ser considerados 
democráticos. Por último, en el año 20037 el Tribu-
nal determinó que los militantes de los partidos po-
dían impugnar actos de dichas entidades mediante 
el juicio para la protección de los derechos político-
electorales del ciudadano (JDC).

5 García, Itzel. (2008). La democracia interna y la situación 
actual en México. Recuperado de Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la UNAM, sitio web. Diciembre de 2018: https://
revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/index.php/justicia-
electoral/article/view/12053

6 Ídem.
7 Ídem.
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3. Rumbo a la consolidación de la normatividad 
de la democracia interna en los partidos políticos

Fue con la entrada en vigor de la Ley General de Par-
tidos Políticos, a raíz de la reforma político-electoral 
de 2014, que se tomaron en cuenta las interpreta-
ciones del TEPJF para una mejor normatividad de 
los asuntos internos de los partidos políticos que 
cumpliera con los principios democráticos estable-
cidos en los preceptos constitucionales.

Con los avances normativos, los asuntos internos 
de los partidos políticos “comprenden la libertad de 
decisión política y el derecho a la autorganización 
de los partidos políticos, regulados por la Constitu-
ción, la Ley General de Partidos Políticos (LGPP) y 
su reglamentación” (Gilas y Soriano, 2018: 57).

Sí bien son cuantiosos los asuntos que confor-
man la vida interna de los partidos políticos, la ma-
yoría de los teóricos destaca que la democracia in-
terna se centra en los siguientes asuntos: elección 
para la integración de los órganos internos, selec-
ción de candidatos a cargos de elección popular, 
determinación de la plataforma política mediante la 
voluntad de la mayoría y el respeto a los derechos de 
los militantes. 

4. La integración de los órganos internos como 
premisa del ejercicio democrático

Los órganos internos de los partidos políticos deben 
ser integrados mediante procesos democráticos. En 
el caso de México se pone un énfasis especial en la 
elección del dirigente del comité o consejo nacional, 
aunque no se debe olvidar la integración de los co-
mités estatales y municipales. Para la elección de 
estos dirigentes se deben hacer convocatorias que 
cumplan con lo estipulado en los estatutos del par-
tido, garantizando los principios de imparcialidad, 
equidad y transparencia. Para poder ser candidato 
a dirigente del partido se deberían establecer re-
quisitos para que los aspirantes tengan los méritos 
suficientes dentro del partido, pero cuidando que 
no impidan el acceso de las nuevas generaciones a 
los cargos directivos y que los miembros más desta-
cados de la militancia en general puedan acceder a 
cargos en los órganos internos. 

Por otra parte, debe haber un control efectivo de 
los dirigentes por parte de los militantes, lo que se 
puede lograr mediante mecanismos de democra-
cia directa, asimiles de la revocación de mandato, 
para remover al dirigente si no cumple con su enco-

mienda. Otra propuesta para garantizar dirigencias 
partidistas efectivas es que el dirigente en turno no 
pueda participar como precandidato para una can-
didatura de elección popular durante su encargo, 
o en el proceso próximo a la terminación de su es-
tancia en la dirigencia. Esto, con miras de generar 
condiciones de igualdad en la contienda y fomentar 
la competitividad, las cuales son clave en cualquier 
ejercicio democrático, ya que un dirigente cuenta 
con mayor proyección y puede utilizar su posición 
en el partido para movilizarlo a su favor. Por otro 
lado, también se deben poner candados en lo que 
se refiere a que no sean compatibles los cargos en el 
partido con cargos en el poder ejecutivo, legislativo 
o judicial, para que los dirigentes se enfoquen en sus 
responsabilidades internas. 

Los dirigentes partidistas y demás integrantes 
de los órganos de dirección deben ser auténticos re-
presentantes de la militancia, legitimados por estos 
últimos mediante elecciones libres y auténticas, las 
cuales, para dotarlas de mayor legitimidad, pueden 
ser organizadas por el Instituto Nacional Electoral 
(INE). 

5. La elección de candidatos a cargos 
de elección popular como sustento de la 
participación democrática

El segundo asunto medular de la democracia intra-
partidaria, pero no menos importante, es la selec-
ción de candidatos a cargos de elección popular en 
los tres ámbitos de gobierno (federal, estatal y mu-
nicipal). Históricamente, la selección de candidatos 
es resultado de la imposición o “dedazo” por parte 
de las élites partidistas. Con el fin de permitir que 
dicha selección se haga con la mayor participación 
posible de la militancia, un gran número de paí-
ses ha implementado el sistema de convenciones/
asambleas o las elecciones primarias que, si bien 
como todo sistema tiene sus ventajas y sus desven-
tajas, acerca la toma de decisiones a la militancia en 
general. 

En el caso de México, el proceso de selección de 
candidatos es conocido como el periodo de precam-
pañas. Los partidos políticos difícilmente recurren a 
mecanismos de democracia interna para elegir a sus 
candidatos y a veces sus procesos de selección son 
simplemente una simulación de procesos demo-
cráticos. También es cierto que la reglamentación 
de las precampañas da un lapso muy corto para su 
realización, comparado a otros países, como Esta-
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dos Unidos, en que los procesos internos para la 
selección de candidatos a la presidencia duran más 
de medio año. Por ejemplo, para el pasado Proceso 
Electoral 2017-2018 la etapa de precampañas duró 
solamente del 13 de diciembre de 2017 al 20 de fe-
brero de 2018, es decir, escasos dos meses; esto da 
pauta para que los dirigentes internos justifiquen 
que sean ellos los que decidan a quienes serán los 
candidatos y no la militancia en general, y así evitar 
llevar a cabo procesos democráticos. No por ello se 
justifica que la selección de candidatos sea arbitra-
ria, porque, tal y como dice Rubén Hernández Va-
lle8, se deben buscar mecanismos de elección de 
sus miembros para “sustraer la designación de los 
candidatos de la influencia de las hegemonías oli-
gárquicas del partido”. 

Al garantizar la selección de candidatos por la 
voluntad de la mayoría y no de unos cuantos, los 
candidatos emanados de dichos procesos estarán 
más fortalecidos y podrán generar una mayor com-
petitividad al exterior. Si los candidatos son elegi-
dos mediante procesos democráticos es más factible 
que cuenten con el respaldo de sus militantes y se 
movilicen a favor de ellos en la contienda general.

Un último punto para mencionar sobre la elec-
ción de candidatos es al que se refiere Jaime Cár-
denas García9: la necesidad de una auténtica des-
centralización política en la que las subdivisiones a 
nivel estatal y municipal gocen de autonomía con 
relación a sus bases respectivas y con decisiones que 
territorial y funcionalmente les corresponden.

6. La conformación de la voluntad colectiva del 
partido político

El tercer punto para discutir respecto a los princi-
pales asuntos que conforman la democracia interio-
rizada es el relativo a la formación de la plataforma 
política por la voluntad de la mayoría. Según Cár-
denas García, “lo indispensable en la democracia 
interna es que la voluntad se forme de abajo ha-
cia arriba y nunca en sentido inverso” (Cárdenas, 
2001: 40). Los líderes de los partidos deben tener 
un acercamiento con la militancia para conocer sus 
inquietudes, demandas y necesidades y no tomar 

8 Ídem.

9 Véase Cárdenas, Jaime. Democracia interna en los partidos y 
democracia participativa. Recuperado de Biblioteca Virtual del 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM

decisiones con base en lo que ellos piensan que sus 
miembros quieren o sus intereses particulares. Es 
preciso señalar que, si bien una de sus principales 
funciones es buscar la unión partidista, los dirigen-
tes no pueden dejar de contemplar a las distintas 
corrientes que existen en los partidos, por lo que el 
proceso de negociación con las facciones al interior 
del instituto político es imprescindible. Si los par-
tidos no buscan un consenso derivado de la nego-
ciación con las distintas corrientes del partido, éste 
puede terminar por debilitarse. Al respecto, Ojeda 
Paullada10 dice que “ante una mala planeación, im-
plementación u operación de los procedimientos 
de búsqueda de consensos internos, un partido no 
solamente deja de fortalecerse, sino que se sitúa en 
riesgo de debilitarse o fraccionarse”.

Adicionalmente, tomando en cuenta que los par-
tidos cuentan con comités locales, debe existir una 
coordinación efectiva entre los comités municipales 
y estatales con el comité nacional para canalizar las 
opiniones y demandas de la militancia desde abajo 
hasta la cima de la estructura partidista. Todo esto 
con miras a que prevalezca la supremacía de la deci-
sión mayoritaria de las bases.

Para coadyuvar en la conformación de la volun-
tad general del partido, principalmente la platafor-
ma política, los líderes partidistas pueden auxiliarse 
en mecanismos de democracia participativa asimi-
les con la consulta popular, el plebiscito o el refe-
réndum; dichos mecanismos pueden ser muy útiles, 
especialmente para la toma de decisiones a nivel 
nacional, dada la expansión territorial y número de 
militantes, lo cual resulta más complicado que con-
sultar a los militantes para asuntos de índole estatal 
y municipal.

7. El respeto a los derechos de los militantes 
como fuente de la democracia intrapartidista

El cuarto y último asunto vinculado a la democra-
cia interna es el respeto a los derechos de los mili-
tantes, los cuales también podrían ser expandidos 
a los simpatizantes. Tal y como dice la investigado-
ra Silvia Chavarría Cedillo11, “la libertad que tiene 

10 Ojeda, Pedro. La democracia interna de los partidos políticos 
en México. Recuperado de Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la UNAM, sitio web. Diciembre de 2018: https://archivos.ju-
ridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/347/15.pdf   p. 210

11 Chavarría, Silvia. (2012). La democracia interna de los parti-
dos políticos. Recuperado de Senado de la República, sitio web. 
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el partido para organizarse internamente no pue-
de llevarse a cabo al grado de afectar los derechos 
fundamentales de los militantes”. A mayor respeto 
a los derechos humanos, mayor percepción de de-
mocracia existirá en una sociedad, por lo que este 
supuesto también es aplicable a la vida interna de 
los partidos políticos.

Josefa Dolores Ruiz Reza12 resume dichos de-
rechos en los siguientes: derecho al sufragio libre y 
secreto para proveer a los órganos del gobierno del 
partido; derecho a ser electores y elegibles a cargos 
internos del partido, mediante sufragio libre y secre-
to; derecho a la información sobre las actividades y 
la situación económica del mismo; derecho a mani-
festar su opinión y a expresar las sugerencias y que-
jas ante los órganos rectores, y derecho a impulsar 
el cumplimiento de los fines propuestos. A éstos se 
puede agregar el derecho de audiencia y defensa en 
el caso de procedimientos sancionadores, aunado a 
la libre afiliación y, a su vez, la libre renuncia a ella.

8. El sistema electoral como garante de la 
democracia interna

El sistema electoral, principalmente a través del TE-
PJF y el INE, han sido fundamentales para poner en 
práctica la democracia interna en México. De acuer-
do con Francisco Rodríguez Varela13 el hecho de que 
las autoridades electorales puedan intervenir en la 
vida interna de los partidos políticos se debe a que 
“la experiencia política de nuestro país ha demos-
trado que cuando no existen los suficientes contro-
les democráticos, los partidos pueden apoderarse 
de las instituciones y desviar sus actividades nor-
males y ordinarias”.  Por tanto, podemos decir que 
ha prevalecido la democracia pasiva (los partidos 
no están dispuestos a llevarla a cabo por voluntad 

Diciembre de 2018: http://revista.ibd.senado.gob.mx/index.php/
PluralidadyConsenso/article/view/80 p. 55 

12 Véase Moscoso, Martin. La democracia interna de los 
partidos políticos mexicanos: Una obligación constitucional. 
Recuperado de Gobierno MX, sitio web. Diciembre de 2018: 
http://www.ordenjuridico.gob.mx/Congreso/2doCongresoNac/
pdf/Moscoso.pdf   p.9

13 Véase Rodríguez, F.; Mendivil, C. (2017). La democracia in-
terna de los partidos políticos en México. Recuperado de Revista 
de Investigación sin Frontera, sitio web. Diciembre 2018: http://
revistainvestigacionacademicasinfrontera.com/sistema/index.
php/RDIASF/issue/view/14

propia) por encima de la democracia activa (los par-
tidos crean mecanismos de democracia interna por 
iniciativa propia). El que las autoridades electorales 
funjan como árbitros no significa que puedan inter-
ferir en la vida interna de los partidos libremente, 
basta con remitirse al artículo 41, base I, párrafo ter-
cero de la CPEUM.

8.1. El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación (TEPJF)

La autoridad electoral jurisdiccional a nivel federal 
y local es reactiva, ya que solamente resuelve casos 
referentes a la vida interna de los partidos cuando 
un militante lo solicita, no por iniciativa propia. El 
TEPJF ha establecido que los militantes solamente 
pueden acudir a los tribunales externos al partido 
cuando hayan agotado las instancias intrapartidis-
tas, salvo que, por las particularidades del asunto 
o actitudes de la autoridad responsable, el partido 
político puede acudir directamente a la vía constitu-
cional. El requisito de agotar las instancias internas 
antes de acudir a los tribunales externos tiene su ra-
zón de ser en que “los procedimientos previstos en 
la normatividad de los institutos políticos cumplan 
con los principios fundamentales del derecho pro-
cesal, de modo que estos resulten aptos y suficientes 
para reparar, oportuna y adecuadamente, las viola-
ciones a las leyes que se hayan cometido en el acto o 
resolución que se combata”. 

8.2. El Instituto Nacional Electoral (INE)

En el caso de la autoridad electoral administrativa, 
el INE juega un rol pasivo, así como también activo. 
Solamente puede organizar la elección de dirigentes 
internos cuando los partidos políticos se lo solici-
ten, aunque sí tiene incidencia activa en otras áreas 
como las precampañas, en las que, por ejemplo, es-
tablece ciertos requisitos para llevarlas a cabo, tales 
como el deber ser celebradas por todos los partidos 
dentro del mismo plazo para generar equidad en 
la contienda y el tener que dar el visto bueno a sus 
convocatorias para el registro de precandidaturas. 

9. Análisis de la Coalición “Por México al Frente” 
como la antítesis a la democracia interna de los 
partidos políticos

Para finalizar, el caso de la coalición “Por México 
al Frente” constituida por el Partido Acción Nacio-
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nal (PAN), el Partido de la Revolución Democrática 
(PRD) y Movimiento Ciudadano (MC) para com-
petir en el Proceso Electoral 2017-2018 es un claro 
ejemplo de las consecuencias que enfrentan los par-
tidos políticos cuando no hay procesos democráti-
cos internos, principalmente en lo que se refiere a la 
selección de candidatos y formación de la voluntad 
colectiva14. Referente a la selección de candidatos, 
la selección de Ricardo Anaya como el abanderado 
del PAN para la presidencia de la República fue re-
sultado de una arbitrariedad del actor en cuestión, 
ya que utilizó su posición de dirigente nacional, au-
nado a la complicidad de la cúpula partidista, para 
hacerse de la candidatura. Al no existir igualdad de 
condiciones para competir por dicha candidatura, 
Margarita Zavala, quien en muchas encuestas esta-
ba por encima de Ricardo Anaya en las preferencias 
electorales, optó por salirse del partido y buscar una 
candidatura independiente.

La vulneración a los principios democráticos 
para la selección de candidatos llegó a ser tan grave 
al grado que en la votación para elegir al candida-
to los militantes panistas solamente encontraron 
el nombre de Anaya en la boleta, no hubo más op-
ciones; esto marcó un retroceso en la consolidación 
de la democracia interna en el PAN, ya que en las 
pasadas elecciones internas para las elecciones 
presidenciales de 2006 y 2012 hubo al menos tres 
candidatos en la boleta. La falta de un proceso de-
mocrático interno resultó en un partido dividido y 
resultados electorales que situaron a Ricardo Anaya 
en un lejano segundo lugar, por más de 30 por cien-
to de diferencia respecto al primer lugar, Andrés 
Manuel López Obrador.

No tomar en cuenta a la militancia en general 
para tomar decisiones y, así, formar una voluntad 
colectiva, hacen a los partidos menos competitivos 
hacia el exterior. Para conformar la coalición “Por 
México al Frente” no se le preguntó a la militan-
cia de cada partido si estaba de acuerdo con dicha 
alianza, la cual terminó por ver como una traición a 
los ideales de su respectivo partido. En otro tiempo 
hubiera sido impensable una alianza entre la dere-

14 Figueroa, Héctor. (2018). Panistas avalan a Anaya como su 
candidato presidencial. Recuperado de Excelsior, sitio web. 
Diciembre de 2018: https://www.excelsior.com.mx/nacio-
nal/2018/02/11/1219686

cha y la izquierda. En el caso de MC fue la cúpula 
partidista, encabezada por Dante Delgado15, la que 
decidió que el PAN se quedara con la candidatura 
a la presidencia, aunado a que las cúpulas de los 
partidos decidieron que el PRD eligiera al candidato 
para la jefatura de gobierno de la CDMX. Ante la 
falta de consenso al interior de los partidos, la coa-
lición tuvo muchas dificultades para conformarse 
a nivel local, y al no haber sido tomados en cuenta 
para la conformación de la coalición muchos mili-
tantes optaron por no apoyarla.

Ambas violaciones a procesos democráticos para 
la toma de decisiones y selección de candidatos tra-
jeron como consecuencia resultados electorales es-
trepitosos para la coalición. Una de sus estrategias 
era llegar a una mayor parte del electorado al sumar 
a electores de las tres fuerzas políticas, pero fraca-
saron, no lograron ganar las elecciones más impor-
tantes como la presidencia, la jefatura de gobierno 
de la Ciudad de México y la mayoría de las guber-
naturas. Por ejemplo, Ricardo Anaya, abanderado 
por los tres partidos, obtuvo una menor proporción 
de votos que la candidata del PAN para la elección 
de 2012, Josefina Vázquez Mota. Lo único que re-
sultó de no tomar en cuenta a sus militantes fue el 
descontento y desconfianza de estos últimos, lo cual 
ciertamente los debilitó tanto al interior como al ex-
terior, y ahora son partidos de oposición muy debi-
litados que gozan de muy poca credibilidad.

Conclusiones

Ante la falta de legitimidad y confianza en los par-
tidos políticos, la consolidación de la democracia 
interna en la que se acerque el poder de toma de de-
cisiones a los militantes presenta la salida a dicha 
crisis no solo de credibilidad, sino que también de 
representación.  

Sí los partidos quieren reivindicarse frente a sus 
militantes y la ciudadanía en general deben de apli-
car el principio de “él buen juez, por su propia casa 
empieza”. Lo anterior es importante, porque su ac-
tuar al interior tendrá repercusiones en el ámbito 
exterior, principalmente la capacidad de cumplir 
con su finalidad de acceder al ejercicio del poder 
público.

15 Alcántara, S.; Zavala, M. Dante apoya a Anaya y da ultimá-
tum al frente. Recuperado de El Universal, sitio web. Diciem-
bre de 2018: https://www.eluniversal.com.mx/elecciones-2018/
dante-apoya-anaya-y-da-ultimatum-al-frente
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El tema electoral

¿Qué esperar y qué no 
de las candidaturas 
independientes en México?
Por Jorge Luis Hernández Altamirano

Resumen

Después de décadas de resistencia, las 
candidaturas independientes son una 
realidad en todo México y, en el caso de 
las elecciones federales, se han aplicado 
en los procesos de 2015 y 2018. 

Luego de inesperados éxitos electo-
rales se comenzaron a fincar esperanzas 
en este instrumento como una válvula 
de escape a la crisis de representatividad 
del sistema electoral.  Sin embargo, los 
resultados más recientes sugieren que 
la explicación del éxito, o no, de esta vía 
de acceso a la representación política, 
depende mucho más de factores locales 
que de un hartazgo generalizado hacia 
los partidos políticos. 

Los procesos de 2015, y especialmen-
te de 2018, aportan una serie de aspectos 
a tratar si es que se desea hacer más útil 
la figura de los candidatos independien-
tes. En ese orden de ideas, la próxima re-
forma política deberá atender tres gran-
des retos en esta materia: 1) evitar que 
sean refugio para militantes derrotados 
en sus procesos internos; 2) vigilar que, 
debido al poco financiamiento, no sean 
influidas por intereses ilegales; 3) pro-
mover que, superando el clásico discurso 

antisistema, abonen a la calidad de la de-
mocracia mexicana.

Palabras clave: Candidaturas inde-
pendientes; México; Crisis de represen-
tación; Sistema electoral; Reforma elec-
toral. 

Introducción

Las candidaturas independientes 
constituyen una de las más recien-
tes innovaciones al sistema mexi-

cano. Después de años de resistencia por 
los partidos políticos se les ha estimado 
como una posible válvula de escape al 
descrédito de la democracia. No obs-
tante, la implementación del modelo y 
las enseñanzas que deja su aplicación 
nos permiten ser mucho menos optimis-
tas respecto a un elemento que, aunque 
necesario, también plantea riesgos que 
pueden desvirtuar la representación ciu-
dadana.

En un contexto de creciente desencan-
to con la democracia más nos vale saber 
que las candidaturas independientes 
constituyen sólo una vía distinta para 
llegar a la boleta y no necesariamente un 
proceso de reclutamiento de personas 
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virtuosas y comprometidas con las mejores cau-
sas. Este ensayo parte de la premisa según la cual 
las candidaturas independientes en México son 
una condición necesaria, pero no suficiente, para la 
superación de la crisis de la democracia; y, por el 
contrario, se hace imprescindible mejorarlas en su 
marco legal y en su aplicación.

En ese orden de ideas, se abordará, inicialmente, 
un panorama actual del sistema político mexicano, 
colocando especial énfasis en el desapego democrá-
tico. En la siguiente sección se recordará el proceso 
por el que se adoptó la figura de las candidaturas in-
dependientes, específicamente de las reformas en la 
materia. Al mismo tiempo, se realizará una compa-
ración de los dos procesos electorales federales en 
los que han podido participar candidatos indepen-
dientes en 2015 y 2018. Posteriormente se señalan 
tres de los grandes retos que las candidaturas inde-
pendientes enfrentan: 1) los tránsfugas; 2) el riesgo 
del financiamiento; y 3) la tentación de asumir un 
discurso antipolítico.

Sirvan estas reflexiones para seguir motivando el 
estudio de esta figura, que ha llegado para quedarse, 
en el entendido de que, para saber qué esperar, hay 
que conocer la herramienta aplicada, sus límites y 
alcances, pues si tenemos expectativas exageradas 
tal vez estaremos matando un gran instrumento que 
sirve, pero no para todo lo que deseamos.

1. Panorama actual del sistema político 
mexicano

1.1. Desafección democrática

Los ciudadanos mexicanos están desencantados 
con la democracia. Así lo sugieren los datos de 2017 
y 2018, cuando sólo 38 por ciento de los ciudadanos 
está de acuerdo con la frase “la democracia es pre-
ferible a cualquier otra forma de gobierno”, el nivel 
más bajo desde que comenzó la medición en el año 
1995 (Latinobarómetro, 2018: 16). En realidad, por 
todo el mundo abundan ejemplos del desgaste de-
mocrático: la irrupción de figuras populistas, el re-
torno a los extremismos y las posiciones nacionalis-
tas son ejemplos patentes. Pero, en América Latina, 
México es, junto con Brasil, Honduras, Guatemala y 
El Salvador, de los más desafectos.

El desencanto parece estar relacionado con los 
pobres resultados del país en materia económica 
y el ensanchamiento de las desigualdades, pues el 
discurso equiparó a un Estado democrático con uno 

exitoso económicamente. Se decía que el desarrollo 
democrático desencadenaría automáticamente uno 
de tipo económico. De hecho, los debates sobre la 
correlación entre democracia y crecimiento econó-
mico continúan. Acemoglu, et. al (2017) y, en con-
traparte, Gerring, et. al (2005) son ejemplo de ello.

Sea como fuere, existe entre la ciudadanía una 
convicción de que urgen medidas importantes que 
a veces se ven limitadas por el régimen democrá-
tico. La Encuesta Nacional sobre Cultura Política 
y Prácticas Ciudadanas (ENCUP) del 2012 nos re-
vela estas pulsiones autoritarias. En esa medición, 
50.5 por ciento de los mexicanos está de acuerdo o 
muy de acuerdo con la afirmación de que, en caso 
de problemas muy serios, el presidente no se limite 
a lo que dicen las leyes; 48 por ciento avala que, en 
el mismo caso, se imponga usando la fuerza; y 34 
por ciento aprobaría el control de medios de comu-
nicación y que se ignore a los partidos políticos y al 
Congreso.

Urgen entonces mecanismos para solventar este 
desencanto, pues combinado con las pulsiones se 
corre el riesgo de promover y sostener regímenes 
autoritarios, que recorten libertades e impongan 
una política de mano dura, con la oferta del anhela-
do desarrollo económico.

1.2. Descrédito de los partidos políticos

Los partidos políticos enfrentan un problema serio 
frente a la población, que si bien los ve como ne-
cesarios para que el país mejore [67 por ciento de 
los mexicanos], (ENCUP, 2012), cada vez tiene me-
nos credibilidad en ellos [la encuesta de confianza 
institucional realizada por Mitofsky para el perió-
dico El Economista les ubica en la parte más baja 
del tablero con una calificación promedio de 4.4 en 
una escala de 0 a 10] (Mitofsky, 2017). El descrédito 
de los partidos es común en toda América Latina; 
Latinobarómetro reporta que el porcentaje de per-
sonas que dice confiar mucho o algo en los partidos 
apenas alcanza un promedio de 13 por ciento en La-
tinoamérica, mientras que en México llega al 11 por 
ciento (Latinobarómetro, 2018).

Estos datos permiten concluir que los ciudada-
nos no rechazan la idea de tener partidos políticos, 
pero sí la oferta actual. Esto es lógico porque, ade-
más, se les asocia con otro de los males regionales 
más fuertes: la corrupción.

Los elementos del partido cartel, propuestos por 
Katz y Mair (1995), permiten entender las principa-
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les críticas en un contexto en el que los límites ideo-
lógicos han sido dejados del lado para convertirse 
en meros accesorios; elementos que reforzados por 
un sistema como el mexicano, en el que los juga-
dores tienen, al mismo tiempo, la capacidad para 
definir las reglas del juego y, sobre todo, evitar la 
entrada de nuevos participantes, han derivado en el 
enquistamiento de élites partidistas, tal como lo se-
ñaló Michels hace ya más de un siglo; pero sustan-
cialmente distinto en un mundo en el que las redes 
han equiparado la estridencia y el volumen de la voz 
de líderes y simpatizantes

1.3. Nuevas herramientas (consultas populares 
y candidaturas independientes)

La democracia mexicana es una que se ha construi-
do a golpe de reformas legales y constitucionales. 
Parece fácil, pero entre 1977 y 1997, menos de veinte 
años, las elecciones pasaron de ser organizadas por 
el poder ejecutivo a manos de un organismo autó-
nomo y ciudadanizado, en tanto los partidos pasa-
ron de ser oposición testimonial a ser alternativas 
reales de gobierno y los resultados electorales de 
arrasadores a competidos e imprevistos. 

Las reformas siguen modificando las reglas de 
juego electoral, con el propósito de hacerlo más jus-
to y legítimo. Para atender a ese último aspecto se 
ha incorporado una serie de elementos, mucho más 
identificados con los esquemas de democracia semi 
directa o participativa como la reelección legislativa 
y las consultas populares. Se pensaba que estas he-
rramientas ayudarían a superar la crisis del sistema 
democrático e incrementar la calidad y cantidad de 
participación ciudadana; así se incluyeron reelec-
ción, consulta popular y candidaturas independien-
tes.

2. Implementación de las candidaturas 
independientes

2.1. Antecedentes: caso Castañeda Guttman

Moguel (2017) recuerda que hasta 1946 “no existió 
prohibición alguna a nivel constitucional o legal, 
para que los candidatos independientes pudiesen 
participar en las contiendas electorales sin necesi-
dad alguna de ser propuestos por un instituto po-
lítico” (443). Por su parte, Martínez (2017) señala 
que desde 1911 se contemplaron en la ley y no se 
estableció requisito alguno para su goce. De hecho, 

la desaparición de la figura, a través de la reforma 
política de 1946, no se explica sin la intención de la 
clase política por fortalecer al PRI y crear un siste-
ma de partido hegemónico, que aún se encontraba 
en ciernes.

Esta limitación derivó en recursos judiciales. El 
más paradigmático de ellos es el caso Castañeda 
Gutman, en el que Jorge Castañeda buscó, en 2004, 
ser registrado como candidato a la Presidencia de la 
República para las elecciones de 2006, aduciendo 
que cumplía con los requisitos constitucionales y 
que la Constitución le otorgaba el derecho explíci-
to a ser votado. La respuesta del entonces Instituto 
Federal Electoral (IFE) confirmó que, para ellos, la 
presentación de candidatos era facultad exclusiva 
de los partidos políticos.

Ante esto, Castañeda promovió dos amparos 
que, finalmente, no tuvieron éxito, lo que llevó al 
ciudadano a inconformarse ante la Corte Interame-
ricana de los Derechos Humanos (CIDH) en 2005, 
la que determinó que efectivamente el Estado mexi-
cano había violado el derecho de Castañeda, al no 
tener forma de controvertir la constitucionalidad 
del artículo del COFIPE que daba el monopolio de 
la representación a los partidos políticos. También 
estableció que era potestad de los Estados la defini-
ción de las particularidades del sistema electoral, lo 
que detonó el debate en torno a cómo garantizar el 
derecho al voto activo.

Reformas constitucionales nacionales 

El 9 de agosto de 2012 fue aprobada una reforma 
constitucional que reconocía el derecho de los ciu-
dadanos a solicitar su registro como candidatos 
independientes; pero su reglamentación federal 
no estaría completa sino hasta la aprobación de la 
Ley General de Instituciones y Procesos Electorales 
(LGIPE), emitida en el contexto de la reforma polí-
tica de 2013, y publicada en 2014.

El esquema contemplado en la Ley General se-
ñala una serie de pasos por los que los ciudadanos 
que deseen aspirar a un cargo de representación 
política deben pasar: 1) obtienen primero el estatus 
de “aspirante a candidato independiente” luego de 
cumplir una serie de requisitos legales; 2) una vez 
que se ha declarado la procedencia de la solicitud, 
el aspirante y su equipo de voluntarios tienen un 
cierto plazo para reunir el equivalente de firmas al 
2 por ciento de la lista nominal de electores, en el 
caso de candidaturas a la Cámara de Diputados o el 
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Senado y 1 por ciento para el caso presidencial; 3) 
finalmente, aquéllos que superen el umbral podrán 
ser registrados como candidatos y se ceñirán a las 
normas de campaña normales.

2.2. Implementación nacional en 2015

Una vez aprobada la modificación legal, en 2014-
2015 acudimos a la primera experiencia de candida-
turas independientes a nivel federal. Esa vez 57 ciu-
dadanos, siete mujeres y 50 hombres, cumplieron 
con los requisitos establecidos en la convocatoria 
del INE y alcanzaron el estatus de “aspirantes”, que 
entre el 30 de diciembre de 2014 y hasta el 27 de fe-
brero de 2015 buscaron el respaldo ciudadano de al 
menos 2 por ciento de la lista nominal de su distri-
to. La obtención del respaldo ciudadano se realizó a 
través de unos formatos, emitidos por la autoridad 
electoral, que debían ser firmados por los ciudada-
nos que desearan dar su apoyo, incluyendo algunos 
datos contenidos en su credencial para votar y una 
copia fotostática de ésta.

Con este sistema sólo 22 personas, dos mujeres 
y 20 hombres, consiguieron llegar a la boleta: una 
de Chihuahua, una del Distrito Federal, una de Hi-
dalgo, una de Nayarit, una de Nuevo León, dos de 
Puebla, una de Quintana Roo, cinco de Sinaloa, una 
de Tabasco, tres de Tamaulipas, una de Tlaxcala y 
cuatro de Veracruz. Lamentablemente, sólo uno de 
ellos ganó su contienda: Manuel Clouthier Carrillo, 
con 47,730 votos, es decir un 42.45 por ciento de 
la votación de su distrito. El desempeño de los no 
ganadores fue variado: seis no pasaron del 3 por 
ciento, dos se ubicaron entre 3 y 5 por ciento, ocho 
obtuvieron entre 5 y 10 por ciento de los votos, dos 
entre 10 y 15 por ciento y cuatro entre 15 y 20 por 
ciento (Tribunal Electoral, 2015).

2.3 Implementación nacional en 2018

Aunque en el proceso electoral de 2017-2018 hubo 
candidaturas independientes en los tres cargos fe-
derales, me concentraré en el caso de las diputacio-
nes federales, para favorecer la comparación res-
pecto a 2015. En este proceso, el Instituto Nacional 
Electoral (INE) implementó un nuevo sistema para 
la recolección de respaldos ciudadanos. Se trataba 
de una aplicación móvil que, inicialmente, podría 
ser descargada por cualquier persona y en la que 
podría otorgar su apoyo a los aspirantes.

En esta ocasión, 240 personas manifestaron su 

intención de ser candidatas a una diputación, pero 
sólo 187 cumplieron con los requisitos para obte-
ner el estatus de “aspirante”. Acabado el plazo de 
recolección, una auditoría a los apoyos denunció 
que 17 aspirantes habían ingresado simulaciones 
de credenciales para votar al sistema y seis de ellos 
copias fotostáticas, y sólo 40 ciudadanos llegaron a 
la boleta para contender por el cargo de diputado 
federal. Geográficamente, los aspirantes provenían 
de Baja California (1), Chiapas (2), Chihuahua (4), 
Guanajuato (1), Guerrero (3), Hidalgo (1), Jalisco 
(4), Michoacán (2), Morelos (2), Nuevo León (8), 
Oaxaca (1), Sinaloa (2), Sonora (1), Tabasco (4), Ta-
maulipas (2) y Veracruz (1) (INE, 2018).

A diferencia de 2015, ningún candidato pudo 
ganar; de hecho, sólo cinco de ellos superaron la 
barrera de los 30 mil votos, tres de ellos de Jalisco 
ligados a la plataforma de Pedro Kumamoto, y cua-
tro entre 20 y 30 mil, doce obtuvieron entre 10 mil y 
20 mil, cinco estuvieron entre los cinco mil y 10 mil 
y 13 no superaron los cinco mil votos (INE, 2018). 
Esos 12 casos llaman poderosamente la atención 
porque ni siquiera igualaron el número de respaldos 
que necesitaron para llegar a la boleta.

Ante estos resultados, hay una serie de factores 
en la implementación que pueden explicar el estado 
actual de las candidaturas independientes:

1.	 La implementación de la aplicación móvil que 
presentó algunas fallas; de hecho, el INE tuvo 
que otorgar días extra a los aspirantes deriva-
dos de esos sucesos, que además requería de 
cierto tipo de teléfono y de infraestructura en 
comunicaciones para subir los respaldos a la 
nube de la autoridad electoral. El nuevo siste-
ma tampoco contó con la difusión suficiente y 
quienes más resintieron la curva de aprendi-
zaje fueron, precisamente, los aspirantes a las 
diputaciones federales, por ser los primeros 
en recolectar apoyos.

2.	 El calendario de recolección de firmas, que 
se empalmó con el periodo vacacional de in-
vierno, situación que provocaba sorpresa en-
tre muchos electores, al solicitar apoyo nueve 
meses antes del día de la elección.

3.	 Un escenario de elecciones concurrentes, en 
el que mediática y socialmente la agenda es 
acaparada por la elección presidencial, lo que 
provocó un efecto de cascada entre los candi-
datos de la coalición que, finalmente, ganó la 
presidencia.

4.	 La poca claridad sobre la posibilidad de que 
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servidores públicos en funciones puedan en-
trar a un proceso de búsqueda de respaldo, 
lo que difumina las fronteras entre servidor 
público y aspirante independiente, así como 
coloca sospecha sobre el posible uso de recur-
sos públicos en campaña.

Esos desafíos exigen un mejor diseño institucio-
nal y deberían ser materia de la próxima propuesta 
de reforma a las candidaturas independientes. Si 
deseamos más y mejores candidaturas sin partido, 
urge ofrecerles cancha pareja para el desempeño de 
sus funciones.

3. Desafíos

En el terreno de lo deseable, las candidaturas inde-
pendientes son el espacio para liderazgos comuni-
tarios que no desean ser constreñidos por acuerdos 
partidistas o contaminados por prácticas arraiga-
das. Sin embargo, sus posibilidades de éxito y la 

reglamentación en ciernes dibujan, al menos, tres 
retos:

3.1. Los tránsfugas 

Martínez (2017) realiza un análisis estadístico sobre 
el número de inconformidades de militantes con las 
convocatorias y los procesos internos de selección de 
candidatos de sus partidos políticos. Y asegura que, 
ante la captura de los procesos por parte de las diri-
gencias y la poca frescura de éstos para abrir espacio 
a grupos desfavorecidos intrapartidos, son elemen-
tos que podrían ayudar a “explicar que algunos de 
sus miembros, especialmente desfavorecidos por 
decisiones al interior de los mismos, vieran con bue-
nos ojos la posibilidad de competir por la vía electo-
ral utilizando rutas distintas a las partidistas.” (28)

Esta situación se combina con el diseño institu-
cional a nivel federal, donde no existen candados 
para que militantes de partidos políticos se puedan 
registrar como candidatos independientes. El pro-
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blema es que la existencia de este tipo de figuras, 
ampliamente conocidas por la ciudadanía, desvir-
túa la figura y coloca un halo de duda entre el resto 
de los aspirantes y candidatos que, una y otra vez, 
se ven obligados a demostrar que detrás de él no se 
encuentran intereses partidistas.

3.2. Los intereses particularistas

En lo que parece una medida obvia, el INE no otor-
ga financiamiento público alguno a los aspirantes a 
candidatos independientes; sin embargo, la propia 
configuración legal les impone una serie de requisi-
tos que exigen, en primer lugar, gastos para cumplir 
con los requisitos y, una vez siendo aspirantes, la 
profesionalización de sus equipos, así como la ge-
neración de materiales para la difusión de su pro-
puesta.

No obstante, el Sistema de Fiscalización del INE 
indica que de 185 aspirantes independientes 99 
reportaron tener $0.00, y trece aspirantes repor-
taron ingresos por más de 80 mil pesos, pero sólo 
seis gastaron más allá de ese umbral. En ese orden 
de ideas seis reportaron saldo negativo al final del 
periodo; 113, balance en ceros; y 66, saldo positivo 
(INE, 2018b).

Aunque son destacables los esfuerzos institucio-
nales del INE para cumplir las tareas de fiscalización 
que el marco normativo les impone, el problema es 
que, en la medida en que parece demostrada la ne-
cesidad de recursos, esta situación abre la puerta 
a posibles presiones externas hacia los aspirantes 
independientes, quienes, en aras de obtener esas 
facilidades podrían poner sus estructuras y campa-
ñas al servicio de intereses no declarados, a veces 
incluso ilegales. 

3.3. La tentación del antisistema

Woldenberg (2016) ha denunciado la falsa idea de 
que existe un “partido de los independientes”, en el 
que los ciudadanos que se encuentran de este lado 
de la cancha adquieren, por contraposición, todas 
las virtudes cívicas de las que carecen los devalua-
dos partidos políticos.

En esa narrativa de buenos contra malos, el pro-
blema es que los candidatos independientes pueden 
convertirse en personajes monotemáticos, dedica-
dos exclusivamente a denunciar a los partidos po-
líticos y sus ciertas, pero conocidas, fallas al país. 
La fórmula ya ha resultado exitosa para candidatos 

a nivel local, pero no siempre puede ser útil. De 
hecho, la explicación de los fallidos resultados in-
dividuales de los candidatos independientes podría 
estar relacionada con esas causales, ¿qué tanto le 
gustaba al votante la actitud anti política?, ¿qué tipo 
de iniciativas está exigiendo la gente de este tipo de 
alternativas?

4. A manera de conclusión, ¿qué esperar  
de las candidaturas independientes?

Como se ha señalado a lo largo de esta investiga-
ción, las candidaturas independientes son una he-
rramienta necesaria, pero no suficiente para el de-
sarrollo y la revitalización de la democracia; porque 
la posibilidad de acceder a candidaturas por vías 
distintas al acuerdo partidista permite incorporar 
nuevos e interesantes perfiles.

Sin embargo, pensar que todos los candidatos 
independientes son buenos por el sólo hecho de 
no pertenecer a un partido político, como muchos 
intentan hacerlo creer, es otorgar una explicación 
infantil a un problema grave. Antes bien, se necesi-
tan nuevos actores que aprovechen esa libertad para 
salirse del esquema rentista electoral y proponer al-
ternativas de política pública arriesgadas, capaces 
de representar algo distinto.

Como todo sistema electoral, la forma en la que 
están diseñadas las reglas del juego producen efec-
tos no intencionados. Por eso es necesario revisar a 
detalle cuál ha sido el destino de los candidatos in-
dependientes y qué explica que no hayan obtenido 
resultados importantes en el último proceso electo-
ral. Atender las áreas de mejora puede desembocar, 
sin duda, en un instrumento aún más útil para la de-
mocracia; pero sería engañoso e injusto pretender 
que las candidaturas independientes resuelvan un 
largo problema de legitimidad. En pocas palabras: 
“no le podemos pedir peras al olmo”.
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El político se convierte en estadista 
cuando comienza a pensar en las 
próximas generaciones y no en las 
próximas elecciones.

Winston Churchill

Hace algunos años1, en una mesa 
de análisis sobre democracia y 
participación ciudadana desde 

la Constitución, una regidora distingui-
da disertó sobre dos casos de elección 
de autoridades auxiliares a las munici-
pales, concretamente la de jefaturas de 
tenencia. En su intervención, de manera 
puntual e ilustrativa la funcionaria mu-
nicipal recordó los desafíos que enfrentó 
la autoridad municipal para garantizar a 
los miembros de las tenencias la elección 
de sus representantes.

En la plática se dijo que se trató de 
una elección, pero con rasgos de munici-
palidad o, quizás, de una elección admi-
nistrativa con tintes de elección consti-
tucional. Es importante mencionar que, 
cualquiera que haya sido su característi-
ca, el acto no es menor y mucho menos 
intrascendente; se trata de la elección de 
una autoridad auxiliar a la municipal que 
coadyuva para generar condiciones de 

1 Nota: una versión de este artículo se publicó en 
el portal de noticias http://www.respuesta.com.
mx, el martes 4 de abril de 2017.

De elecciones de 
autoridades auxiliares 
municipales y algo más...
Por Ramón Hernández Reyes*

gobernabilidad, de ahí su importancia.
Lo anterior nos obliga a reflexionar 

sobre la necesidad de generar las con-
diciones a las autoridades municipales 
para que lleven a cabo de manera íntegra 
sus dos funciones primordiales: prestar 
los servicios públicos que la Constitu-
ción les mandata (alumbrado público, 
agua potable, recolección de basura, en-
tre otros) y gobernar para los ciudadanos 
del municipio, este último un tema sen-
sible y complejo.

De tal suerte que el rubro de la orga-
nización de las elecciones de las autori-
dades auxiliares municipales parece ser 
un tema que se escapa de las tareas pri-
mordiales que tienen los ayuntamientos.

Mucho se ha discutido en torno al 
nuevo ensamblaje electoral sobre la 
permanencia de los órganos electora-
les administrativos de las entidades de 
la República, so pretexto de que casi la 
mayoría de las actividades relativas al 
proceso electoral las lleva a cabo el Ins-
tituto Nacional Electoral, afirmación por 
demás simplista.

Por el contrario, uno de los elemen-
tos que deben contribuir a pensar sobre 
la necesidad de la permanencia de los 
mal llamados Organismos Públicos Lo-
cales Electorales (OPLE) es precisamen-
te que se les robustezca de facultades y, 
por consiguiente, de actividades como es 
la del caso referido. A los institutos elec-

Otros 
temas 
electorales
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torales, por disposición de la ley, les corresponde la 
organización de los procedimientos de participación 
ciudadana; es decir, potenciar el ejercicio de los de-
rechos político-electorales de los ciudadanos, entre 
los que no sólo se encuentran los procesos electora-
les, sino también están otros tantos, y uno de ellos 
debe ser precisamente la elección de las autoridades 
auxiliares municipales.

En efecto, esta función, en vez de que la organice 
y le dé seguimiento la autoridad municipal, debe ser 
competencia del órgano electoral administrativo, 
por dos razones principales: primera, porque los 
organismos electorales administrativos son entes 
especializados en la materia que les corresponde 
llevar a cabo la organización para la ejecución de los 
derechos políticos-electorales de los ciudadanos, y 
al ser la elección de las autoridades auxiliares de 
la administración pública municipal uno de estos 
ejercicios, la competencia debe de estar a cargo de 
los organismos electorales, dada su especialidad, y 
no reservarse esta facultad a las autoridades muni-
cipales; y segunda, porque la legitimación y legali-
dad del proceso de renovación de las autoridades 
auxiliares municipales es más sencillo que se lleve 
a cabo a través de un organismo especializado e im-
parcial en la materia, mismo que debiese tener fa-
cultad para ello y, además, los recursos necesarios, 
sin que esto implique una carga económica para la 
hacienda pública municipal.

¿Cuáles son las características con que cuentan 
las elecciones de autoridades auxiliares municipales 
similares a los procesos electorales? Es simple, po-
dríamos resumir que casi todas las elecciones de 
referencia deben contar con mesas directivas de ca-
silla y, por lo tanto, con personal a cargo; los funcio-
narios deben estar capacitados para el rol que van 
a desempeñar, y deben también contar con mate-
rial y documentación electoral el día de la jornada. 
Asimismo, dicha organización exige contar con un 
listado nominal y un padrón electoral, así como los 
ciudadanos deben postular a los candidatos que los 
representen, entre otros requisitos. 

De ahí que la organización de un proceso de esta 
índole no es sencilla. Por el contrario, es más bien 
compleja.

En materia jurisdiccional, los conflictos deriva-
dos de la preparación y los resultados de dicha elec-
ción han sido resueltos por el Tribunal Electoral del 

Estado de Michoacán, una razón más para que los 
actos administrativos necesarios estén a cargo de un 
organismo especializado como es el instituto electo-
ral local.

En el tiempo en que se dio la charla de la re-
gidora, se dio el caso exitoso en la elección de las 
autoridades de la tenencia de Santa Cruz Tanaco2, 
Michoacán. Sólo por recordar ese caso, este proceso 
se realizó a través de sistemas normativos propios 
–mejor conocidos como usos y costumbres– y esta 
actividad fue desarrollada por el propio órgano ad-
ministrativo electoral, lo cual ayudó a la autoridad 
administrativa de Cherán para no distraerse en sus 
actividades y así se garantizara a la ciudadanía que 
un ente gubernamental diferente al municipio fuera 
quien los auxiliara a elegir a sus autoridades. 

En conclusión, es importante que en la legisla-
ción de Michoacán que regula los mecanismos de 
participación ciudadana se incluya la elección de 
autoridades auxiliares municipales, junto con las 
que se encuentran ya establecidas; que se faculte 
a la autoridad administrativa electoral a organizar 
y realizar dicho ejercicio y también que se modifi-
que, incluso, el nombre del Instituto Electoral de 
Michoacán a Instituto Electoral y de Participación 
Ciudadana del Estado de Michoacán (IEPCMICH), 
dado que a dicha institución administrativa le co-
rresponde, aparte de las elecciones, llevar a cabo la 
organización de mecanismos de participación ciu-
dadana como son el plebiscito, el referéndum, la 
consulta ciudadana e indígena, la iniciativa popular 
y el presupuesto participativo, entre otros.

2 Sólo por mencionar uno de los casos que al Instituto Electoral 
de Michoacán le ha tocado organizar en comunidades indígenas. 
Cabe señalar que, en sesión ordinaria, el Instituto Electoral de 
Michoacán aprobó las normas y procedimientos para que esta 
tenencia michoacana pudiera realizar sus elecciones bajo el 
modelo de usos y costumbres, al igual que su cabecera municipal, 
Cherán. Según el acuerdo CG-69/2015, tanto Cherán como Santa 
Cruz Tanaco elegirían a sus representantes el día 3 de mayo de 
2015 –un mes antes que las elecciones por partidos políticos- 
y tres días después el Consejo General del IEM entregaría las 
constancias de mayoría a los integrantes de los consejos, en caso 
que la elección sea válida. Con este acuerdo, Santa Cruz Tanaco 
se convertiría, de hecho, en la segunda comunidad purépecha 
en elegir a sus autoridades de forma tradicional desde Cherán 
en 2011.
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La sucesión de reformas electorales

Aun cuando fue el detonador de la 
Revolución Mexicana encabeza-
da por Francisco I. Madero con el 

lema “Sufragio efectivo. No reelección” 
contra Porfirio Díaz, quien por cierto 
encabezó luchas similares contra Benito 
Juárez y Lerdo de Tejada, lo que pode-
mos ubicar en las discusiones del Consti-
tuyente del 17 es que el tema electoral no 
fue central ni sustantivo.

En el nivel constitucional tuvo que 
llegar el 17 de octubre de 1953 para que 
se reformara el artículo 34 al precisar 
que “son ciudadanos de la República los 
varones y las mujeres que, teniendo la 
calidad de mexicanos…”, lo cual tuvo un 
impacto sustantivo en lo electoral al du-
plicar el número de sufragantes.

También es relevante referir que el 
22 de junio de 1963 se publicó la reforma 
al 54 constitucional para introducir la fi-
gura de diputados de partido, la cual re-
presenta un antecedente relevante de la 
representación proporcional en México.

De manera perdida en la arqueología 
electoral mexicana luego vino otra refor-
ma al mismo artículo 34 constitucional 
del 22 de diciembre de 1969, con lo cual 
se generalizó la condición de ciudadanía 
a los 18 años, sin necesidad de estar ca-
sados.

Fue hasta la reforma del 6 de diciem-
bre de 1977 cuando en el artículo que el 
Constituyente del 17 se refirió a la forma 
como el pueblo ejerce su soberanía, por 
medio de los Poderes de la Unión, en 

Tiempos de reformas 
electorales
Por David Alejandro Delgado Arroyo*

prácticamente un párrafo, para después 
convertirse en el artículo central de las 
reformas electorales, al introducirse la 
figura de los partidos políticos –además 
de otras reformas trascendentes a otros 
artículos constitucionales–, como definir 
un número constante a las diputaciones 
de mayoría relativa en 300 y la creación 
de las diputaciones de representación 
proporcional.

Menos de diez años después, el 15 de 
diciembre de 1986 se presentó una nueva 
reforma con la cual se incrementó de 100 
a 200 las diputaciones de representación 
proporcional y aparecieron tenuemente 
instituciones electorales como un tribu-
nal especializado en la materia electoral.

Pero es hasta la reforma publicada el 
6 de abril de 1990 cuando se crea en el 
artículo 41 constitucional un organismo 
público, profesional en su desempeño y 
autónomo en sus decisiones, que luego 
en la legislación secundaria se denomi-
naría Instituto Federal Electoral (IFE), 
entre otras reformas.

Con la reforma constitucional de 
1990 vendría una intensa sucesión de 
reformas electorales que no me deten-
dré en su desarrollo: 3 de septiembre de 
1993, 19 de abril de 1994, 22 de agosto 
de 1996, 13 de noviembre de 2007, 29 de 
julio de 1999, 9 de agosto de 2012, 10 de 
febrero de 2014, 27 de mayo de 2015, 27 
de enero de 2016 y 29 de enero de 2016.

Aun cuando las reformas de 1996 fue-
ron denominadas como definitivas y que 
se intentó darle estabilidad al sistema 
electoral mexicano, ello no fue posible 
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por la aparición de nuevos temas que los actores po-
líticos demandaron en términos de ampliación de 
derechos, condiciones de equidad de la competen-
cia o diversos controles electorales, además de los 
propios cambios que la tecnología genera.

Lo anterior puede observarse con la sucesión de 
reformas, entre ellas las de 2007 y 2014, que fueron 
muy sustantivas, la primera por otorgar al IFE la 
administración de los tiempos del Estado en radio 
y televisión en la materia, en tanto la segunda por 
generar el Sistema Nacional de Elecciones, con lo 
cual se modificó el nombre del organismo público 
de IFE a Instituto Nacional Electoral (INE).

Las iniciativas presentadas en la LXIV legislatura

El tema electoral y de participación ciudadana sigue 
presente en el Congreso de la Unión, de tal manera 
que del 1 de septiembre de 2018 al 30 de abril de 
2019 se han presentado 76 iniciativas ante la Cáma-
ra de Diputados y 44 iniciativas ante la Cámara de 
Senadores, en total 120 durante los dos periodos or-
dinarios de sesiones de la LXIV Legislatura.

A continuación clasificaré las principales pro-
puestas que aparecen en las Gacetas Parlamentarias 
de ambas cámaras, sin referir autor ni partido del 
cual provienen las principales inquietudes, con un 
método puramente descriptivo, considerando siem-
pre aquellas que pueden tener repercusiones en las 
atribuciones de las autoridades electorales, sin que 
ello implique necesariamente que vayan a ser apro-
badas.

En primer lugar hay un conjunto de iniciativas 
que podríamos clasificar como de ampliación de de-
rechos:

•	 Las que proponen establecer la obligación de 
registro de candidaturas en distritos indíge-
nas, creación de una circunscripción pluri-
nominal indígena para asignación de diputa-
ciones de representación proporcional, la de 
cuota indígena en las listas de candidaturas al 
Senado de representación proporcional.

•	 Las que proponen una circunscripción para 
elegir candidaturas residentes en el extran-
jero, o bien, acceso de ciudadanos residentes 
en el extranjero a los primeros lugares de las 
listas de representación proporcional para di-
putaciones y senadurías; así como inclusión 
de por lo menos una persona migrante como 
consejero electoral del Consejo General del 
INE.

•	 Las que proponen que se debe garantizar 
un porcentaje mínimo de 5 por ciento de las 
candidaturas a puestos de elección popular 
federales y locales reservados a personas con 
discapacidad, además de implementar el voto 
domiciliado para las y los ciudadanos con dis-
capacidad física, visual o motriz.

•	 Cuota 30/30 que significa que el 30 por ciento 
de las candidaturas a cargos de elección po-
pular serán para jóvenes menores de 30 años; 
cabe precisar que hay otra iniciativa en que 
maneja que dicho 30 por ciento serán para jó-
venes de entre 21 y 35 años, además de otra 
iniciativa que pretende reducir de 18 a 16 años 
la edad para ser ciudadano mexicano, y otra 
más que reduce a 18 años la edad para ser di-
putado federal.

En segundo lugar, aquellas reformas que están 
motivadas por la austeridad:

•	 Las que proponen modificar la fórmula para 
determinar el financiamiento público para 
el sostenimiento de las actividades ordina-
rias permanentes de los partidos políticos 
cambiando a 33 por ciento el valor diario de 
la Unidad de Medida y Actualización que se 
multiplica por el número total de ciudadanos 
inscritos en el padrón electoral, lo cual redu-
ciría a la mitad el conjunto del financiamiento 
público. Otras pretenden eliminar por com-
pleto el financiamiento público, y otra más 
que cambia la fórmula para determinar el fi-
nanciamiento público como producto de la su-
matoria de dos factores: multiplicar el 20 por 
ciento de la Unidad de Medida y Actualización 
por el total de ciudadanos inscritos en el Pa-
drón Electoral y multiplicar el 30 por ciento 
de la Unidad de Medida y Actualización por el 
total de la votación nacional emitida.

•	 La que propone reducir a 24 minutos diarios 
los tiempos del Estado en radio y televisión 
administrados por el INE desde las precam-
pañas hasta el día de la jornada electoral.

•	 La fusión de las áreas de Organización Elec-
toral y de Capacitación Electoral y Educación 
Cívica del INE.

•	 Reducción de plurinominales de 200 a 100. 
Otra propone disminuir a 240 los distritos 
electorales federales y a 160 las diputaciones 
de representación proporcional.

•	 La que propone eliminar los Organismos Pú-
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blicos Locales Electorales (OPLE), de manera 
que los consejos locales del INE se conviertan 
en órganos permanentes cuyos consejeros 
sean designados por la Cámara de Diputados 
y en donde participen como secretarios ejecu-
tivos los delegados, quienes serán designados 
por el Consejo General del INE.

•	 La que propone establecer que la austeridad 
debe permear a todas las instancias del poder 
público en el estado, incluyendo a los organis-
mos públicos autónomos.

En tercer lugar, las que proponen mejorar las 
condiciones de equidad en la competencia:

•	 La que propone que una vez determinado el 
financiamiento público la distribución se rea-
lice en un 40 por ciento igualitario y en un 60 
por ciento proporcional al porcentaje de votos 

que hubieren obtenido en la elección de dipu-
tados inmediata anterior. 

•	 La que propone distribuir los tiempos en radio 
y televisión en materia electoral en un 40 por 
ciento en forma proporcional a los resultados 
de la elección para diputados federales inme-
diata anterior y el 60 por ciento restante divi-
dido en partes iguales.

En cuarto lugar, las que tienen que ver con am-
pliar los mecanismos de participación ciudadana.

•	 La que propone establecer una Ley General de 
Participación Ciudadana que defina a la con-
sulta popular en tres modalidades plebiscito, 
referéndum y revocación de mandato, pero 
también se regule en dicha ley el presupuesto 
participativo y la iniciativa ciudadana.

•	 La que establece simplificar la presentación de 
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iniciativas ciudadanas sin el requisito de un nú-
mero mínimo de firmas para ser considerada.

•	 La que establece que sólo podrán solicitar re-
vocación de mandato el equivalente a 2 por 
ciento de los ciudadanos inscritos en la lista 
nominal de electores en la demarcación terri-
torial correspondiente y que sólo será vincula-
torio cuando participen al menos un tercio de 
los ciudadanos inscritos en dicha lista.

•	 La que propone que las consultas populares 
puedan ser convocadas –entre otras figuras– 
por el punto 25 por ciento de los ciudadanos 
inscritos en la lista nominal de electores.

•	 La que establece que en caso de que ningún 
candidato obtenga la mayoría absoluta del 50 
por ciento de la votación emitida se procederá 
a una segunda vuelta electoral.

En quinto lugar, las que tienen que ver con pro-
puestas técnicas para mejorar la operación elec-
toral.

•	 La que otorga facultades al Consejo General 
del INE a efecto de implementar el voto elec-
trónico.

•	 La que otorga facultades al Consejo General 
del INE para organizar la constitución de la 
base de datos correspondiente a la Plataforma 
de Resultados Electorales Nacionales, lo que 
implica tanto resultados federales como de las 
entidades federativas.

•	 La que propone abrir la confidencialidad de 
los datos del Registro Federal de Electores, no 
sólo al juez competente sino también a cues-
tiones relacionadas con seguridad nacional en 
materia de inteligencia financiera.

•	 La que propone fortalecer las atribuciones del 
INE en materia de cultura política democráti-
ca y construcción de ciudadanía.

En sexto lugar, las que tienen que ver con medi-
das de control electoral:

•	 Las que establecen tipificar la violencia políti-
ca contra las mujeres, inclusive la que la esta-
blece como causal de nulidad de una elección.

•	 La que propone la prohibición a los partidos 
políticos a crear o manejar fideicomisos con 
recursos públicos o privados.

•	 La que propone prohibir la utilización de dis-
positivos electrónicos, con el fin de evitar la 
captura de fotografías o video en las casillas el 
día de la jornada electoral.

•	 La que prohíbe la colocación de propaganda 
en el transporte público y en las paradas.

•	 La que propone establecer un registro, segui-
miento y cumplimiento de los compromisos 
de campaña adquiridos por los candidatos a 
un cargo de elección popular.

•	 La que propone tipificar como delitos las afi-
liaciones masivas de ciudadanos dentro de los 
partidos políticos y la manipulación indebida 
de los padrones de afiliados.

•	 La que propone establecer como delito electo-
ral el condicionamiento de entrega de bienes 
destinados a ayuda humanitaria.

Opinión técnica

Como una opinión técnica destacaría lo siguiente:
•	 Las reformas en materia de ampliación de de-

rechos deben cuidar en su dictaminación la 
armonía en conjunto, particularmente la in-
tención de generar circunscripciones indíge-
nas y de migrantes.

•	 Las reformas en materia de austeridad en ma-
teria de prerrogativas de los partidos políticos 
deben cuidar que su disminución se encuen-
tre en armonía con mejores condiciones de 
equidad; ello con la intención de no debilitar 
el sistema de partidos políticos.

•	 Las reformas en materia de austeridad en 
materia de estructura, relacionada una con la 
fusión de áreas del INE y otra con la desapa-
rición de los OPLE, requieren un análisis que 
parta de la necesidad operativa. Particular-
mente considero que los OPLE cumplen una 
importante función de administración de la 
contienda local, que al desaparecer sobresatu-
rarían al INE. Considero que debe haber otras 
áreas de oportunidad en vías de la austeridad, 
como evitar redundancias en la participación 
de los OPLE con tareas que son de la exclusiva 
competencia constitucional del INE como la 
ubicación e integración de casillas, así como 
la capacitación de los funcionarios de éstas, lo 
cual generaría importantes ahorros; particu-
larmente tendría un efecto en una menor du-
ración de los órganos desconcentrados locales 
que genera automáticamente economías im-
portantes. Adicionalmente, no se observa una 
revisión técnica sobre los procedimientos que 
podrían retirarse para disminuir costos, como 
algunos en materia de integración de casillas.
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•	 Las reformas en materia de participación ciu-
dadana deben tener cuidado en no generar 
gastos expansivos, como consultas en cual-
quier momento o la segunda vuelta. Por otro 
lado, cuidar la armonización con otras nor-
mas vigentes, como la revocación de mandato 
en fecha de jornada electoral intermedia que 
generaría problemas con el 41 constitucional 
sobre la prohibición de la propaganda guber-
namental y la del 134 constitucional que pro-
híbe la propaganda personalizada de servido-
res públicos.

•	 Las reformas en materia de mejoras técnicas 
para la operación electoral son importantes, 
particularmente la relativa a la votación elec-
trónica, lo cual coadyuvaría a simplificar dife-
rentes procedimientos electorales, generando 
importantes economías; aunque su proceso 
de implementación es largo y requiere una in-
versión importante fuera del año de las elec-
ciones.

Otras más

Independientemente de lo que está siendo dicta-
minado en las Cámaras correspondientes del Con-
greso de la Unión, considero que hay otros espa-
cios de oportunidad que tienen un carácter más 
técnico:

•	 De prevalecer el Sistema Nacional Electoral, 
es imprescindible que se revisen los procedi-
mientos del sistema de medios de impugna-
ción en materia electoral, porque llega a suce-
der que se impugna la ubicación o integración 
de casillas en una elección local como causal 
de nulidad de una elección local, cuando este 
acto es competencia de la autoridad nacional; 
de manera que el informe circunstanciado 
que debe elaborar la autoridad responsable lo 
realiza la instancia local que no es competente 
sobre el asunto, lo cual ni siquiera es suficien-
te que se resuelva mediante requerimientos, 
puesto que la autoridad responsable no tiene 
suficiente garantía de audiencia, al no tener 
a la vista, de manera formal, el medio de im-
pugnación presentado.

•	 Es un hecho que el nivel de las elecciones de 
ayuntamientos, en las que no sólo es la candi-
datura de quien busca la presidencia munici-
pal sino también quienes integran las plani-
llas para alcanzar una sindicatura o regiduría; 

si a esto se le agrega la cantidad de ayunta-
mientos y las presiones al interior de cada uno 
de ellos, resulta un alto nivel de sustituciones 
de candidaturas, lo cual representa una carga 
muy importante de trabajo que deben realizar 
los OPLE. Su efecto, al igual que otras eleccio-
nes, es lo que representa para la elaboración 
de las boletas electorales. Considerando que 
a más tardar con treinta días de anticipación 
se pueden realizar sustituciones de manera 
ordinaria, representa una necesidad operativa 
que se dé certeza a los actores políticos para 
que el cierre de la edición de las boletas elec-
torales de las elecciones locales sea a más tar-
dar 28 días antes de la jornada electoral, sin 
menoscabar que por causa de fuerza mayor 
se podrán seguir presentando sustituciones, 
pero sin que éstas se reflejen en las boletas. De 
lo contrario se pone en riesgo que la ciudada-
nía cuente con boletas para emitir su sufragio.

•	 Hay zonas del país donde movimientos socia-
les han demandado la no instalación de las 
casillas electorales, sin que la ley prevea un 
procedimiento excepcional para garantizar 
el derecho humano a votar de la ciudadanía, 
y sin que en ningún momento se ponga en 
riesgo la integridad de las personas. Por ello 
debería facultarse al Consejo General del INE 
para que defina un protocolo de actuación 
general en dichos casos, que dependerá de 
cada caso, para su aplicación y selección por 
parte de los Consejos Distritales del INE, con 
opciones como la instalación de casillas espe-
ciales, con difusión pública o personalizada 
de su ubicación (por razones de seguridad); 
también podrían ser utilizados métodos como 
casillas especiales con inscripción previa, o 
bien voto postal o electrónico ante situaciones 
extremas.

•	 En términos de la ampliación de derechos po-
líticos en forma incluyente, generar una atri-
bución adicional al Consejo General del INE 
para que defina un protocolo de atención a los 
derechos políticos de la ciudadanía en con-
dición hospitalaria o de prisión preventiva u 
otras condiciones que pudieran vulnerar su 
ejercicio al sufragio.

Ello entre muchas otras propuestas que podrían 
agregar para el ejercicio pleno de los derechos polí-
tico-electorales de la ciudadanía. 
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—¿Por qué tu gusto por lo 
electoral?

—Mi gusto por lo electoral tie-
ne ya más de treinta años. En el 
88 formé parte de un grupo de 
jóvenes de diversos partidos –yo 
nunca he militado en uno–, con 
quienes formamos una organiza-
ción de observación electoral. En 
ese entonces no existía la obser-
vación electoral, no estaba en la 
ley; hicimos un trabajo muy in-
tenso que me llevó, incluso, a in-
terrumpir al secretario de Gober-
nación, cuando instaló la famosa 
noche del cómputo de la elección 
en julio del 88, para leer una 
proclama. Desde entonces hasta 
ahora he tratado de hacer lo mis-
mo: aportar desde la ciudadanía 
que las instituciones del Estado 
mexicano –ahora ya autónomas 
y constitucionales– puedan apor-
tar la certeza de las elecciones. Mi 
ánimo es porque las elecciones en 
México han sido el mecanismo a 
través del cual se ha logrado la 
transición a la democracia.

—Y ¿cómo sintetizas toda 
esa experiencia?

—Creo que las instituciones 
electorales en México son espa-
cios de participación ciudadana 
para democratizar la vida del país.

—¿Qué diagnóstico haces 
del estado actual del país en 
cuanto al avance democráti-
co?

—La democracia en México 
no goza de cabal salud; tiene una 
baja calidad, fundamentalmente 
por la corrosión que la demago-
gia, la simulación y la corrupción 
han hecho de la vida pública en 
general y que, lamentablemen-
te, ha trasminado el ámbito de 

los procesos democráticos. En 
ese contexto de mala calidad te-
nemos, además, una ciudadanía 
de baja intensidad y de un perfil 
errático, que a veces se manifies-
ta de una manera contundente 
y a veces se abstiene de manera 
muy vergonzosa. 

Con todo, en ese contexto 
de democracia de baja calidad y 
ciudadanía de baja intensidad el 
sistema electoral mexicano, sin 
embargo, es uno de los más acre-
ditados del mundo, pero tenemos 
que protegerlo justamente para 
que no acabe por contaminarse 
también.

—Siguiendo la idea de la 
ciudadanía, ¿crees entonces 
que no ha cumplido por ejer-
cer su mayoría de edad?

—Yo creo que la ciudadanía 
en México tiene muchos rostros 
en realidad; tiene un rostro parti-
cipativo en términos electorales, 
que ha logrado que el país cambie 
a partir del voto; en otros países la 
democracia se logró porque mu-
rió el dictador, pero aquí fue por 
el voto. La sociedad mexicana se 
ha manifestado y se ha conforma-
do como una ciudadanía respon-
sable políticamente y que actúa 
en ello y ha cambiado el país va-
rias veces, e igual ha logrado algo 
que cierra un ciclo histórico; en 
la transición mexicana ya han go-
bernado las tres fuerzas políticas 
más grandes: lo que entendemos 
por derecha que es bastante más 
civilizada que en otros países; ya 
ha gobernado el PRI y ahora está 
gobernando la izquierda, con una 
expresión muy particular, pero 
que al final de cuentas proviene 
de la izquierda y todo eso ha sido 
con la ciudadanía.

Entonces, por un lado, creo 
que en ese punto la sociedad ha 
adquirido la mayoría de edad; 
por el otro lado, sigue habiendo 
claroscuros muy fuertes. Tene-
mos lamentablemente la cultura 
política que privilegia la premi-
nencia de la autoridad, o sea que 
es una cultura que es bastante 
autoritaria. Más que la sociedad 
y la participación, nuestra cultura 
política, no es una cultura políti-
ca plenamente democrática y eso 
se expresa en la forma en como 
la sociedad se manifiesta sin un 
perfil meramente ciudadano, sino 
más bien apático y dejándose lle-
var por impulsos y deseos, más 
que por razones y convicciones. 

—¿Qué faltaría para cons-
truir una verdadera ciuda-
danía?

—Lo que hace falta en la de-
mocracia mexicana son demó-
cratas. Tenemos muchas leyes y 
muchas instituciones, pero ahora 
lo más importante son los demó-
cratas. Lo que hay que hacer es 
trabajar en tres planos: primero, 
hay que hacer esfuerzos más de-
liberados y sostenidos de educa-
ción cívica, no sólo educación cí-
vica como clases de democracia, 
sino de formación y participación 
ciudadana, con procesos que em-
poderen a las comunidades y a las 
personas. En segundo lugar tene-
mos que reformar las leyes y las 
instituciones en el país, por ejem-
plo, en términos de participación 
ciudadana, aunque lo electoral es 
ahora un debate nacional, para 
mejorar nuestro sistema, de tal 
manera que esa ciudadanía em-
poderada y educada, formada 
por sí misma, no por algún ente 
demócrata superior, pueda ma-
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nifestarse. Y en tercer lugar, lo 
que tiene que ver con autorida-
des responsables; el verbo del 
momento mexicano es exigencia, 
y debemos exigir gobiernos con 
una autoridad responsable, que 
rinda cuentas y que actúen con 
transparencia.

—En este sentido, las au-
toridades electorales ¿qué 
papel han jugado?

—Las autoridades adminis-
trativas han jugado y deben jugar 
un papel cada vez más relevan-
te, superando sus restricciones 
nominativas o formales. No son 
solo autoridades administrativas 
que ponen cajitas transparentes 
para que la gente tache papeles 
y se metan en esas cajas; no, son 
órganos constitucionales y autó-
nomos, garantes del ejercicio de 
derechos humanos fundamen-
tales de la ciudadanía. Ese es su 
tamaño; su responsabilidad no es 
solamente administrar una ley o 
una institución, sino garantizar 
el ejercicio de derechos y eso te 
pone en otra lógica. Tienen que 
ser autoridades que se conduzcan 
con la Constitución y con autono-
mía, con audacia; nunca deben 
sobrepasar el límite de sus fun-
ciones, pero siempre deben estar 
en la rayita de casi hacerlo, por-
que hay que exigir y hay que ser 
punta de lanza en los procesos de 
construcción de ciudadanía y de-
fensa de las instituciones. 

—¿Crees que deben des-
aparecer los OPLE?

—De ninguna manera, des-
aparecer los OPLE es absurdo. 
Si el argumento es ahorrar des-
apareciendo los OPLE o el INE 
(nadie está diciendo lo del INE, 

pero lo de los OPLE sí) es como 
decir que el boxeador no da el 
peso para la pelea, córtenle una 
pierna para que pierda peso y pe-
lee; es una tontería, eso solo pone 
en riesgo al sistema electoral. La 
respuesta puede ser mucho más 
amplia, pero lo que se necesita no 
es desaparecer los OPLE, lo que 
se necesita es tomar al INE y a 
los institutos electorales locales, 
desarmar ese modelo y volver a 
armar otro. Se necesita una de-
construcción del sistema, en la 
que el rol de cada parte sea armó-
nica y funcional –que no sucede 
ahora– y logre la construcción de 
un real sistema articulado nacio-
nal de elecciones y participación 
ciudadana, que no se nos olvida 
que ésta es una fuerza que está 
tomando cada vez más preemi-
nencia en el país.

—¿Y los partidos políti-
cos? ¿Han cumplido?

—Los partidos políticos en el 
mundo sufren una crisis terrible 
y en México más. Nuestro siste-
ma de los partidos políticos se 

destruyó en la elección del año 
pasado; ni el PAN, ni el PRI, ni el 
PRD –que eran los tres partidos 
fundamentales– tienen en este 
momento una claridad sobre su 
estructura y proyección. El PRD 
acaba de poner su registro en la 
mesa a otras organizaciones so-
ciales para reconstruir una op-
ción de izquierda, cifrada en una 
confrontación con el gobierno y la 
figura del presidente Andrés Ma-
nuel (López Obrador). El PAN, 
aunque es el partido que parece 
más sólido, desde luego ha tenido 
un conflicto interno muy fuerte: 
le renunció uno de sus presiden-
tes, Felipe Calderón, michoaca-
no, por cierto; y el PRI está en un 
debate terrible respecto a su nue-
va dirigencia, siendo muchas las 
voces dentro del propio PRI que 
desconocen la autenticidad del 
proceso interno; entonces están 
al borde, no de la desaparición, 
desde luego, pero sí de un sín-
cope muy fuerte que debiese ser 
una ventana de oportunidad para 
reconstruir los partidos políticos. 
Los partidos políticos en toda de-
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mocracia –y México no es la ex-
cepción– son indispensables. 

—En cuanto a transparen-
cia, ¿cuáles son los principa-
les retos para los gobiernos 
en México?

—El tema de la transparencia 
tiene tres retos, el más importante 
de todos es conectar con esa ciu-
dadanía amorfa que tenemos, que 
en este punto es absolutamente 
difusa. En el país no se usan los 
mecanismos de transparencia, de 
rendición de cuentas y menos de 
protección de datos personales. 
El uso que se hace de estos recur-
sos legales es realmente muy pe-
queño y de poco alcance; éste es 
el primer reto que tenemos como 
sociedad y que tienen, además, 
los órganos garantes constituidos 
en los institutos de transparencia, 
rendición de cuentas y protección 
de datos personales. 

El segundo reto, así como se 
necesita un sistema electoral y de 
participación ciudadana integra-
do, es terminar de construir un 
sistema institucional de acceso a 
la información pública, transpa-
rencia y protección de datos per-
sonales que no se ha consolidado 
y lograr que se inscriba con otra 
cosa que menos se ha construido 
que es el sistema nacional antico-
rrupción. El sistema institucional 
de transparencia está concebido 
en la lógica del Estado mexicano 
de la última reforma como parte 
del sistema nacional y local de 
combate a la corrupción; esos 
sistemas no se han definido en el 
país, lo cual es gravísimo.

El tercer reto es la segunda 
vuelta a la tuerca de la transición 
mexicana: la primera vuelta fue 
elegir autoridades legítimas, la 

segunda vuelta será gobernar con 
esas autoridades legítimas. 

La democracia hoy supone tres 
tipos de mecanismos en México y 
en el mundo: primero, los meca-
nismos para el acceso al poder; en 
México podemos tener todas las 
dudas que quieras sobre las cra-
yolas si se borran o no, pero nadie 
cuestiona que las elecciones son el 
mecanismo del acceso al poder y 
eso es lo más importante. 

En segundo lugar tenemos los 
mecanismos de ejercicio de po-
der. Hoy en México tenemos un 
debate abierto respecto a cómo se 
ejerce particularmente el Poder 
Ejecutivo federal, pero también 
todos los gobiernos locales, y des-
de luego cómo se ejerce el poder 
en el ámbito judicial, que luego se 
nos olvida a todos, pero se nece-

sita una restructuración a fondo; 
el nuevo sistema de justicia penal 
acusatorio no ha acabado de im-
plementarse y es una reforma del 
Estado tan importante o más que 
la electoral; y el ámbito legislati-
vo no se diga, para el que necesi-
tamos un servicio profesional de 
carrera, en los órganos legislati-
vos, por ejemplo.

 Y, finalmente, como tercer 
punto los mecanismos de control 
del poder. Hay control del poder 
dentro del Estado mismo –por 
eso la división del poder, pesos 
y contrapesos– y fuera del Esta-
do mismo, que esa es la sociedad 
civil y eso se llama hoy, aquí y 
en todo el mundo, participación 
ciudadana y mecanismos de de-
mocracia directa para controlar, 
participar y ejercer el poder. 

—Por último ¿Por qué habría que leer el libro?
—Hay que leer el libro que presen-

tamos hoy porque hay que pensar en 
México, que no basta con votar, que es 
necesario, que hay que llamar a votar, 
pero hay que exigir. Lo que necesita la 
democracia mexicana son ciudadanos 
de un perfil más alto, que no se con-
tenten con ir cada tres años a hacer 
un acto casi mecánico en la urna. La 
democracia hoy en México necesita 
personas activas –y no hiperactivas 
que todo el tiempo estén hablando de 
política, qué horror, qué espanto de 
estrés–; estamos pensando en gente que se comprometa con su 
comunidad, en su escuela, trabajo o colonia, que genere espa-
cios participativos y, sobre todo, que genere una nueva cultura 
política en la que el ejercicio del poder ya no es para los podero-
sos, pensado en los representantes, sino a los poderosos pensa-
do en la sociedad civil. La democracia, desde que se inventó el 
término hace más de dos mil años, ha significado muchas cosas, 
pero siempre ha significado «gobierno del pueblo», y eso tiene 
que restablecerse hoy a la luz de las nuevas tecnologías y de las 
nuevas disposiciones institucionales.	
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En México, la amplia riqueza cultural, así como 
la histórica lucha en la consolidación o bús-
queda de instituciones y mecanismos, que 

abonen a que su democracia sea lo suficientemen-
te eficaz, para responder a su misión como forma 
de gobierno, tienen hoy en día un enorme reto para 
entremezclarse y asentarse sobre una sólida base 
de tolerancia a la pluralidad de pensamiento. Para 
completar este contexto es necesario apuntar la re-
levancia actual en la inmediatez de los medios de 
comunicación y redes sociales, mismos que impac-
tan en la libertad de expresión y en general a la par-
ticipación ciudadana, donde los valores democráti-
cos, deben formar parte de manera efectiva para el 
fortalecimiento de la democracia misma. 

La cultura, a partir de la definición usada por la 
UNESCO, puede considerarse como todo aquel con-
junto de rasgos distintivos, espirituales y materia-
les, intelectuales y afectivos que caracterizan a una 
sociedad o grupo social. En la definición, también 
se incluyen los modos de vida, los derechos funda-
mentales, los sistemas de valores, las tradiciones y 
creencias que permiten la reflexión del hombre so-
bre sí mismo.1 Esto se traduce en el hecho de que 
cada país, comunidad o grupo social, tiene caracte-
rísticas muy particulares en su expresión. 

Por otro lado, la política, entendida como aquella 
actividad humana que busca la toma de decisiones 
por medios públicos, tal cual 
la define Deutsch (1976:15), o 
simplemente todo aquello re-
lativo al manejo o administra-
ción de los asuntos públicos, 
como puede deducirse de su 
raíz etimológica, si se suma al 
concepto de cultura, da como 
resultado el de cultura polí-
tica, entendida como aquella 
suma de valores, concepcio-
nes y actitudes orientadas al 
ámbito político, que imperan 

1 La Conferencia Mundial sobre las Políticas Culturales, cele-
brada en México en 1982, dio vida a esta declaración, para ma-
yor información, véase http://www.unesco.org/new/es/mexico/
work-areas/culture/
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CULTURA Y SOCIEDAD

dentro de una población y con miras al poder públi-
co (Peschard, 2015: 10). En ese sentido, la costumbre 
o conciencia colectiva no es otra cosa que la cultura 
política determinada en un contexto específico. 

Este imaginario colectivo, no solo en México sino 
en todo el mundo, ha sido utilizado e influenciado 
de forma interesante y creativa por los medios de 
comunicación, así como en general por el internet, 
desde hace algunos años. Para muestra, las campa-
ñas políticas han hecho uso de narrativas atractivas 
para la ciudadanía, con el objetivo de moldear una 
imagen en la población con respecto a sus gober-
nantes. Los alcances de la publicidad y manejo de 
la información para persuadir a votantes, ha sido de 
tal relevancia que incluso los precedentes en mate-
ria electoral son constantemente cambiantes. 

Pero este panorama es relativamente conocido 
por todos los ciudadanos y aceptado en lo individual 
bajo las filias o fobias particulares. Pero justo aquí 
es donde se encuentra la problemática a la que se ha 
enfrentado el país en estos días, la tolerancia o ca-
rencia de ésta para reconocer la pluralidad de ideas, 
convivir con ellas, aprender de otras opiniones o 
visiones para enriquecer un proyecto en común, el 
de un mejor país. Las redes sociales por momentos 

pueden llegar a convertirse en campo de batalla, 
donde no existe el mínimo rastro de aceptación a 
números, estadísticas o indicadores, sobre el tema 
discutido.

Ahora bien, cambiar la imagen de algo o alguien 
no es cosa fácil. En cuanto a la clase política, el im-
portante número de ejemplos donde la corrupción 
es el común denominador es uno de los elementos 
que dan surgimiento al hartazgo o desencanto so-
cial, también expresado en las urnas durante las 
elecciones pasadas. Pero, por otro lado, los ciuda-
danos también han anclado su desconfianza en los 
propios ciudadanos, al grado de calificarlos o agru-
parlos, como si de buenos o malos se tratara. 

En este sentido, es necesario poner la mirada en 
un par de hechos que a través de la historia han de-
mostrado que las posturas maniqueas no suman a 
una democracia, no permiten las libertades plenas 
ni el reconocimiento de que todos, mujeres y hom-
bres, forman parte de una misma realidad y en ella 
debe trabajarse para eliminar las barreras de la in-
tolerancia. 

Como un primer ejemplo, citado con profundo 
respeto e intentando trasmitir la riqueza que se en-
cuentra en mantener vivo el recuerdo de las con-
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secuencias que desatan las ideologías de odio, en 
enero pasado, como desde hace varios años partir 
de la proclama de la Asamblea General de las Na-
ciones Unidas, el mundo conmemoró la memoria 
de las Víctimas del Holocausto, página por demás 
dolorosa y cubierta de una cultura de cerrazón a la 
pluralidad, en las páginas de la historia mundial. 

De frente a este pasado, la UNESCO afirma que 
la educación sobre causas y consecuencias de los 
discursos de odio, así como el fortalecimiento de la 
resiliencia en los jóvenes contra éstos, ayuda a la dis-
minución de esta cultura que sigue provocando crí-
menes atroces en varias regiones del mundo. En su 
mensaje de este año, la directora general del organis-
mo internacional afirmó que el origen del Holocausto 
fue la ideología basada en el racismo y el odio, cuyo 
pensamiento debe ser abatido con la educación.2

Desde otro orden de ideas se encuentra la trágica 
realidad que vive un amplio número de migrantes 
en el mundo. La discriminación racial y el odio, que 
han infundido discursos en contra de nacionales de 
países latinoamericanos, por poner un ejemplo, son 
un problema que alcanza a miles o millones de fa-
milias. A simple vista pareciera que el problema mi-
gratorio no está cerca de vincularse con el tema que 
ocupa a estas líneas, pero no es así, involucra a to-
dos los ciudadanos del mundo y es parte de la visión 
de fomentar la tolerancia, de afrontar un desinterés 
o falta de trabajo para cambiar la mentalidad y así, 
la cultura. 

En junio del año pasado, con motivo del Segun-
do Coloquio Santa Sede-México Sobre la Migración 
Internacional, el papa Francisco afirmó el obligado 
tránsito de las consideraciones que ponen a los demás 
como una amenaza a nuestra comodidad, para pasar 
a la adopción de una mentalidad en la que se valore al 
otro, como alguien cuya experiencia y valores, pueden 
aportar y contribuir a la riqueza de la sociedad.3

2 Mensaje de Audrey Azoulay, Directora General de la 
UNESCO, con motivo del Día Internacional de Conmemoración 
en Memoria de las Víctimas del Holocausto, el 27 de enero de 
2019, para mayor información, véase https://unesdoc.unesco.
org/ark:/48223/pf0000366485_spa

3 Para mayor información, véase el mensaje del Papa Francis-
co con motivo del Coloquio en http://w2.vatican.va/content/

Una vez mencionados estos dos ejemplos, y al 
unir los elementos que conforman la cultura polí-
tica como memoria colectiva de los pueblos, el re-
cuerdo vivo de los problemas globales a causa de la 
intolerancia y el odio, podemos vislumbrar enton-
ces un compromiso en común, el de trabajar por la 
apertura de las ideas a la pluralidad y su tolerancia 
plena. El reto no es menor, pero el antídoto está en 
los valores democráticos. 

Dentro de una democracia las exigencias son 
grandes, pues grande es el beneficio o la afectación, 
y la fórmula democrática exige el reconocimiento 
del pluralismo como un bien positivo que debe ser 
preservado por la sociedad, sin aspirar a una homo-
geneización,; antes bien, a un procesamiento cui-
dadoso y racional de todo aquello relacionado a los 
asuntos públicos (Salazar y Woldenberg, 2015: 40). 

En conclusión, la apuesta para transformar la 
cultura política debe venir desde la casa, la escuela 
o las redes sociales y, en ese sentido, está al alcance 
de cualquier persona. Aplicar la tolerancia al escri-
bir o al exigir, pero también al proponer, abona a 
la construcción de esa base tolerante con la que se 
iniciaron estas líneas. El compromiso debe ser per-
manente, bajo la mayor aspiración de contribuir a la 
democracia, a la sociedad que participa y se interesa 
por los asuntos públicos, pero que debe considerar 
una libertad de expresión con límites que sigan per-
mitiendo libertades. Ser libres e iguales en derechos 
contrasta con la desigualdad en pensamiento, ofre-
ciendo una riqueza en la diversidad. 
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ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO 
DE LA CULTURA POLÍTICA 
DEMOCRÁTICA DE LA CIUDADANÍA

Con la finalidad de fortale-
cer la cultura política de-
mocrática de los ciudada-

nos e impulsar su participación 
en los asuntos de la vida pública, 
la Dirección Ejecutiva de Educa-
ción Cívica y Participación Ciu-
dadana del Instituto Electoral 
de Michoacán (IEM), encabeza-
da por el Lic. Juan José Moreno 
Cisneros, junto con la Comisión 
de Educación Cívica y Participa-
ción Ciudadana, que preside el 

El área de Educación Cívica y Participación Ciudadana realiza este 
año un amplio programa de actividades entre jóvenes michoacanos y 
funcionarios municipales

Lic. Luis Ignacio Peña Godínez, 
en este año ha desarrollado un 
amplio programa de actividades 
entre jóvenes michoacanos y fun-
cionarios municipales.

	 Es así como se han rea-
lizado de enero a junio de 2019 
elecciones escolares, diálogos 
juveniles, conferencias, talleres y 
otro foros, con diferentes secto-
res de la sociedad, para difundir 
los derechos político-electorales 
de las y los ciudadanos michoa-

IEM informa

Elecciones Escolares y de Valores democráticos.
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canos, mismas que se enlistan a 
continuación. 

Elecciones Escolares y de 
Valores democráticos

De enero a junio se han realiza-
do 17 ejercicios democráticos del 
voto, que se han desarrollado en 
diferentes municipios e institu-
ciones de primaria y secundaria, 
dentro del programa Elecciones 
Escolares y Ludoteca Cívica, que 
se desglosan en 3 elecciones esco-
lares y 14 elecciones de valores de 
la democracia, los cuales tuvie-
ron como finalidad contribuir al 
fortalecimiento de la cultura cívi-

ca en niñas, niños y adolescentes, 
destacando en ellos la importan-
cia de la convivencia en valores.

Diálogos Juveniles 2019 “La 
Cultura Cívica como soporte 
vital de la democracia”

En los meses de abril, mayo y ju-
nio de la presente anualidad se 
desarrollaron 10 Diálogos Juve-
niles titulados: “La Cultura Cívi-
ca como soporte vital de la demo-
cracia”, mismos que han buscado 
generar un espacio para que los 
adolescentes michoacanos pue-
dan expresar sus ideas y debatir 
sobre el valor de la cultura cívica, 

en aras de fortalecer la cultura 
democrática en nuestro Estado, 
así como crear vías de diálogo 
dirigidas al entendimiento de la 
ciudadanía responsable, que per-
mitan generar un consenso sobre 
cómo el ciudadano se convierte 
en factor de cambio en una socie-
dad democrática.

Conferencias “Participación 
Ciudadana, tarea de todos”

Del 23 de abril al 6 de junio del 
2019, el IEM realizó un total de 10 
conferencias tituladas “Participa-
ción Ciudadana, tarea de todos”, 
las cuales han tenido como finali-

Conferencias “Participación Ciudadana, tarea de todos”.

Diálogos Juveniles 2019 “La Cultura Cívica como soporte vital de la democracia”.
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dad informar a los jóvenes de di-
versas instituciones educativas de 
nivel superior, sobre la importan-
cia de su participación, y sobre los 
diferentes mecanismos de partici-
pación ciudadana que existen en el 
Estado para ejercer su derecho, los 
cuales son: Iniciativa Ciudadana, 
Referéndum, Plebiscito, Consulta 
Ciudadana, Observatorio Ciuda-
dano y Presupuesto Participativo, 
mismas que se encuentran regu-
ladas en la Ley de Mecanismos de 
Participación Ciudadana.

Taller “Mecanismos de 
Participación Ciudadana”

Durante los meses de abril, mayo 
y junio se realizaron 5 Talleres 
sobre Mecanismos de Participa-
ción Ciudadana, en Instituciones 
Educativas de nivel medio y su-
perior, a quienes se les informó 
sobre los diversos medios insti-
tucionales legales para partici-
par, y a través de una dinámica 
con el análisis de problemáticas 
simuladas y ubicadas en diferen-
tes municipios y autoridades, se 
motivó a los jóvenes a identificar 
y determinar un mecanismo de 
participación para la solución de 
los temas. Taller “Mecanismos de Participación Ciudadana”.
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Capacitación a 113 
Ayuntamientos 

Del 23 de abril al 23 de mayo 
del año en curso, se realizó una 
serie de capacitaciones en 10 
regiones del Estado las cuales 
se encontraron dirigidas a los 
funcionarios de los 113 Ayun-
tamientos del Estado, en las 
sedes siguientes: Lázaro Cár-
denas, Apatzingán, Coalcomán, 
Uruapan, Huetamo, Zitácuaro, 
Morelia, La Piedad, Zamora y 
Jiquilpan Estas actividades se 
realizaron con el apoyo de la Di-
rección de Fortalecimiento y De-
sarrollo Municipal y el Tribunal 
de Justicia Administrativa del 
Estado de Michoacán.

Foro Regional “El Derecho a 
la Consulta Ciudadana, a los 
Presupuestos Participativos 
y a las Atribuciones de las 
Autoridades Auxiliares”

El IEM ha participado derivado 
de solicitudes recibidas, durante 
los meses de mayo y junio, con 
el tema “Mecanismos de Parti-
cipación Ciudadana”, en 5 Foros 
Regionales denominados “El De-
recho a la Consulta Ciudadana, a 
los Presupuestos Participativos y 
a las Atribuciones de las Autori-
dades Auxiliares”, que tuvieron 

como sede Maravatío, Uruapan, 
Angamacutiro, Ciudad Hidalgo y 
Lázaro Cárdenas. 

Taller “Derechos Políticos 
Electorales”

Del 17 al 28 de junio del año en 
curso, el IEM ha participado, a 
solicitud de la Junta Local Ejecu-
tiva del INE, impartiendo el tema 
“Mecanismos de Participación 
Ciudadana” dentro del Taller 
“Derechos Políticos Electorales” 
que les solicitó el Instituto de 
la Juventud Michoacana, como 
parte de las acciones tendientes 
a capacitar y profesionalizar a los 
jóvenes del Estado de Michoacán 
en temas relacionados al ámbito 
electoral. En total se realizaron 
11 capacitaciones que tuvieron 
como cede las Juntas Local y dis-
tritales de Morelia, Puruándiro, 
Zitácuaro, Jiquilpan, Zamora, 
Ciudad Hidalgo, Zacapu, Urua-

pan, Pátzcuaro, y Apatzingán. 
Cabe señalar que, en este último, 
la sede fue en las instalaciones 
del CONALEP.

En estas actividades han par-
ticipado el Consejero Presidente, 
Dr. Ramón Hernández Reyes, el 
Lic. Luis Ignacio Peña Godínez, 
Presidente de la Comisión de 
Educación Cívica y Participación 
Ciudadana, la Licda. Irma Ramí-
rez Cruz, la Dra. Yurisha Andra-
de Morales, Consejeras Electo-
rales y el Dr. Humberto Urquiza 
Martínez, Consejero Electoral, 
así como el Director Ejecutivo de 
Educación Cívica y Participación 
Ciudadana, Lic. Juan José More-
no Cisneros.

De la misma manera, también 
se ha contado con la participa-
ción de las organizaciones de la 
sociedad civil “Michoacán es Di-
versidad”, “Colectivo Kybernus” 
y “Centro de Estudios y Forma-
ción Política”.

Platicas DFyDM.

Taller derechos politico electorales.
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Sesión extraordinaria � 17 de enero � 13:00 

horas � IEM-CG-SEXT-01/2019

Primero. Lectura del contenido del 
acta de sesión del Consejo General del 
Instituto Electoral de Michoacán (IEM), 
del 6 de diciembre de 2018, ordinaria 
IEM-CG-SORD-48/2018, y aprobación 
en su caso.
Segundo. Proyecto de acuerdo que 
presenta la Comisión de Organización 
Electoral al Consejo General del IEM, 
por medio del cual, se aprueba el Plan 
de Trabajo para la Destrucción de la 
Documentación Electoral utilizada y 
sobrante del Proceso Electoral Ordina-
rio Local 2017-2018, y aprobación en 
su caso.
Tercero. Proyecto de acuerdo que 
presenta la Comisión de Organización 
Electoral al Consejo General del IEM, 
por medio del cual, se propone la des-
trucción de los Votos Válidos, los Votos 
Nulos, las Boletas Sobrantes y demás 
Documentación Electoral utilizada y 
sobrante del Proceso Electoral Ordina-
rio Local 2017-2018, y aprobación en 
su caso.
Cuarto. Proyecto de acuerdo que 
presenta la Comisión Electoral para la 
Atención a Pueblos Indígenas al Con-
sejo General del IEM, por el que cali-
fica y declara la validez de la consulta 
a la comunidad indígena de Santa 
María Sevina, municipio de Nahuatzen, 
Michoacán, ordenada en el acuerdo 
CG-418/2018, en cumplimiento a 
la sentencia TEEM-JDC-187/2018 
emitida por el Tribunal Electoral del 
Estado de Michoacán, y aprobación en 
su caso.
Quinto. Proyecto de acuerdo que 
presenta la Comisión Electoral para 
la Atención a Pueblos Indígenas al 
Consejo General del IEM, mediante 
el cual se da respuesta a la solicitud 
de siete de enero de dos mil dieci-

nueve, signada por comuneros de 
Arantepacua, Municipio de Nahuatzen, 
Michoacán, remitida al IEM, mediante 
acuerdo emitido por el Magistrado 
Presidente del Tribunal Electoral del 
Estado de Michoacán, en el Cuaderno 
de Antecedentes TEEM-CA-003/2019, 
y aprobación en su caso.
Sexto. Proyecto de acuerdo del 
Consejo General del IEM, por el que se 
da respuesta a la consulta realizada 
por el Representante Propietario del 
Partido Revolucionario Institucional 
acreditado ante el Consejo General, 
presentada el quince de noviembre de 
dos mil dieciocho; así como a la solici-
tud de medidas cautelares que en vía 
de alcance presenta a dicha solicitud, 
y aprobación en su caso.

Sesión extraordinaria 24 de enero 12:00 

horas IEM-CG-SEXT-02/2019

Primero. Lectura del contenido del 
acta de sesión del Consejo General 
del IEM, del 17 de enero de 2019, 
extraordinaria IEM-CG-SEXT-01/2019, 
y aprobación en su caso.
Segundo. Proyecto de acuerdo que 
presenta la Comisión de Administra-
ción, Prerrogativas y Partidos Políticos 
al Consejo General del IEM, mediante 
el cual se aprueban los montos, 
la distribución y el calendario de 
prerrogativas de los Partidos Políticos 
para el sostenimiento de actividades 
ordinarias permanentes y activida-
des específicas correspondientes al 
ejercicio 2019 dos mil diecinueve, y 
aprobación en su caso.
Tercero. Proyecto de acuerdo del 
Consejo General del IEM, por medio 
del cual se cancela la acreditación 
ante este Instituto, así como derechos 
y prerrogativas a los Partidos Políticos 
Nueva Alianza y Encuentro Social, 
con base en los Dictámenes INE/

2019
Enero-Junio
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CG1301/2018 e INE/CG1302/2018, 
aprobados por el Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral, relativos a 
la pérdida del registro de los Partidos 
Políticos Nueva Alianza y Encuentro 
Social, respectivamente, al no haber 
obtenido por lo menos el tres por 
ciento de la votación válida emitida en 
el Proceso Electoral Ordinario Federal 
2017-2018, y aprobación en su caso.

Sesión extraordinaria 31 de enero 11:00 

horas IEM-CG-SEXT-03/2019

Primero. Lectura del contenido del 
acta de sesión del Consejo General 
del IEM, del 24 de enero de 2019, 
extraordinaria IEM-CG-SEXT-02/2019, 
y aprobación en su caso.
Segundo. Proyecto de acuerdo que 
presenta la Comisión de Participación 
Ciudadana, por medio del cual se 
propone al Consejo General del IEM 
ordene la publicación de la Convo-
catoria para la integración de nuevos 
miembros al Observatorio Ciudadano 
del Ayuntamiento de Pátzcuaro, Mi-
choacán, y aprobación en su caso.
Tercero. Proyecto de acuerdo del 
Consejo General del IEM, respecto 
al pronunciamiento con relación al 
Acuerdo que presenta el Comité de 
Adquisiciones, mediante el cual aprobó 
el Programa Anual de Adquisiciones , 
Arrendamientos y Servicios del ejerci-
cio 2019, y aprobación en su caso.

Sesión extraordinaria 12 de marzo 13:30 

horas IEM-CG-SEXT-04/2019

Primero. Lectura del contenido del 
acta de sesión del Consejo General 
del IEM, del 31 de enero de 2019, 
extraordinaria IEM-CG-SEXT-03/2019, 
y aprobación en su caso.
Segundo. Proyecto de acuerdo que 

presenta la Comisión de Administra-
ción, Prerrogativas y Partidos Políticos 
al Consejo General del IEM, mediante 
el cual se propone el Límite Total del 
Financiamiento Privado que podrán 
recibir los Partidos Políticos durante 
el ejercicio 2019 dos mil diecinueve 
por sus Militantes, así como el Límite 
Total e Individual de las Aportaciones 
de Simpatizantes, y aprobación en su 
caso.
Tercero. Proyectos de acuerdo por los 
que se da respuesta a las solicitudes 
de intención de constituir partidos 
políticos locales:

Proyecto de acuerdo del Consejo 
General del IEM, por el que se da 
respuesta al escrito recibido el 28 
veintiocho de enero de 2019 dos mil 
diecinueve, signado por los ciudada-
nos Roberto Flores Mendoza y otros, 
quienes manifiestan la intención de 
constituir el partido político local deno-
minado “Movimiento Michoacano”, y 
aprobación en su caso.

Proyecto de acuerdo del Consejo 
General del IEM, por el que se da 
respuesta al escrito recibido el 31 
treinta y uno de enero de 2019 dos mil 
diecinueve, signado por los ciudada-
nos Erick Alberto Acuña Meza y otros, 
acerca del aviso formal de su inten-
ción de constituir un partido político 
local, y aprobación en su caso.

Proyecto de acuerdo del Consejo 
General del IEM, por el que se da 
respuesta al escrito recibido el 31 
treinta y uno de enero de 2019 dos mil 
diecinueve, signado por el ciudadano 
Javier Valdespino García, en su calidad 
de presidente del órgano directivo 
estatal del otrora partido político 
Encuentro Social, acerca del aviso 
formal de su intención de constituir un 
partido político estatal, en los términos 
establecidos en el artículo 95, numeral 

5 de la Ley General de Partidos, y 
aprobación en su caso.

Sesión ordinaria 26 de marzo 11:00 horas 

IEM-CG-SORD-05/2019

Primero. Lectura del contenido del 
acta de sesión del Consejo General 
del IEM, del 12 de marzo de 2019, 
extraordinaria IEM-CG-SEXT-04/2019, 
y aprobación en su caso.
Segundo. Proyecto de acuerdo de la 
Comisión de Vinculación y Servicio 
Profesional Electoral, por el que se 
propone al Consejo General del IEM, 
designe a la Coordinación Jurídica 
Consultiva, como autoridad responsa-
ble para sustanciar, analizar, admitir y 
elaborar los proyectos de resolución 
con motivo de los escritos de inconfor-
midad a la evaluación del desempeño 
presentados por los miembros del 
servicio profesional electoral del IEM, y 
aprobación en su caso.
Tercero. Proyecto de acuerdo que 
presenta la Comisión Electoral para la 
Atención a Pueblos Indígenas al Con-
sejo General del IEM por el que se cali-
fica y declara la validez de la consulta 
indígena previa, libre e informada de la 
Comunidad de Santa Fe de la Laguna, 
Municipio de Quiroga Michoacán, a 
través de sus autoridades tradicio-
nes; sobre los elementos cualitativos 
y cuantitativos relacionados con la 
transferencia de recursos públicos, y 
aprobación en su caso.
Cuarto. Informe de actividades que 
presentan las Comisiones y el Comité 
Editorial del IEM, correspondiente al 
Tercer Cuatrimestre del año 2018, en 
términos de los artículos 34, fracción 
X y 35 del Código Electoral del Estado 
de Michoacán de Ocampo, en relación 
con los numerales 15 fracción XIV y 
16 del Reglamento Interior del IEM, 
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en concordancia con el numeral 8 
fracción II del Reglamento para el 
Funcionamiento de las Comisiones y 
de los Comités del IEM.
Quinto. Informe que rinde el Presi-
dente de la Junta Estatal Ejecutiva 
del IEM, a través de la Secretaría 
Ejecutiva, correspondiente al Tercer 
Cuatrimestre del año 2018, en térmi-
nos de los artículos 36, fracción XIV y 
38 del Código Electoral del Estado de 
Michoacán de Ocampo.
Sexto. Informes sobre las consultas 
resultas por la Comisión Electoral para 
la Atención de Pueblos Indígenas en 
cumplimiento al punto de acuerdo 
tercero del Acuerdo CG-04/2019, 
acuerdo que presenta la Comisión 
Electoral para la Atención a Pueblos 
Indígenas, al Consejo General median-
te el cual se da respuesta a la solicitud 
de 7 de enero de 2019, signada por 
comuneros de Arantepacua, municipio 
de Nahuatzen, Michoacán, remitida 
al IEM, mediante acuerdo emitido por 
el magistrado presidente del Tribunal 
Electoral del Estado de Michoacán en 
el cuaderno de antecedentes TEEM-
CA-003/2019.
Séptimo. Informe que rinde la 
Dirección Ejecutiva de Administración, 
Prerrogativas y Partidos Políticos, res-
pecto de los montos, fecha y forma de 
entrega de los recursos obtenidos por 
la aplicación de sanciones económicas 
derivadas de infracciones cometidas 
por los sujetos de responsabilidad, 
correspondiente al periodo de octubre 
a diciembre 2018.
Octavo. Asuntos generales.

Sesión extraordinaria 12 de abril 17:00 

horas IEM-CG-SEXT-06/2019

Primero. Lectura del contenido del 
acta de sesión del Consejo General 

del IEM, del 26 de marzo de 2019, 
ordinaria IEM-CG-SORD-05/2019, y 
aprobación en su caso.
Segundo. Proyecto de acuerdo del 
Consejo General del IEM, con relación 
a las solicitudes para constituir el Ob-
servatorio Ciudadano del Ayuntamiento 
de Uruapan, Michoacán, a propuesta 
de la Comisión de Participación Ciuda-
dana, y aprobación en su caso.
Tercero. Informe que remite la 
Comisión de Participación Ciudadana 
al Consejo General del IEM, sobre las 
solicitudes de celebración de meca-
nismos de participación ciudadana, en 
cumplimiento a lo establecido en el 
artículo 7, párrafo tercero del Regla-
mento de Mecanismos de Participa-
ción Ciudadana del IEM.

Sesión extraordinaria 6 de mayo 18:30 

horas IEM-CG-SEXT-07/2019

Primero. Lectura del contenido del 
acta de sesión del Consejo General 
del IEM, del 12 de abril de 2019, 
extraordinaria IEM-CG-SEXT-06/2019, 
y aprobación en su caso.
Segundo. Proyecto de acuerdo del 
Consejo General del IEM, relativo a 
la solicitud de registro como partido 
político local del otrora partido político 
nacional Encuentro Social, y aproba-
ción en su caso.
Tercero. Proyecto de acuerdo del 
Consejo General del IEM, mediante 
el cual se determina la ratificación, 
remoción y nombramiento de los 
titulares de la Secretaría Ejecutiva, 
Direcciones Ejecutivas y Unidades 
Técnicas de este Órgano Electoral, y 
aprobación en su caso.
Cuarto. Proyecto de acuerdo que 
presenta la Comisión de Organización 
Electoral al Consejo General del IEM, 
por medio del cual, se aprueba la 

desincorporación de las cajas paquete 
electoral utilizadas en el Proceso 
Electoral Ordinario Local 2017-2018, 
para efectos de su destrucción, y 
aprobación en su caso.
Quinto. Informe que rinde la Dirección 
de Organización Electoral, sobre la 
destrucción de los votos válidos, los 
votos nulos, las boletas sobrantes y 
demás documentación electoral utili-
zada y sobrante del Proceso Electoral 
Ordinario Local 2017-2018.
Sexto. Proyecto de acuerdo del Con-
sejo General del IEM, con relación a 
las solicitudes para constituir el Obser-
vatorio Ciudadano del Ayuntamiento de 
Puruándiro, Michoacán, a propuesta de 
la Comisión de Participación Ciudada-
na, y aprobación en su caso. 

Sesión extraordinaria 14 de mayo 13:00 

horas IEM-CG-SEXT-08/2019

Primero. Lectura del contenido del 
acta de sesión del Consejo General 
del IEM, del 6 de mayo de 2019, 
extraordinaria IEM-CG-SEXT-07/2019, 
y aprobación en su caso.
Segundo. Proyecto de acuerdo que 
presenta la Comisión de Vinculación y 
Servicio Profesional Electoral al Con-
sejo General del IEM, por medio del 
cual se aprueba el dictamen general 
de resultados de la evaluación del 
desempeño de los miembros del ser-
vicio profesional electoral nacional de 
este órgano electoral, correspondiente 
al periodo septiembre 2017 a agosto 
2018, y aprobación en su caso.
Tercero. Proyecto de acuerdo del 
Consejo General del IEM, con relación 
a las solicitudes para constituir el Ob-
servatorio Ciudadano del Ayuntamiento 
de Jacona, Michoacán, a propuesta de 
la Comisión de Participación Ciudada-
na, y aprobación en su caso.




